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Derechos humanos en el mundo

Argentina 
Condena en Francia de un oficial argentino 

por violaciones graves 
de los derechos humanos 

El caso Astiz

El 16 de marzo 1990, el Capitán de la 
Armada Argentina, Alfredo Astiz fue con­
denado “in absentia" por un Tribunal de 
Justicia de Francia, a la reclusión a per­
petuidad. La condena estuvo motivada en 
que se lo encontró culpable de los delitos 
de arresto ilegal, torturas y secuestro que 
condujo a las “desapariciones forzadas" y 
definitivas de dos religiosas de nacionali­
dad francesa, las hermanas de caridad, 
Alice Domon y Leonie Renée Duquet. Los 
hechos ocurrieron en 1977, en Buenos 
Aires, durante la dictadura militar.

El capitán Astiz no pudo ser finalmente 
juzgado en su país y lugar donde cometió 
sus crímenes, en virtud de la impunidad 
que fue garantizada al personal militar y 
policial, por la conocida ley de “obedencia 
debida”.1

Alfredo Astiz es Capitán de la Armada 
Argentina y durante el gobierno militar 
estuvo encargado de tareas llamadas 
"especiales”, en el Servicio de Inteligencia 
Naval. Tales tareas especiales significaron 
en la Argentina de entonces, acciones de

“guerra sucia", que militares y policías 
condujeron contra sus compatriotas, pero 
también contra exilados de los países ve­
cinos. Significaron ni más ni menos que 
delitos del tipo de los calificados como 
crímenes contra la humanidad, consisten­
tes en arrestos ilegales, secuestros en 
unidades militares y lugares clandestinos, 
condiciones crueles e inhumanas de de­
tención, torturas, asesinatos de prisione­
ros y desaparición definitiva de más de 
15.000 personas. Por algunos de estos de­
litos fueron juzgados y condenados a lar­
gas penas de prisión, bajo el gobierno del 
Dr. Alfonsín, nueve Comandantes en Jefe 
de las Fuerzas Armadas. Sin embargo, los 
Comandantes fueron luego indultados por 
el actual Presidente de la Nación, Dr. Car­
los S. Menem, el 29 de diciembre de 1990.

Alfredo Astiz constituye algo así como 
el prototipo del accionar ilícito de los gru­
pos especiales. No porque haya sido el 
peor criminal, ni el que tenga mayor res­
ponsabilidad, aunque sí la tiene, sino por 
dos factores: a) por haber sido individua-

1) Ley No. 23.521 sancionada en 1987. Exime de responsabilidad a militares y policías por los delitos 
cometidos en el cumplimiento o en ocasión del cumplimiento de órdenes superiores.



lizado como responsable del secuestro, 
torturas y posterior desaparición definiti­
va de las dos religiosas francesas y por 
haber sido también individualizado como 
el responsable directo de la detención ile­
gal, torturas y ejecución de la ciudadana 
sueca de 17 años de edad, Dagmar Hage- 
lin; b) por haber sido prisionero de guerra 
de los británicos en la guerra de las Islas 
Malvinas (Falkland), cuando se rindiera 
estando en el Comando de tropas argen­
tinas en la isla Georgia del Sur, el 25 de 
abril de 1982 (Ver revista CIJ No. 28, ju­
nio 82, pág.3). Cuando fotos suyas fir­
mando la rendición fueron publicadas por 
la prensa internacional, algunas de sus 
víctimas que habían estado secuestradas 
en la Escuela Superior de Mecánica de la 
Armada, un centro de torturas en Buenos 
Aires, lo reconocieron. En ese entonces,

Francia y Suecia solicitaron a los británi­
cos que se les permitiera interrogarlo, pero 
Astiz se negó a ello, por ser prisionero de 
guerra y estar amparado por los Convenios 
de Ginebra de 1949.

Aun cuando Francia no ha celebrado 
tratados de extradición con Argentina, 
nada impediría que pidiera su entrega 
para hacer frente a la condena impuesta. 
De todas formas, la Justicia francesa 
emitió ya una orden internacional de cap­
tura.

Pero aun cuando la condena que ahora 
se dictó en Francia no tenga resultados 
prácticos, significa de todas formas un 
apoyo moral y ético a la lucha contra la 
impunidad de los violadores de derechos 
humanos. Astiz sólo podrá estar seguro 
en territorio argentino.

Chile 
Informe oficial sobre violaciones a  derechos 

humanos durante el régimen militar

Poco después de asumir la Presidencia 
de la República, el mandatario electo 
Sr. Patricio Aylwin creó, por Decreto del 
25/4/90, la COMISION NACIONAL DE 
VERDAD Y RECONCILIACION, con el 
trascendente cometido de informar sobre 
las más graves violaciones a los derechos 
humanos cometidas durante el régimen 
militar, o sea entre el 11/9/73 y el 11/3/90. 
Por graves violaciones se entenderían sólo 
aquellas que aparejaron la muerte de per­
sonas, comprendiendo desapariciones 
forzadas, los ejecutados, los asesinados y 
los que murieron bajo la tortura, siempre

que apareciera comprometida la respon­
sabilidad del Estado, de sus agentes o de 
personas que hubieran obrado con su 
consentimiento. Quiere decir que el in­
forme abarcaría tan sólo una parte de la 
tragedia vivida por el pueblo chileno du­
rante la dictadura militar, quedando fuera 
de él los miles de casos de arrestos ilega­
les, el exilio forzado y en general la viola­
ción de derechos políticos, sindicales, cul­
turales y sociales. Pero por mandato del 
Presidente de la República comprendería 
también los atentados contra la vida con 
resultado de muerte, cometidos por par­



ticulares que se oponían al régimen mili­
tar, siempre que hubieran actuado con fi­
nalidad política.

Esto último fue una innovación impor­
tante, pues es quizás la primera vez que - 
en un gobierno democrático - se califican 
como “violaciones de derechos humanos", 
las acciones cometidas por particulares 
que no detentan el poder del Estado, ni 
actúan con su consentimiento o aquies­
cencia. El mismo tipo de conductas ha 
sido calificado tradicionalmente por las 
organizaciones intergubernamentales 
(OEA y Naciones Unidas) como “violación 
de derechos humanos" cuando es cometi­
da por agentes gubernamentales o por 
personas que actúan a su amparo, y como 
“crimen o delito" cuando es cometido por 
quienes se oponen o luchan contra el go­
bierno.

Sin perjuicio de que el tema debe ser 
objeto de una reflexión profunda, diremos 
que la Comisión de Verdad y Reconcilia­
ción, siguiendo fielmente el mandato atri­
buido, pero sin pretender sentar una po­
sición teórica, adoptó por razones prácti­
cas el criterio amplio considerando a to­
das estas situaciones como “violación de 
derechos humanos" basada - según sus 
palabras - en el "criterio que la concien­
cia de la opinión pública ha ido imponien­
do” (la. Parte, Cap. I, N9. 4).

La Comisión estuvo integrada por per­
sonalidades de prestigio en la sociedad 
chilena y poseyendo diversas convicciones 
políticas e ideológicas, e incluyendo a ci­
viles que habían apoyado al régimen mili­
tar. Su trabajo fue secundado por 60 fun­
cionarios de diversas profesiones. El 8 de 
febrero entregó su informe al Presidente 
Aylwin y éste lo dio a conocer al país en 
su trascendente discurso del 4 de marzo 
de 1991.

El objetivo central de la Comisión fue 
el de entregar una verdad global al país - 
aunque no oficial - sin perjuicio de la pos­

terior acción de la justicia con respecto a 
delitos concretos y sin pretender susti­
tuirse a ella.

Recogió enorme cantidad de datos, in­
terrogó testigos, familiares y sobrevivien­
tes e integrantes aislados de las fuerzas 
armadas que accedieron a declarar. Ana­
lizó documentos, protocolos de autopsias, 
fichas de los hospitales, antecedentes ju­
diciales. Las Fuerzas Armadas y de Segu­
ridad no prestaron colaboración y ello fue 
notorio en los casos del Ejército y el cuer­
po de Carabineros, que a los pedidos de 
información contestaron que la documen­
tación de aquella época había sido "inci­
nerada". (Recordemos que el Gral. Pino- 
chet sigue siendo el Comandante en Jefe 
del Ejército). Tampoco el Ejército facilitó 
la información de la Central Nacional de 
Informaciones (CNI), un organismo de po­
licía política que respondía directamente 
ante Pinochet (entonces Jefe de Estado),y 
que durante años fue la principal sindica­
da como violadora de derechos y sucesora 
de la DINA.

Contenido del informe

Luego de definir el marco histórico, 
político y jurídico institucional en que los 
hechos sucedieron, relata uno por uno 
aquellos casos en que la Comisión por 
unanimidad, concluyó que había habido 
violación de derechos humanos con re­
sultado de muerte o desaparición definiti­
va. En estos últimos, llegó a la conclusión 
que los desaparecidos estaban muertos y 
sus cuerpos se habían ocultado en forma 
clandestina.

Arribó entonces a la convicción moral 
plena de que 2115 personas fueron asesi­
nadas por agentes gubernamentales; en 
642 otros casos no alcanzó a formarse esa 
convicción plena, estimando que debería 
proseguirse la investigación; concluyó



también que 164 personas fueron muer­
tas por grupos armados de oposición (en­
tre las 164 hubo 132 miembros de las 
Fuerzas Armadas y de Seguridad). Mu­
chos otros casos de los que la Comisión 
recibió información, fueron descartados 
por entender que esas muertes no eran 
ocasionadas por una violación de derechos 
humanos (por ej. muertes en enfrenta­
mientos reales).

Los muertos por obra de agentes gu­
bernamentales se clasifican, a los efectos 
del informe, en: 59 fusilados luego de 
Consejos de Guerra irregulares o ilegíti­
mos; 101 muertos en pretendidos intentos 
de fuga; 815 asesinados; 957 desapareci­
dos definitivamente, luego de haber sido 
arrestados; 90 muertos en atentados di­
versos cometidos al amparo del aparato 
oficial; 93 muertos por uso indebido de la 
fuerza, como consecuencia de la represión 
de protestas y manifestaciones populares.

El informe se detiene en describir los 
poderes omnipotentes de que disfrutaba 
la dictadura, su capacidad para decidir 
sin cortapisas sobre la vida y la muerte; 
la actuación de la DINA primero y de su 
sucesora la CNI después, así como de los 
diversos servicios de inteligencia de cada 
una de las tres armas y de carabineros.

Describe la “desaparición forzada" 
como detenciones seguidas de oculta- 
miento de la víctima y negativas oficiales 
sobre el hecho de la detención. En este 
aspecto sostiene que hubo una voluntad 
concreta de exterminio de los opositores.

Relata cuidadosamente los métodos de 
torturas utilizados para interrogar, méto­
dos que se aplicaban sistemáticamente y 
como práctica cotidiana, la presencia de 
médicos en las sesiones de torturas o al

lado de ellas, los tratos crueles, inhumanos 
o degradantes aplicados a los presos y 
detenidos políticos. Los falsos enfrenta­
mientos que pretendían encubrir verda­
deros asesinatos, los métodos de ejecución 
de prisioneros; señala los lugares que sir­
vieron como centros de interrogatorio, de 
torturas y de muerte, así como las prisio­
nes clandestinas.

Se invidualizan una a una las víctimas 
y se detalla hasta donde fue posible sa­
berlo, las circunstancias y momentos de 
su martirio. Pero NO se hacen públicos los 
nombres de los responsables de tan tre­
mendos delitos, aun cuando la Comisión 
los comunicó a la Justicia. Sí el lugar de 
los hechos, las fechas y de qué rama de la 
policía o de las fuerzas armadas dependían 
esos lugares y los funcionarios involucra­
dos.

Este aspecto del informe fue criticado 
en Chile por familiares de las víctimas y 
algunas de las organizaciones de derechos 
humanos. Cuando en un reportaje de 
prensa le fue preguntado a uno de los 
miembros más activos de la Comisión, el 
por qué de esta omisión, respondió que 
“para respetar el Estado de Derecho, una 
Comisión del Poder Ejecutivo no puede 
arrogarse el papel de señalar quién es un 
homicida, porque esa persona no ha teni­
do un debido proceso judicial”.1

Para el Presidente Aylwin en su citado 
discurso del 4/3/91, la tarea de “determi­
nar responsabilidades, es tarea que dentro 
de un Estado de Derecho corresponde a 
los Tribunales de Justicia...” "La Comisión 
no pudo entrar en este aspecto, porque el 
propio decreto que la creó le negó esa 
facultad en virtud de claros preceptos 
constitucionales".

1) Entrevista al Abogado José Zalaquett, publicada en "Brecha", Montevideo 5/4/91. El Sr. Zalaquett es 
miembro de la Comisión Internacional de Juristas.



El Poder Judicial durante 
el régimen militar

En el Cap. IV se analiza su actuación. 
El informe concluye con una opinión muy 
crítica sobre como funcionó el Poder Ju­
dicial con respecto a la protección de los 
derechos humanos. Señala que frente a 
violaciones graves y reiteradas “el Poder 
Judicial no reaccionó con la suficiente 
energía", lo que ocasionó “un agrava­
miento del proceso de violaciones siste­
máticas a los derechos humanos, tanto en 
lo inmediato, al no brindar la protección 
de las personas detenidas en los casos 
denunciados, como porque otorgó a los 
agentes represivos una creciente certeza 
de impunidad por sus acciones delictua- 
les”.

El Presidente Alwin hizo suya esta 
opinión, al manifestar que envió a la Corte 
Suprema el texto del informe, solicitándole 
"que, en ejercicio de sus atribuciones, 
instruya a los tribunales correspondientes 
para que activen con la mayor diligencia 
los procesos actualmente pendientes so­
bre violaciones de derechos humanos y 
los que deban instruirse con motivo de 
los antecedentes que la Comisión de Ver­
dad y Reconciliación les remitió". Agre­
gaba el Presidente que la "Amnistía vi­
gente que el gobierno respeta, no puede 
ser obstáculo para que se realice la inves­
tigación judicial y se determinen las res­
ponsabilidades, especialmente en los ca­
sos de personas desaparecidas".

El informe y las expresiones del Presi­
dente provocaron malestar en varios de 
los Jueces de la Corte Suprema, que se 
negaron a aceptar las afirmaciones de que 
habrían abandonado sus cometidos du­
rante la dictadura, al mismo tiempo que 
consideraron - de acuerdo a versiones de 
la prensa chilena - que las palabras del 
Presidente constituían una indebida in­
tromisión del Poder Ejecutivo en asuntos

jurisdiccionales.
Resulta sorprendente que una Corte 

Suprema que todo a lo largo del régimen 
militar - es la opinión de la CIJ - dejó ha­
cer y no protegió los derechos que se vio­
laban grave y cotidianamente, se levante 
ahora contra las palabras del Presidente 
considerando su dignidad ofendida. Baste 
recordar dos hechos: sobre 8700 recursos 
de amparo y habeas corpus interpuestos 
en aquella época por el Comité Pro Paz y 
luego por la Vicaría de la Solidaridad, no 
más de 10 fueron acogidos por la Justicia. 
En los restantes casos - y eran vidas las 
que estaban en juego - o los rechazó de 
entrada, o los tramitó sólo formalmente 
para detenerse y archivarlos ante la mo- 
nocorde respuesta de las autoridades mi­
litares de que no tenían noticia de la de­
tención de esa persona, o que la CNI no 
podía proporcionar ninguna información 
por “razones de seguridad”. El segundo 
hecho a recordar es cuando la Corte Su­
prema aceptó como legal y constitucional­
mente regular, la autoamnistía hecha 
aprobar por Pinochet en 1978, y luego fue 
más lejos al afirmar que tal amnistía im­
plicaba no sólo el no castigar, sino también 
el no investigar lo sucedido. Por otra parte 
es evidente que la Corte Suprema no hizo 
uso de las facultades de ejercer “su su­
perintendencia sobre todos los tribuna­
les” (incluidos los militares), que le acuer­
da la Constitución de Chile.

Describe igualmente el informe, la ac­
tuación de los Consejos de Guerra y las 
ejecuciones de prisioneros, a veces como 
resultado de condenas a muerte pronun­
ciadas por dichos Consejos y otras, fuera 
de la actuación de éstos.

Como la Comisión de Verdad y Recon­
ciliación envió todos los antecedentes al 
Poder Judicial, en el transcurso de los 
meses próximos se podrá apreciar la acti­
tud que adoptará la Corte Suprema, qué 
utilización hará de tales antecedentes y



hasta qué punto se avanzará en la deter­
minación de la verdad y el enjuiciamiento 
de los responsables. A estos efectos se 
presentan dos situaciones diferentes:

I a Con respecto a la autoamnistía de 1978, 
deberá pronunciarse, ahora en un ré­
gimen democrático, sobre su nulidad o 
validez y en cualquier caso sobre lo 
que ella implica y comprende (el casti­
go de los culpables, la investigación 
de los hechos, o ambas cosas).

2a Respecto a los hechos delictivos pos­
teriores a 1978, en los que no se plantea 
el problema de la autoamnistía, el 
Presidente Aylwin ha hablado de la 
intervención de quienes deberán 
plantear las acusaciones en nombre de 
la sociedad, y de la imprescindible co­
operación que deberán prestar las au­
toridades a las investigaciones que 
cumplirán los Tribunales de Justicia, 
ya sea en los juicios pendientes, o en 
aquellos que deban iniciarse con base 
a los elementos reunidos por la Comi­
sión.

Otros aspectos del informe

Se analiza en él la actitud asumida en 
su momento frente al régimen militar por 
los diferentes sectores sociales, a los 
efectos de presentar mejor el contexto en 
que sucedieron los hechos. También, los 
efectos de las violaciones sobre las fami­
lias de las víctimas y sobre la sociedad en 
general; la angustia permanente en que 
se hizo vivir a familiares y allegados, la 
incertidumbre sobre el destino que habían 
corrido, la negativa de las autoridades de 
proporcionarles cualquier información, el 
duelo que no pudieron cumplir, y aún el 
destrato y denigración que debieron pa­
decer de parte de las autoridades durante 
muy largos años.

Propuestas

Concluye la Comisión formulando pro­
puestas de reparación a cargo del Estado 
(Cuarta Parte, Cap. I). Como política ge­
neral, entre varias otras cosas recomien­
da que:

-  debe reconocerse públicamente la res­
ponsabilidad del Estado ante los caí­
dos en tales circunstancias;

-  debe repararse públicamente la digni­
dad de las víctimas y su buen nombre, 
que fuera manchado por la acusación 
de delitos que nunca fueron probados 
o de los que no tuvieron posibilidad de 
defenderse.

Con respecto a los "desaparecidos”:

-  debe considerárseles presuntivamente 
muertos, sin exigirse más prueba que 
la de que sus nombres figuren en el 
informe. Cuando no figuren, se dará a 
sus familiares la oportunidad de pro­
barlo. Y ello con las consecuencias ju­
rídicas que una declaración de muerte 
presuntiva comporta, con respecto a 
problemas sucesorios, civiles, sobre el 
matrimonio, etc.;

-  el Estado debe acordar a los familiares 
una pensión vitalicia única en concep­
to de reparación material.

Para prevenir futuras violaciones a los 
derechos humanos recomienda ratificar o 
adherir a tratados, pactos y convenciones 
sobre derechos humanos; adecuar la le­
gislación interna a las normas que emer­
gen de tratados, pactos y convenciones 
sobre este tema; establecer mecanismos 
adecuados y eficaces de defensa de los 
derechos humanos; asegurar la indepen­
dencia del Poder Judicial; incorporar la 
enseñanza de los derechos humanos en 
los programas curriculares de formación



de las fuerzas armadas y de seguridad.
Ya al finalizar, la Comisión Nacional 

de Verdad y Reconciliación afirma que 
“desde el punto de vista estrictamente 
preventivo, la Comisión estima que un 
elemento indispensable para obtener la 
reconciliación nacional y evitar asi la re­
petición de los hechos acaecidos, sería el 
ejercicio completo, por parte del Estado, 
de sus facultades punitivas”. Esta última 
expresión la consideramos un pronuncia­
miento contra la impunidad con respecto 
a los delitos más graves, y particularmente 
en relación al esclarecimiento de la verdad.

Conclusiones

El Presidente Aylwin en su ya citado 
discurso al país del 4 de marzo de 1991 
pidió perdón a las víctimas por la culpa 
que tuvo el Estado al cometer sus agentes 
tantos delitos. E hizo un llamado a la po­
blación para que asumiera la verdad que 
surge del informe, que aun cuando no es 
oficial, pues no podría imponerse una 
“verdad oficial”, es la que resulta de un 
análisis profundo de los hechos, "para que 
nunca más en Chile vuelva a pasar algo 
semejante".

En definitiva, en un informe impac­
tante, la Comisión Nacional de Verdad y 
Reconciliación ha dado un panorama 
completo de la tortura, los asesinatos, 
ejecuciones y desapariciones, llevados a 
cabo de manera planificada, sistemática 
y persistente por altos dignatarios del Es­
tado y cuyos ejecutores materiales fueron 
también funcionarios del Estado, que

desempeñaban funciones militares y de 
policía. La Comisión concluye que la dic­
tadura impuso una real política de exter­
minio de los opositores.

Es un documento revelador de que 
cuando un régimen político pierde los 
puntos de referencia que regulan la vida 
de una nación civilizada y sus conducto­
res se hallan obsesionados por enemigos 
nacionales e internacionales que ven por 
todas partes, todo aquel que defienda la 
justicia y los derechos humanos, puede 
rápidamente llegar a ser considerado 
enemigo del régimen, y por tanto ser eli­
minado.

Cuando se empieza a transitar por el 
camino de una represión excesiva e ilegí­
tima, se llega fácilmente, como en el caso 
chileno, a traspasar las fronteras no sólo 
de lo jurídico, sino también las de la mo­
ral y de humanidad.

El informe logra hacer perceptible el 
terror impuesto sobre la población, terror 
que sin embargo no impidió que los chi­
lenos fueran abriendo brechas democráti­
cas en los muros levantados por la dicta­
dura y que en la primera oportunidad de­
rrotaran en la vía electoral al régimen y a 
sus personeros.

Ciertamente, es forzoso reconocer que 
el actual régimen de transición tiene cla­
ras limitaciones y dos de las más preo­
cupantes son: la impunidad de que bene­
ficiaron y probablemente sigan benefi­
ciando las fuerzas armadas, y el que ha­
yan logrado imponer la presencia de 
Augusto Pinochet como Comandante en 
Jefe del Ejército. Desde allí podría seguir 
amenazando a la democracia.



Filipinas

En septiembre de 1990 la Comisión In­
ternacional de Juristas (CIJ) envió una 
misión a Filipinas para evaluar los pro­
gresos realizados en el país en materia de 
derechos humanos, durante los cinco años 
transcurridos desde que la Presidenta 
Aquino asumió el poder. Como resultado 
de la misión, la CIJ publica su tercer in­
forme sobre la situación en Filipinas. 1

En 1977, la primera misión documentó 
graves violaciones de los derechos huma­
nos bajo la ley marcial proclamada por el 
Presidente Marcos. En 1984 una segunda 
misión evaluó la situación desde que fue 
levantada la ley marcial. En febrero de 
1986, el Presidente Marcos fue obligado a 
dejar el poder y salir del país como conse­
cuencia de una revolución no violenta - la 
Revolución del Poder del Pueblo - que 
prometió el restablecimiento de los dere­
chos humanos.

La misión de 1990 llegó a la conclusión 
de que la Presidenta Aquino y su admi­
nistración habían restablecido una demo­
cracia institucional y derogado la mayoría 
de los decretos y leyes represivos promul­
gados durante el gobierno de Marcos. Sin 
embargo, esta delegación de 4 miembros 
constató que se habían seguido come­
tiendo en Filipinas graves violaciones a 
los derechos humanos, como torturas, 
asesinatos, ejecuciones sumarias, desa­
pariciones, y desplazamiento forzado de 
población. En gran medida, el gobierno 
no ha cumplido su objetivo declarado de 
terminar los abusos contra los derechos 
humanos.

Condiciones económicas y sociales

La persistente desigualdad y la pobre­
za son las causas principales de las ten­
siones sociales y políticas en el país. Fili­
pinas no tiene los medios para educar y 
proporcionar vivienda a su población de 
manera apropiada. Una de las causas es 
la elevada deuda extema del país. La de­
legación de la CIJ recomendó que, visto 
el enorme peso de la deuda, el gobierno 
debe esforzarse por lograr el máximo 
consenso a nivel nacional y buscar asis­
tencia y cooperación internacional para 
enfrentar el problema.

Empleo y mano de obra

Los dirigentes sindicales y los trabaja­
dores son blanco de los militares, grupos 
paramilitares y "vigilantes” y figuran en­
tre las principales víctimas de secuestros 
y desapariciones. La delegación recomen­
dó que el gobierno enmiende las disposi­
ciones del Código del Trabajo que sean 
incompatibles con las normas estableci­
das por la OIT y que tome medidas para 
prevenir las violaciones de derechos hu­
manos contra los sindicalistas.

Agricultura, pesca y reforma agraria

El derecho a la tierra y la reforma 
agraria fue una de las principales prome­
sas de la administración Aquino. El go­
bierno ha establecido el Programa Com­
prensivo de Reforma Agraria (CARP), que

1) Pueden obtenerse copias de este Informe en el Secretariado de la CIJ en Ginebra.



representa un progreso en comparación 
con programas anteriores de reforma 
agraria.

Sin embargo, esta reforma agraria pro­
gresa demasiado lento; sus procedimien­
tos son complejos y una verdadera reforma 
es fácilmente saboteada. El programa ha 
sufrido también frecuentes cambios en su 
dirección. Además, la fuerte resistencia al 
programa por poderosos terratenientes ha 
obstaculizado su avance. Ni el Ejecutivo 
ni el Congreso han buscado una solución 
a estos problemas.

La misión recomienda una investiga­
ción de los éxitos y fracasos del CARP a 
cargo de una persona distinguida, como 
un Juez de la Corte Suprema.

Minorías culturales

La creación de regiones autónomas en 
el Mindanao musulmán y en las Cordille­
ras, es una medida positiva que muestra 
la preocupación y voluntad del gobierno 
actual en cuanto al problema de las mino­
rías. Sin embargo las violaciones de dere­
chos humanos continúan en las regiones 
donde se encuentran los pueblos indíge­
nas. Estos últimos han sido particular­
mente afectados por las evacuaciones 
forzadas y la tala y minería indiscrimina­
da en sus regiones. La delegación de la 
CIJ recomendó que el gobierno desarrolle 
una vasta política para que los derechos 
de los indígenas filipinos a la tierra y a los 
recursos naturales sean respetados y que 
revea su actual política de desarrollo en 
las zonas tribales.

Mujeres

El Plan Filipino de Desarrollo para las 
Mujeres 1989-1992, formulado por varios 
órganos gubernamentales y organizacio­
nes no gubernamentales, fue aprobado y

adoptado por la Presidenta. Proporciona 
amplia información acerca de la condición 
de la mujer y trata de la violencia contra 
la mujer y otros problemas relacionados. 
La delegación de la CIJ saludó con satis­
facción la aprobación del plan e insistió 
para que fuera puesto en práctica rápida­
mente, con participación de las organiza­
ciones de mujeres.

Pobres en las ciudades

En Filipinas, los pobres en las ciudades 
que viven generalmente en chozas preca­
rias representan aproximadamente 4 mi­
llones de familias en todo el país. Se ha­
llan sujetos a numerosas violaciones de 
sus derechos. Además, prosiguen los de­
rribos y desarticulación de los asenta­
mientos ilegales.

La política del gobierno de Marcos 
consistía en derribar y desplazar a los 
asentamientos ilegales, en vez de enfren­
tar los verdaderos problemas de esas po­
blaciones. Como consecuencia, los pobres 
de las ciudades fueron oponentes encar­
nizados de Marcos y partidarios de la 
Señora Aquino.

Inicialmente, la Presidenta Aquino creó 
la Comisión Presidencial para los Pobres 
de la Ciudad, encargada de coordinar las 
diversas actividades y servicios prestados 
a los pobres por organizaciones guberna­
mentales y no gubernam entales. La 
Constitución de 1987 contiene disposicio­
nes para la protección de los derechos de 
los pobres de las ciudades.

A pesar de estos compromisos categó­
ricos para proteger los derechos de los 
pobres, no ha habido grandes cambios en 
sus condiciones de vida. La delegación 
de la CIJ tuvo oportunidad de escuchar a 
los representantes de una comunidad que 
fue destruida los días 14 y 15 de septiem­
bre de 1990 en Quezon City. La destruc­
ción se llevó a cabo sin orden judicial, sin



aviso alguno a los habitantes y sin un 
plan de reinstalación de los mismos.

La delegación de la CU recomienda que 
la práctica de destruir viviendas y eva­
cuar a las comunidades urbanas sea inte­
rrumpida, que las víctimas reciban com­
pensaciones y que se les proporcionen lu­
gares alternativos apropiados. De igual 
manera el gobierno debe derogar el De­
creto 722 que hace de la ocupación ilegal 
un delito criminal y promulgar una nueva 
ley que tome en cuenta los verdaderos 
problemas de las comunidades urbanas 
pobres.

Niños

Durante los 14 años de ley marcial bajo 
el gobierno de Marcos, aproximadamente 
4,5 millones de niños fueron afectados di­
recta o indirectamente por los conflictos 
armados internos. La militarización cre­
ciente en los 5 años del gobierno Aquino, 
ha producido ya un total adicional de 
2 millones de niños víctimas del conflicto. 
Entre las violaciones del derecho interna­
cional y del derecho humanitario por los 
grupos militares y paramilitares contra los 
niños, figuran las matanzas, las heridas 
graves, las detenciones y la tortura, el 
abuso sexual, los disparos indiscrimina­
dos con armas de fuego y los desplaza­
mientos forzados.

Filipinas ha ratificado la Convención 
de las Naciones Unidas sobre los Derechos 
del Niño. Todos los abusos de que son 
víctimas los niños, contravienen a la Con­
vención, así como al Artículo 24 del Cuar­
to Convenio de Ginebra y al Artículo 77 
del Primer Protocolo Adicional a los Con­
venios de Ginebra.

La misión recomendó que las alegacio­
nes sobre abusos contra los niños, sean 
investigadas por los órganos guberna­
mentales, no gubernamentales e interna­
cionales.

Insurgencia y contrainsurgencia

La administración de Marcos tuvo que 
enfrentar dos importantes insurrecciones: 
una emprendida por el New People's Army 
(Nuevo Ejército del Pueblo, NPA), fracción 
armada del Partido Comunista de Filipinas 
(CPP); y otra en Mindanao, conducida por 
el Frente Nacional de Liberación Moro 
(MNLF). Actualmente, la amenaza del 
MNLF parece estar inactiva y la insur- 
gencia CPP-NPA domina la vida política 
del país.

La naturaleza de la lucha entre el NPA 
y las Fuerzas Armadas de Filipinas (AFP) 
es la de un conflicto armado al cual se 
aplican los Convenios de Ginebra. Aunque 
está prohibido por el Artículo 3 común a 
los Convenios de Ginebra, el NPA ha so­
metido a los civiles y personas “que no 
participen directamente en las hostilida­
des” a violencias “contra la vida y la inte­
gridad". El NPA ha tomado también a 
civiles como rehenes, pronunciado sen­
tencias contra civiles y los ha ejecutado 
sin un proceso judicial imparcial. Más aún, 
el NPA ha puesto en peligro a menudo a 
los civiles, violando por consiguiente el 
Artículo 13 del Protocolo n, que dispone 
que la población civil debe ser protegida 
contra los ataques.

A veces, el NPA lleva a cabo procesos 
ante "tribunales del pueblo” contra per­
sonas acusadas de espías, informadores 
y otras a las que acusa de haber explota­
do a sus comunidades. Estos “tribunales” 
han sido criticados por la ausencia de 
“garantías judiciales reconocidas como 
indispensables" por la comunidad de na­
ciones, en la forma del Artículo 3, común 
a los Convenios.

La militarización de la sociedad filipina

El Presidente Marcos utilizó a las fuer­
zas armadas como su ejército privado y



como una herramienta de opresión. Como 
consecuencia, el ejército se convirtió pau­
latinamente en una institución politizada. 
La Revolución del Poder del Pueblo hizo 
nacer la esperanza de que los militares 
volvieran a sus cometidos de la época an­
terior a la ley marcial y que acabara así la 
militarización.

Los acontecimientos de los últimos 
cuatro años muestran que prosiguen las 
violaciones de derechos humanos por 
parte de militares y paramilitares. Ade­
más, diversas tentativas de golpe de 
Estado realizadas por algunos sectores de 
las fuerzas armadas han amenazado la 
estructura democrática reinstalada des­
pués de la Revolución de febrero de 1986.

El Ejército filipino ha dispuesto siem­
pre de fuerzas paramilitares. El Presidente 
Marcos creó la "Civilian Home Defence 
Forcé” (CHDF), que se hizo famosa por 
sus abusos. Los oponentes del Presidente 
Marcos, inclusive la Sra. Aquino, pidieron 
la disolución de la CHDF.

Por consiguiente, los redactores de la 
Constitución de 1987 incluyeron una dis­
posición que prohibe específicamente el 
uso de ejércitos privados y fuerzas para- 
militares. El 15 de julio de 1987, la Presi­
denta Aquino expidió la Orden Ejecutiva 
N2 275 declarando que “todas las unidades 
paramilitares, inclusive la CHDF, serán 
disueltas dentro del plazo de ciento 
ochenta días a contar de la fecha de en­
trada en vigor de esta Orden Ejecutiva”. 
Sin embargo la CHDF no fue disuelta in­
mediatamente.

El 25 de julio de 1987, sólo diez días 
después de expedida la Orden Ejecutiva 
N9 275, la Presidenta Aquino expidió otra 
orden ejecutiva creando la “Citizen Armed 
Forcé”. Para poner en práctica esta última 
orden, fue sancionada una orden separada 
en junio de 1988. Según ésta, la “Citizens1 
Armed Forcé GeographicalUnit” (CAFGU) 
es una unidad de reserva organizada

dentro de una localidad y compuesta de 
oficiales y soldados de las fuerzas activas 
y de reservistas calificados residentes en 
la localidad. Los miembros de la CAFGU 
mantenidos en inactividad son llamados 
la categoría CAFGU inactiva. Los Auxilia­
res Activos de la CAFGU (CAA) son 
aquellos que son llamados para ayudar a 
las fuerzas regulares del ejército filipino. 
A diferencia de los miembros de la CAFGU 
inactiva, quienes reciben pequeñas asig­
naciones alimentarias de la AFP, los 
miembros Auxiliares Activos de la CAF­
GU Especial (SCAAs) son pagados por 
personas privadas.

Los grupos armados privados, conoci­
dos generalmente como “Vigilantes”, han 
estado asociados activamente con los 
militares en operaciones de contrainsur- 
genda.

En abril de 1988, el Comité del Senado 
para la Justicia y Derechos Humanos, llevó 
a cabo una investigación de los grupos de 
vigilantes, documentó sus abusos y pidió 
la disolución de todos los grupos de vigi­
lantes. En respuesta a los hechos docu­
mentados por el Comité del Senado y a 
las protestas internacionales sobre los 
abusos de los vigilantes, la Presidenta 
Aquino anunció que había dado instruc­
ciones al Jefe de Personal del Ejército para 
comenzar la disolución de todos los grupos 
de vigilantes. La delegación de la CIJ 
comprobó que los grupos todavían existen 
y siguen actuando con el conocimiento y 
participación activa de las unidades mili­
tares locales. Sin duda alguna, los grupos 
de vigilantes han sido responsables de 
violaciones generalizadas de los derechos 
humanos.

La delegación de la CU recomienda que 
el Gobierno implemente la recomendación 
de la Comisión del Senado para la Justicia 
y Derechos Humanos, de que los SCAAs 
y los grupos de vigilantes sean desarma­
dos y disueltos.



Violaciones de los Derechos Humanos 
y del Derecho Humanitario

La Constitución de 1987 establece que 
Filipinas “adopta los principios del dere­
cho internacional generalmente acepta­
dos, como parte de las leyes del país".

Aunque Filipinas ha ratificado los cua­
tro Convenios de Ginebra de 1949 y el 
Protocolo Adicional n  de 1977, el Gobier­
no de Filipinas no se ha mostrado dis­
puesto a reconocer la aplicación del Artí­
culo 3, común a los cuatro Convenios de 
Ginebra, ni a aplicar el Protocolo Adicio­
nal II a los conflictos armados sin carácter 
internacional, que se producen en su te­
rritorio.

La delegación de la CU recomienda que 
el Artículo 3 común a los cuatro Convenios 
de Ginebra y el Protocolo Adicional U sean 
declarados aplicables al actual conflicto 
armado en Filipinas.

Torturas

Las entrevistas realizadas por la dele­
gación de la CIJ revelaron un cuadro con­
secuente de torturas y de malos tratos 
por parte de militares y particularmente 
miembros de los servicios de inteligencia. 
Los ejemplos indican que cuanto más baja 
es la posición social de los acusados, tan­
to mayores son las posibilidades y la se­
veridad de los malos tratos. Se comprobó 
que el personal militar desea obtener de­
claraciones sin importarle la violencia que 
tenga que utilizar para ello.

La delegación de la CIJ recomendó que 
el gobierno cumpla con las obligaciones 
contraídas en virtud de la Convención 
contra la Tortura y Otros Tratos o Penas 
Crueles, Inhumanos o Degradantes y que 
deberá cerciorarse de que todos aquellos 
responsables de actos de tortura o malos 
tratamientos, sean llevados pronta y efi­
cazmente ante los tribunales de justicia.

Desapariciones, secuestros y asesinatos

Ha habido un importante número de 
raptos y secuestros durante la adminis­
tración Aquino. Muchas de las victimas 
han desaparecido definitivamente y se 
puede suponer que han muerto. El inten­
to de buscar informaciones sobre esas 
personas ha resultado inútil. La policía se 
niega regularmente a llevar a cabo una 
investigación sobre las desapariciones y 
la Comisión de Derechos Humanos raras 
veces lo hace.

Ejecuciones sumarias y arbitrarias

A pesar de las obligaciones de Filipinas 
en virtud de los tratados de derechos hu­
manos, las entrevistas realizadas por la 
delegación de la CIJ reflejan una práctica 
generalizada de ejecuciones sumarias y 
arbitrarias.

Evacuaciones y desplazamientos 
forzados de población civil

Los desplazamientos forzados conti­
núan bajo la administración actual, en 
forma similar a lo que sucedía bajo Mar­
cos. Parecería que la evacuación de po­
blaciones civiles es una estrategia militar 
destinada a quitar a los insurrectos una 
base de apoyo. El Departamento de Bien­
estar Social y Desarrollo ha reconocido que 
las ofensivas militares son la causa prin­
cipal de las evacuaciones. Las instalacio­
nes para evacuados están superpobladas 
y no hay en ellas alimentación apropiada, 
instalaciones sanitarias ni atención médi­
ca. Un informe relativo a los campos de 
evacuación, atribuye la muerte de más de 
300 niños al sarampión, la diarrea, las 
malas condiciones sanitarias y falta de 
atención médica. Según se informa, los 
militares han torturado a algunos evacua­
dos para obligarles a identificar entre ellos



a los que se sospecha de pertenecer a la 
NPA. Se dice también que se denegó el 
acceso a colaboradores de las iglesias y a 
representantes de organizaciones no gu­
bernamentales, los que fueron hostigados 
por los militares bajo el pretexto de que 
cualquier ayuda prestada a los evacuados 
constituye un apoyo para el NPA.

Las evacuaciones forzadas y los des­
plazamientos de población son considera­
dos como una estrategia contraproducen­
te, ya que el gobierno está gastando mi­
llones de pesos para remediar los daños 
causados por sus propios militares. Aún 
más importante, las evacuaciones forzadas 
y los desplazamientos violan derechos 
humanos básicos de las personas despla­
zadas. Utilizadas como estrategia delibe­
rada de guerra, las evacuaciones forzadas 
y los desplazamientos constituyen tam­
bién una violación de las leyes de la gue­
rra.

Derecho penal y procedimiento, 
incluyendo el derecho 
a un proceso justo 
Peticiones de hábeas corpus

Mientras una persona es detenida ile- 
galmente, la policía o los militares pueden 
coaccionarla para obtener confesiones y 
reunir informaciones que justifican retro­
activamente la detención. Si un detenido 
contrata un abogado para presentar una 
petición de hábeas corpus, el fiscal nor­
malmente responde presentando cargos 
criminales contra el detenido. Tras la pre­
sentación de acusación criminal, los tri­
bunales niegan la petición de hábeas cor- 
pus, incluso si el acusado ha estado dete­
nido durante un largo período.^

De este modo la jurisprudencia filipina 
hace generalmente ineficaces las peticio­
nes de hábeas corpus, en lo que se refiere 
a detenciones o arrestos ilegales. En con­
secuencia, no existen sanciones contra 
violaciones de derechos humanos de este 
tipo.

Investigación y procesamiento

Según las Reglas de Procedimiento 
Criminal se supone que el fiscal lleva a 
cabo una investigación antes de emitir 
una orden de detención.3 Como una in­
vestigación previa a la detención es algo 
muy raro, el fiscal generalmente comienza 
la investigación (llamada una pesquisa) 
después de la detención. Existe una es­
trecha coordinación entre los militares y 
los fiscales, relación institucionalizada 
actualmente por la creación de Comités 
de Acción Jurídica Regional (RELAC). 
Cada RELAC se compone de fiscales y 
oficiales militares locales; su finalidad es 
la de incrementar la coordinación entre 
los dos departamentos, en cuanto al 
arresto y procesamiento. De este modo, 
no puede haber expectativas de que los 
fiscales actúen con independencia e im­
parcialidad.

Cuando el fiscal comienza sus pesqui­
sas después del arresto, cuenta principal­
mente con declaraciones de testigos para 
justificar la detención y basar su acusación 
criminal. Este depender de declaraciones 
ha resultado en diversos problemas. Las 
declaraciones pueden ser, y con frecuencia 
son, falsas. Puesto que tales declaraciones 
no tienen que ser presentadas antes de 
emitirse la orden de detención, el perso­
nal encargado de ejecutar la ley tiene la

2) Cruz v. Director de NBI, 136 SCRA 511 (1985)
3) Regla 112, Secciones 3 y 6 de las Reglas de Procedimiento Criminal de 1989.



posibilidad de justificar la detención con 
la presentación de declaraciones, que a 
su vez fortalecen la acusación.

A menudo se descubre que las decla­
raciones carecen de fundamento cuando 
son confrontadas en el proceso. La dele­
gación de la CIJ no halló indicaciones de 
que los autores de declaraciones falsas, 
sean procesados por falso testimonio.

Independencia de la Judicatura 
y de la profesión jurídica

En una de sus primeras acciones, la 
Presidenta Aquino restableció la inde­
pendencia de la judicatura. La Constitu­
ción de 1987 reafirma la separación de 
poderes y contiene algunas salvaguardias 
adicionales para proteger la independen­
cia de la judicatura.

La Constitución de 1987 ha reforzado 
también la independencia de la judicatura 
por medio del establecimiento de un Con­
sejo de la Judicatura y Abogacía para 
recomendar al Presidente los candidatos 
apropiados para ser nombrados en la Corte 
Suprema y otros tribunales. Se considera 
muy importante la creación de este con­
sejo, debido a que bajo el gobierno ante­
rior, sólo el Presidente Marcos y sus cola­
boradores cercanos, nombraban a los jue­
ces. Como consecuencia, se produjeron 
nombramientos inapropiados para la judi­
catura, lo que condujo a seguir erosionan­
do la confianza en el poder judicial.

Demoras, corrupción e ineficacia

Los sueldos de los jueces filipinos no 
son suficientemente atractivos para que 
los abogados se sientan animados a inte­
grar los tribunales. En consecuencia, para 
llenar las vacantes se tropieza con un

problema difícil de resolver. Existen 762 
vacantes en los tribunales, excluyendo a 
la Corte Suprema.

El problema de las demoras en admi­
nistrar Justicia ha sido reconocido y la 
Corte Suprema y el Departamento de Jus­
ticia han tomado medidas, pero a pesar 
de que están siendo adoptadas, las de­
moras continúan. En los casos criminales, 
las personas inocentes pueden estar, y 
han estado, detenidas sin justificación 
durante largos períodos.

Fallos recientes de la Corte Suprema

Algunos de los casos decididos por la 
Corte Suprema en el último año parecen 
haber creado un gran debate público so­
bre su compromiso con los derechos hu­
manos. Algunos abogados y ONG expre­
saron su preocupación a la delegación de 
la CIJ con respecto a algunos de estos 
fallos, especialmente la decisión de la 
Corte Suprema sobre las detenciones sin 
orden judicial en el caso de Umil v. Ra- 
mos.4

En esta ocasión, el principal acusado, 
Rolando Dural, fue detenido sin orden ju­
dicial por el asesinato de dos soldados 
del Comando Regional de la Capital 
(CAPCOM). La Corte Suprema consideró 
que la detención de Rolando Dural estaba 
justificada. La Corte estimó que como la 
subversión es un delito continuado y como 
Dural fue detenido por ser miembro del 
NPA, se puede decir que estaba come­
tiendo delito cuando fue detenido.

Los abogados y activistas de derechos 
humanos expresaron a la delegación el 
temor de que la decisión de la Corte Su­
prema en el caso Umil v. Ramos y otros 
casos relacionados, preparara el terreno 
para nuevos abusos por parte de los mili­

4) GR No. 81567, 19 de julio de 1990



tares. Algunos de los casos dados a co­
nocer a la delegación de la CIJ parecen 
justificar estos temores.

La delegación de la CU recomienda que 
una investigación sobre el Derecho Penal 
y los Procedimientos Judiciales, dirigida 
por una persona distinguida, como un ex 
Juez de la Corte Suprema, sea dispuesta 
con carácter urgente, para examinar todos 
los aspectos del sistema de justicia penal. 
La investigación deberá estar centrada en 
la forma en que los procedimientos, la 
profesión jurídica y los tribunales están 
omitiendo la igualdad ante la ley y no 
están proporcionando una justicia equita­
tiva, imparcial, rápida e independiente. 
Deberá pedirse al responsable de la in­
vestigación que informe dentro de un 
breve período, por ejemplo, seis meses.

La profesión jurídica

La imposición de la ley marcial por 
Marcos y la represión que siguió, condu­
jeron a la aparición de un grupo de abo­
gados identificados con los derechos hu­
manos y el establecimiento de varias or­
ganizaciones de abogados de derechos 
humanos.

Muchas víctimas de violaciones de sus 
derechos son consideradas por los mili­
tares como personas vinculadas al CPP- 
NPA. Debido a que incluso los sindicatos 
y otras organizaciones populares son til­
dadas de frente comunista, los abogados 
que defienden a los miembros de esas 
organizaciones legales han comprendido 
que ellos mismos son tildados igualmente 
de simpatizantes comunistas.

Las consecuencias de identificar a los 
abogados con sus clientes han sido trági­
cas. Los asesinatos e intimidación de 
abogados han aumentado hasta alcanzar 
un nivel sin precedentes, si se le compara 
con el período en que gobernó Marcos. La 
delegación de la CU estima que las de­

nuncias de hostigamiento e incluso las 
amenazas graves contra los abogados, no 
son investigadas por los organismos en­
cargados de ejecutar la ley y que el Cole­
gio Integrado de Abogados de Filipinas 
(IBP) no ha dado ningún paso importante 
para proteger la seguridad de sus miem­
bros, o para auxiliar a las viudas y fami­
lias de quienes han sido asesinados. La 
delegación recomienda que el gobierno 
garantice que todas las personas que ma­
tan, amenazan y hostigan a jueces y a 
abogados de derechos humanos, deberán 
ser objeto de proceso y condena. Reco­
mienda igualmente que el IBP y todas las 
asociaciones de abogados tengan un co­
mité en funcionamiento, para los derechos 
humanos y la defensa, a fin de recibir, 
examinar e informar rápidamente acerca 
de las quejas formuladas por los abogados 
con respecto a abusos de derechos por 
las fuerzas militares, paramilitares y la 
policía. Las violaciones deberán ser de­
nunciadas inmediatamente ante la justi­
cia por las asociaciones de abogados.

Decreto presidencial N- 1850

En virtud del Decreto Presidencial 
NQ 1850, promulgado por Marcos y que 
sigue vigente bajo el gobierno de Aquino, 
los miembros de las Fuerzas Armadas y 
de la Policía Nacional Integrada (INP) sólo 
pueden ser juzgados por tribunales mili­
tares, cualquiera sea el delito por el que 
se les acuse. En tiempos del Presidente 
Marcos, no hubo un sólo proceso o conde­
na de personal militar por violación de 
derechos humanos. El Decreto Presiden­
cial Ns 1850 es considerado por los acti­
vistas de derechos humanos, como una 
indicación de la protección oficial dada a 
los miembros de las fuerzas armadas que 
hayan cometido violaciones de derechos 
humanos. Por consiguiente, cuando la se­
ñora Aquino accedió al poder, hubo una



intensa demanda para la derogación del 
D.P. Ns 1850.

Se piensa generalmente que la señora 
Aquino ha sido objeto de presiones por 
sectores militares para que mantenga el
D.P. Ns 1850. El Senado y la Cámara de 
Representantes votaron un Proyecto de 
Ley Consolidado, derogando el D.P. N2 
1850 y restableciendo la jurisdicción de 
los tribunales civiles para juzgar a miem­
bros de las fuerzas armadas, cuando los 
civiles sean tanto coacusados como victi­
mas, a menos que el delito tenga "relación 
con el servido". En los momentos que 
siguieron a la tentativa de golpe de estado 
de diciembre de 1989, la Presidenta 
Aquino opuso su veto al Proyecto de Ley, 
justificando su acción con la mención del 
estado de emergencia impuesto a causa 
de la tentativa golpista.

El incumplimiento por parte del go­
bierno de la derogación o enmienda subs­
tancial del D.P. 1850, está en desacuerdo 
con sus afirmaciones de que no tolerará 
violaciones de derechos humanos por 
parte de miembros de las fuerzas de se­
guridad. La vigencia del D.P. 1850 sigue 
siendo una mancha en las instituciones 
democráticas restablecidas.

Dispensa presidencial

El D.P. 1850, como ha sido enmendado 
por el D.P. 1952, da poderes a la Presidenta 
para no aplicar el decreto por el que se 
autoriza a los tribunales civiles a juzgar a 
militares. La Presidenta Aquino ha utili­
zado esta potestad sólo en algunos casos 
notorios.

Los abogados de derechos humanos 
afirman que la administración no ha de­

sarrollado una política relativa al ejercicio 
de la dispensa presidencial y no ha sido 
consistente en el establecimiento de la 
responsabilidad de las fuerzas armadas. 
Este punto de vista fue confirmado por 
abogados de la Comisión de Derechos 
Humanos.

La delegación de la CU recomienda que 
el D.P. 1850 sea revocado.5

Comisión y Comités de 
Derechos Humanos

La Constitución de 1987® prevé el es­
tablecimiento de una Comisión de Dere­
chos Humanos (CHR). Esta consta de un 
Presidente y cuatro Comisionados. La 
Sra. Mary Concepción Bautista ha sido su 
presidenta desde que fue creada en mayo 
de 1987.

A pesar del status constitucional de la 
CHR y de que dispone de fondos finan­
cieros relativamente importantes, muchos 
abogados y defensores de los derechos 
humanos en Filipinas, asi como muchas 
otras personas que crean opinión en el 
país - entre ellos los miembros de la propia 
Comisión - indicaron a la delegación de la 
CU que la actuación de la CHR no ha sido 
nada brillante. La conclusión de la dele­
gación de la CU es que la misma dirección 
de la CHR no posee una clara visión de su 
mandato o de las prioridades de la Comi­
sión.

La CHR no ha logrado generar la con­
fianza entre las víctimas, sus familias y 
los activistas de derechos humanos. No 
ha utilizado sus poderes para proteger los 
derechos y parece haberse convertido en 
una entidad formal, burocrática y secun­
daria. Aún más importante, la Comisión -

5) El D.P.1850 fue revocado el 20 de junio según decreto N57055
6) Artículo Xin, Sección 17



y especialmente sus dirigentes - no han 
logrado establecer su independencia 
frente a los militares y garantizar su con­
dición de organismo imparcial.

Nuevo Comité Presidencial 
de Derechos Humanos

La Presidenta Aquino expidió la Or­
den Administrativa N2 101 el 13 de 
diciembre de 1989, por la que creó el 
Comité Presidencial de Derechos Hu­
manos. Este nuevo Comité funciona como 
un foro en el que los representantes de 
los diversos Departamentos gubernamen­
tales y de las ONG pueden reunirse y 
planificar fórmulas para tratar problemas 
de derechos humanos. El Comité no tiene 
su propio secretariado y estos servicios 
son asegurados por el Departamento de 
Justicia. El Secretario de Justicia preside 
el Comité y sus otros miembros son la 
Presidenta de la Comisión de Derechos 
Humanos, el Consejero Jurídico de la Pre­
sidencia de la República, un representan­
te del Departamento de Defensa, repre­
sentantes de las dos Cámaras del Con­
greso y dos representantes de las organi­
zaciones privadas de derechos humanos.

El Comité evalúa y vela por la situación 
de los derechos humanos en Filipinas, 
aconseja a la Presidenta acerca de las 
medidas que deben ser tomadas y presta 
asistencia a los familiares para ubicar a 
los desaparecidos y con respecto a quienes 
se piensa están detenidos ilegalmente.

Comité del Senado para la Justicia 
y los Derechos Humanos

En virtud de la Constitución de 19877, 
los comités del Senado o de la Cámara de 
Representantes están autorizados a reali­

zar investigaciones. De conformidad con 
esta autorización, el Comité del Senado 
para la Justicia y los Derechos Humanos, 
bajo la presidencia del Senador Wigberto
E. Tañada, llevó a cabo dos importantes 
audiencias relativas a derechos humanos. 
El Comité publicó su primer informe en 
abril de 1988, después de realizar audien­
cias sobre el problema de los “vigilantes". 
La segunda serie de audiencias fue sobre 
la situación de los derechos humanos en 
Filipinas, publicando su informe en marzo 
de 1990.

El Comité del Senado para la Justicia y 
los Derechos Humanos, a diferencia de la 
Comisión de Derechos Humanos, ha con­
tribuido a reconquistar la confianza de las 
organizaciones no gubernamentales fili­
pinas.

Organizaciones de Derechos Humanos

Algo notable de la sociedad filipina es 
la existencia de una gran diversidad de 
organizaciones no gubernam entales 
(ONG). Con el advenimiento de la “Revo­
lución del Poder del Pueblo”, las ONG es­
peraban que su papel seria reconocido y 
que lograrían más eficacia para alcanzar 
sus objetivos. Los primeros nombramien­
tos de la Presidenta Aquino para su admi­
nistración y para la Comisión Constitucio­
nal, indicaron su confianza en las ONG y 
en otras organizaciones populares. La 
Constitución de 1987 reconoce también el 
“Papel y Derechos de las Organizaciones 
del Pueblo" - una disposición que no exis­
tía en las Constituciones precedentes. No 
obstante, las relaciones de cooperación 
entre las ONG y la Administración de la 
Presidenta Aquino, no duraron mucho 
tiempo. Las organizaciones que asumieron 
la causa de diferentes sectores desfavore-

7) Artículo VI, Sección 21 
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cidos de la sociedad fueron sospechadas 
de apoyar al CCP-NPA. Las organizaciones 
de derechos humanos que documentaron 
violaciones cometidas por militares, y los 
ahogados de derechos humanos que de­
fienden a las víctimas, se convirtieron en 
los más sospechosos. Las organizaciones 
de las Iglesias son sospechadas también 
de ser fachadas del CPP-NPA.

La información recibida por la delega­
ción de la CIJ indica que las ONG y los 
sindicatos se hallan confrontados a fre­
cuentes amenazas y funcionan bajo pre­
sión. Los ataques contra ONG y trabaja­
dores sociales de las Iglesias, contradicen 
totalmente las afirmaciones de varios De­
partamentos gubernamentales que indi­
can necesitar la asistencia de las ONG 
para poner en práctica sus programas.

Libertad Religiosa

La Constitución de 1987 garantiza el 
libre ejercicio de la religión y prohíbe toda 
discriminación basada en motivos religio­
sos. Sin embargo, cuando los miembros 
de cualquier confesión promueven pro­
yectos de desarrollo comunitario o de pro­
tección de los derechos humanos, se con­
vierten en víctimas potenciales de viola­

ciones de sus derechos humanos. Los lai­
cos son también objeto de abusos.

Libertad de expresión

De acuerdo con el Movimiento Filipino 
para la Libertad de la Prensa, el promedio 
de periodistas asesinados ha subido de 
2,3 por año durante los 14 años de la Ad­
ministración Marcos, a 6 en los primeros 
cuatro años y medio de la Administración 
de la Presidenta Aquino. Los periodistas 
han dado a conocer también casos de se­
cuestro, tortura, hostigamiento físico y 
verbal, y amenazas por miembros del 
ejército.®

Los periodistas filipinos afirman que 
se mantiene y promueve una política de 
autocensura. Las comunicaciones internas 
de los periódicos suelen pedir al personal 
de los medios informativos que "cuiden 
expresiones” o “jueguen sobre seguro".^ 
La existencia de autocensura parece ex­
plicar por qué los periódicos más impor­
tantes tienen tendencia a informar acerca 
de los esfuerzos contrainsurgentes, sin 
mencionar los abusos de derechos huma­
nos relacionados con ellos. Algunos in­
formes de los medios informativos pare­
cen contener poco más que los comunica­
dos de prensa gubernamentales.

8) Artículo 19, World Report, Filipinas (1990)
9) Artículo 19, World Report, Filipinas (1990)



Guatemala
Masacre de Santiago Atitlan y 
conversaciones hacía la paz

La Comisión Internacional de Juristas 
ha venido siguiendo con atención, desde 
hace varios años, la evolución de la situa­
ción de los derechos humanos en este país 
centroamericano. Ha señalado pública­
mente y ha aportado informaciones preci­
sas y concretas a los órganos internacio­
nales de control - de Naciones Unidas y 
de la Organización de Estados America­
nos - sobre multiplicidad de violaciones a 
estos derechos. Violaciones que com­
prendían asesinatos, torturas, desapari­
ciones forzadas, arrestos ilegales, recluta­
miento compulsivo de población civil 
campesina, mayoritariamente indígena, 
para formar patrullas de Autodefensa Civil 
(ahora llamadas “Comités Voluntarios de 
Autodefensa") y traslado de población 
hacia las "Aldeas Modelo”.

Las violaciones a los derechos humanos 
se siguen produciendo fundamentalmente 
por obra de unas Fuerzas Armadas que 
no han respetado los esfuerzos emprendi­
dos por el Gobierno de Guatemala para 
encauzar la situación. También por la 
constatada inoperancia de un Poder Judi­
cial que no cumple su misión de proteger 
los derechos y de investigar y castigar a 
los culpables de violarlos, lo que ha lleva­
do a que estos últimos se sientan imbui­
dos de impunidad.*

Han habido también, excesos y muer­

tes de inocentes por parte de las fuerzas 
opositoras (insurgentes), que enfrentan a 
las fuerzas armadas con las armas en la 
mano.

Este tipo de sucesos, ha venido difi­
cultando y haciendo peligrar los acuerdos 
en busca de la paz en la región, firmados 
en Esquipulas por los cinco Presidentes 
Centroamericanos en 1987. En los acuer­
dos de Esquipulas n  se previo para Gua­
temala un “Diálogo Nacional", en el que 
tomarían parte el Gobierno, las fuerzas 
armadas, los sectores empresariales, sin­
dicales, religiosos, etc. y la oposición ar­
mada, Unidad Revolucionaria Nacional 
Guatemalteca (URNG), diálogo centrado 
e impulsado por una Comisión Nacional 
de Reconciliación.

El diálogo hacia la paz fue obstaculiza­
do desde su inicio por las Fuerzas Arma­
das. A pesar de ello, se han hecho avan­
ces y en la ciudad de Oslo, Noruega, en 
1990 se le dio un nuevo impulso. De lo 
acordado en Oslo entre la Comisión Na­
cional de Reconciliación - que tenía am­
plio mandato del gobierno - y la URNG 
surgió el compromiso de una serie de reu­
niones con presencia de un observador 
del Secretario General de N.U. Así se lle­
varon a cabo encuentros entre los partidos 
políticos y la URNG en El Escorial, Espa­
ña; los sectores empresariales y la URNG

1) El General Juan J. Marroquín Síliézer, el 6 de diciembre de 1989, en un discurso de graduación de 
soldados espacializados en lucha contrainsurgente (kaibiles) les decía: "los soldados kaibiles están 
entrenados para perder todo espíritu de humanidad; por eso ellos serán llamados maestros de la 
guerra y mensajeros de la muerte". Citado por Americas Watch, Messengers oí Death, 1989.



en Ottawa, Canadá; sectores religiosos y 
la URNG en Quito, Ecuador, el movimien­
to sindical y la URNG en México. Se hacen 
actualmente esfuerzos para lograr que se 
cumpla la etapa decisiva, es decir que se 
sienten en una mesa de negociaciones, 
por un lado el Gobierno y las Fuerzas Ar­
madas y por otro la URNG.También aquí 
se ha avanzado con el "acuerdo de Méxi­
co" suscrito el 26 de Abril de 1991 en 
México, que permitirá esto último.

Pero al mismo tiempo que con avances 
y retrocesos se discute la paz, la lucha 
armada ha continuado y han igualmente 
continuado formas muy graves de repre­
sión contra la población.

El 3 de diciembre de 1990 el Ejército 
de Guatemala llevó a cabo una nueva ma­
sacre de campesinos indígenas desarma­
dos, en el caserío de Panabaj, municipio 
de Santiago Atitlán. El resultado fueron 
24 muertos (varios fallecieron en el hospi­
tal como consecuencia de las heridas de 
bala recibidas) y 19 heridos. Entre los 
muertos: 3 menores de edad; entre los 
heridos: 4 menores de edad.

Los hechos y responsabilidades de lo 
sucedido fueron establecidos de manera 
muy clara, debido a la rápida, decidida y 
valiente investigación realizada por el 
Procurador de los Derechos Humanos de 
Guatemala, el Sr. Ramiro de León Carpió. 
Este funcionario, designado por el Con­
greso Legislativo en un cargo creado por 
los Decretos 54/86 y 32/87 tiene entre otros 
cometidos, el de vigilar por el respeto de 
los derechos humanos y el de defender­
los. Actúa de manera independiente y es 
una figura similar a la del “Ombudsman” 
escandinavo o el Defensor del Pueblo es­
pañol. Sus opiniones no tienen fuerza im­
perativa, no está dotado de “imperium", 
pero tiene un gran peso moral.

Su destacable actuación en el caso de 
Santiago Atitlán pone en evidencia cómo 
podrían actuar las autoridades y más par­

ticularmente el Poder Judicial, en aque­
llos casos en que se denuncian graves 
violaciones a los derechos humanos. Lue­
go del informe del Procurador las actua­
ciones subsiguientes han quedado en 
manos de la Justicia, aún cuando existe 
el temor fundado de que la competencia 
para juzgar el caso, sea atribuida a un 
tribunal Militar, lo que sin duda alejará 
las posibilidades de alcanzar la justicia.

Por considerarlo de extremo interés, 
reproducimos algunos pasajes extractados 
del informe del Procurador de los Dere­
chos Humanos.

“PROCURADOR DE LOS DERECHOS 
HUMANOS: Guatemala, siete de diciem­
bre de mil novecientos noventa.

CONSIDERANDO: Que el Procurador 
de los Derechos Humanos, como ha sido 
señalado en muchas oportunidades, es un 
Comisionado del Congreso de la Repúbli­
ca para la defensa de los Derechos Huma­
nos establecidos en la Constitución Políti­
ca e instrumentos internacionales que se 
refieren a esta materia; la ley específica 
señala los derechos tutelados por el Pro­
curador, mencionando imperativamente 
que protegerá los derechos individuales, 
sociales, civiles y políticos comprendidos 
en la Constitución política de la República, 
y de manera fundamental la vida, la liber­
tad, la justicia, la paz, la dignidad y la 
igualdad de la persona humana, asi como 
los definidos en la Declaración Universal 
de Derechos Humanos, los tratados y 
convenciones internacionales aceptados y 
ratificados por Guatemala.

El Procurador tiene una función de de­
fensa y protección perfectamente definida 
con atribuciones y funciones que nada 
tienen de común con los otros Organis­
mos del Estado. Para el ejercicio de sus 
funciones, la propia ley establece un pro­
cedimiento desprovisto de formalidades, 
simple y eficaz, distinto de los procedi­



mientos de la Justicia Ordinaria, ya que 
lo resuelto por el Procurador no tiene ca­
rácter coercitivo, ni es producto de la po­
testad delegada por el Estado a los orga­
nismos encargados de administrar justi­
cia. La misión del Procurador, y sus reso­
luciones, están dirigidas a crear una reac­
ción moral, que es lo que constituye la 
verdadera fuerza de las mismas.

CONSIDERANDO: Que en el presente 
caso, se abrió el expediente respectivo 
por el hecho concreto de que el día uno 
de diciembre del corriente año, en el mu­
nicipio de Santiago Atitlán, departamento 
de Sololá, a eso de las veintiuna horas, 
miembros del Ejército en número no de­
terminado, intentaron detener ilegalmente 
al señor ANDRES SAPALU AJUCHAN, 
quién al darse cuenta de tales intenciones 
empezó a gritar pidiendo auxilio, que al 
escuchar los gritos todos los vecinos em­
pezaron a salir de sus casas, ante lo cual 
los miembros del ejército optaron por reti­
rarse, pero que antes dispararon en con­
tra de un individuo a quién le provocaron 
dos heridas de bala. Que por tales hechos, 
varios vecinos empezaron a tocar las 
campanas de la Iglesia con el objeto de 
reunir a los habitantes, lo que efectiva­
mente ocurrió ya que un gran número de 
pobladores salió a la calle a enterarse de 
lo ocurrido. Que originalmente se dirigie­
ron a la residencia del Alcalde de la locali­
dad, señor DELFINO RODAS TOBIAS 
quien juntamente con un numeroso grupo 
de vecinos acudió a enterarse de los he­
chos visitando al herido, ocasión en la que 
también se presentó el alcalde electo señor 
SALVADOR RAMIREZ RAMIREZ, quienes 
juntamente con otros miembros de la 
Corporación municipal acompañaron a 
miles de vecinos al Destacamento militar 
ubicado en el caserío PANABAJ, con el 
objeto de dialogar con el comandante de 
dicho destacamento acerca de los sucesos 
ocurridos durante la noche. Que previa­

mente dispusieron llevar banderas blan­
cas de nylon y que se encaminaron al ci­
tado destacamento; que al llegar al mis­
mo el señor Ramírez Ramírez intentó ha­
blar con los soldados que estaban en la 
entrada y al no obtener respuesta, lo in­
tentó hacer el propio alcalde, pero en ese 
momento desde el destacamento empe­
zaron a disparar en contra de la multitud 
indiscriminadamente, por lo cual toda la 
gente empezó a huir; que como conse­
cuencia de tales hechos once personas 
resultaron muertas y diecinueve más he­
ridas, entre hombres y niños. Estos son 
en resumen los hechos que motivaron la 
apertura del expediente.

CONSIDERANDO: En el presente caso, 
el Procurador de los Derechos Humanos 
comprobó desde el inicio la forma en que 
ocurrieron los hechos, puesto que se 
constituyó en el municipio de Santiago 
Atitlán el día dos de los comentes, alre­
dedor del medio día. En esa oportunidad 
recibió el testimonio del señor Alcalde 
Municipal, DELFINO RODAS TOBIAS, así 
como del señor Alcalde electo SALVADOR 
RAMIREZ RAMIREZ, y de un gran número 
de vecinos que se encontraban reunidos 
en la plaza del mencionado municipio. 
Todos fueron congruentes en cuanto a 
señalar como responsables de la trágica 
muerte de los vecinos de este lugar, así 
como de los heridos, a miembros del ejér­
cito nacional, con servicio en el destaca­
mento militar citado ubicado en el caserío 
de PANABAJ. Comprobó personalmente 
el estado y el lugar en que se encontraban 
algunos cadáveres, los cuales estaban 
enfrente del destacamento militar citado, 
todos presentando heridas producidas por 
armas de fuego, el que sin duda provino 
del destacamento militar. Comprobó que 
la acción original se produjo como conse­
cuencia del intento de detener ilegalmente 
a un vecino de esta localidad, señor 
ANDRES SAPALU AJUCHAN, por parte



de miembros del Ejército de Guatemala, 
que el pueblo entero se opuso, se organizó 
y que de manera pacífica se dirigió al 
mencionado destacamento con el propó­
sito de dialogar con las autoridades mili­
tares del mismo, y que para tal efecto, 
marchaban en forma pacífica, portando 
algunas banderas blancas de nylon; que 
esa noche había luna llena que permitía 
un buen grado de visibilidad, y que no 
solo no se les permitió dialogar, sino que 
obtuvieron por respuesta disparos de arma 
de fuego.

CONSIDERANDO: En el presente caso, 
estamos en presencia de un hecho de­
leznable calificado como una masacre de 
campesinos indígenas, que en la regula­
ción del derecho Internacional está califi­
cado como GENOCIDIO tal y como lo re­
gula la Convención para la Prevención y 
la Sanción del delito de Genocidio.

En el presente caso el Procurador, como 
fue expuesto, comprobó que hubo una 
matanza de pobladores indígenas (etnia 
Tzutuhiles) del municipio de Santiago 
Atitlán, que originalmente fueron once 
habiendo fallecido otros dos heridos, ele­
vándose a trece el número de muertos, y 
diecisiete heridos; que esta acción fue 
ejecutada a corta distancia, sin justifica­
ción alguna, puesto que se comprobó que 
no precedió ningún hecho violento en 
contra de los miembros del Ejército de 
Guatemala, lo que califica o determina la 
gravedad de los sucesos.

Los vecinos en forma coincidente, de­
clararon que en el destacamento tantas 
veces citado, a los pobladores que pasan 
enfrente del mismo cargando leña se les 
obliga a dejar parte de la carga, que a 
quienes se dirigen a realizar labores en el 
campo y llevan su comida, se les quita 
parte de la misma con el pretexto de que 
serviría para alimentar a guerrilleros, y 
que no se les permite salir de cierta cir­
cunscripción territorial a realizar sus la­

bores del campo, habiendo abandonado 
muchos de ellos sus cultivos y terrenos.

CONSIDERANDO: Que si bien es cier­
to que autoridades militares han emitido 
declaraciones con relación a este suceso, 
intentando minimizar el hecho, aduciendo 
que se trata de una acción aislada de ele­
mentos de tropa que se encontraban en 
estado de ebriedad, tales extremos han 
sido totalmente desvirtuados por las in­
vestigaciones realizadas por el Procura­
dor. Asimismo el Departamento de Infor­
mación y Divulgación del Ejército emitió 
un comunicado de prensa, en el cual la 
institución armada asegura que hubo un 
alzamiento de los vecinos en contra de 
las autoridades militares, lo cual originó 
los hechos. Tales extremos, como ya fue 
expuesto, no son ciertos puesto que la 
veracidad de lo ocurrido, como fue consi­
derado anteriormente, la comprobó el 
Procurador con acciones personales y co­
mo consecuencia de las investigaciones 
realizadas por personal de esta Institu­
ción.

CONSIDERANDO: De conformidad con 
la Constitución Política de la República 
de Guatemala, el Ejército es una institu­
ción destinada a mantener la indepen­
dencia, la soberanía y el honor de Guate­
mala, la integridad del territorio, la paz y 
la seguridad interior y exterior. Es único e 
indivisible, esencialmente profesional, 
apolítico, obediente y no deliberante. Su 
organización es jerárquica y se basa en 
los principios de disciplina y obediencia. 
Por su carácter unitario e indivisible la 
responsabilidad en la violación a los dere­
chos humanos que adelante se indicará, 
no puede recaer únicamente en los ele­
mentos que materialmente ejecutaron las 
acciones, sino que la responsabilidad ins­
titucional es evidente y asi deberá decla­
rarse. El Coronel de Infantería DEM Gus­
tavo Adolfo Méndez Herrera, informó que 
el Comandante del Destacamento Militar



del Cantón Panabaj es el Teniente de Re­
serva en el Arma de Infantería JOSE AN­
TONIO ORTIZ RODRIGUEZ y que oficia­
les del mismo son el Subteniente de Inge­
nieros JUAN MANUEL HERRERA CHA­
CON y Subteniente de Reserva en el arma 
de Infantería SERGIO JULIO MAAZ 
OCHOA. Dada la estructura y principios 
del Ejército, es indudable que los oficiales 
antes mencionados también son respon­
sables de los hechos ya relatados, ya sea 
por acción u omisión, por ser los mismos 
los oficiales al mando de la tropa, por lo 
que así se deberá también declarar para 
que sean los tribunales competentes los 
que determinen, juzguen y en su caso re­
suelvan lo procedente contra quien se 
compruebe su participación directa en el 
hecho.

CONSIDERANDO: Hechos como el 
presente obligan al Procurador de los De­
rechos Humanos a ser categórico en 
cuanto a la dimensión del mismo y sus 
consecuencias, puesto que no se trata 
simplemente de varios muertos y heridos, 
sino que se ha establecido la responsabi­
lidad en tales hechos del Ejército de Gua­
temala. Por tales razones inclusive en la 
legislación internacional, esta clase de 
sucesos son calificados como CRIMENES 
DE LESA HUMANIDAD, los que incluyen 
el GENOCIDIO, lo cual no debe ser tolera­
do, minimizado, ocultado y mucho menos 
cubierto con manto de IMPUNIDAD. Son 
la vida y la integridad física los derechos 
humanos violados en el presente caso; 
las víctimas son todas miembros de una 
comunidad indígena de la raza Tzutuhil y 
los autores miembros del Ejército de Gua­
temala.

CONSIDERANDO: Que se reconoce 
que el derecho internacional impone de­
beres y responsabilidades a los individuos 
además de a los Estados. Los delitos co­
metidos contra el derecho internacional 
son cometidos por seres humanos, y úni­

camente castigando a los individuos que 
cometen tales delitos es posible obligar a 
cumplir las disposiciones del derecho in­
ternacional. La Asamblea General de la 
Organización de las Naciones Unidas en 
su Resolución noventa y seis (I) declaró 
que el genocidio era un crimen de derecho 
internacional, cuyos autores deberían ser 
castigados, ya fuesen estadistas, funcio­
narios públicos o particulares.

CONSIDERANDO: Que por todo lo an­
teriormente expuesto, se hace necesario 
también considerar que la existencia del 
Destacamento militar en el Municipio de 
Santiago Atitlán, lejos de significar una 
posibilidad de implantar la paz y la convi­
vencia pacífica, es motivo de rechazo y 
repudio por parte de la misma población, 
constituyéndose en una amenaza cons­
tante para la paz y la seguridad misma de 
las personas, por lo que el Procurador no 
puede menos que interpretar el clamor 
del pueblo y resolver la petición concreta 
que se le formuló con firmas de miles de 
personas, de que dicho Destacamento sea 
retirado de inmediato del municipio de 
Santiago Atitlán, lo que así deberá tam­
bién resolverse.

CITA DE LEYES: Artículos 1, 2, 3, 4, 5, 
152, 153, 154, 244, 274, 275, de la Consti­
tución Política de la República; 8, 13, 14, 
20, 21, 24, 27, 29 inciso c), 30, 31, de la 
Ley de la Comisión de los Derechos Hu­
manos del Congreso de la República y del 
Procurador de los Derechos Humanos; 1, 
3, 7, 9, 13, 29 de la Declaración Universal 
de Derechos Humanos; 1, 2, 36 de la Con­
vención de los Derechos del Niño.

POR TANTO: EL PROCURADOR DE 
LOS DERECHOS HUMANOS, al resolver:

DECLARA:

I. Que en el presente caso ha compro­
bado la violación al derecho a la vida
de los pobladores de Santiago Atitlán



que resultaron muertos y la violación 
al derecho a la integridad física de los 
que resultaron heridos, 

n. Que señala como responsable de las 
violaciones antes señaladas AL EJER­
CITO DE GUATEMALA COMO INS­
TITUCION así como a los oficiales Te­
niente de Reserva en el Arma de In­
fantería JOSE ANTONIO ORTIZ RO­
DRIGUEZ comandante del Destaca­
mento Militar del Cantón Panabaj, y a 
los oficiales JUAN MANUEL HERRE­
RA CHACON subteniente de Ingenie­
ros, y SERGIO JULIO MAAZ OCHOA 
subteniente de Reserva en el Arma 
de Infantería; 

ni. Que por la gravedad de la Violación 
ordena que se consigne de inmediato 
a los responsables aquí señalados y a 
los demás elementos del ejército que 
hubieren tenido una participación di­

recta en los hechos, tanto de los ocu­
rridos el día uno como los del día dos 
de los corrientes a los Tribunales 
competentes para su juzgamiento;

IV. Que CENSURA PUBLICAMENTE AL 
EJERCITO DE GUATEMALA por los 
hechos considerados dada la gravedad 
de los mismos;

V. Que recomienda al EJERCITO DE 
GUATEMALA la modificación de este 
tipo de comportamientos para evitar 
en el futuro hechos de tal naturaleza;

VI. Que solicita al alto mando del Ejér­
cito, que el destacamento militar de 
Santiago Atitlán sea retirado de aquel 
lugar.

El Procurador de los Derechos Humanos 
Ramiro de León Carpió 

Guatemala, 7/Dic/90"



COMENTARIOS

La Comisión de Derechos Humanos 
de las Naciones Unidas y el nuevo 

Grupo de Trabajo sobre Detención Arbitraria

La Comisión de Derechos Humanos de 
Naciones Unidas, que celebró su período 
de sesiones del 28 de enero al 8 de marzo 
de 1991, a la sombra de los acontecimien­
tos de la Guerra del Golfo, culminó en lo 
que muchos observadores consideran 
como el período de sesiones más fecundo 
de su historia reciente. La Comisión tomó 
acción con respecto a 19 situaciones de 
países; dio comienzo a los planes para la 
convocación en 1993 de la Conferencia 
Mundial de Derechos Humanos; y esta­
bleció un grupo de trabajo que se reunirá 
entre los períodos de sesiones, con miras 
a finalizar el proyecto de declaración so­
bre desapariciones forzadas. La más im­
portante realización a largo plazo de la 
Comisión, fue la creación de un grupo de 
trabajo compuesto de cinco expertos in­
dependientes con el cometido de investi­
gar los casos de detención impuesta arbi­
trariamente a través del mundo.

Fue electo Presidente de la Comisión 
el Sr. Enrique Bernales Ballesteros, quien 
era el Relator Especial sobre los Merce­
narios. Los Sres. Kojo Amoo-Gottfried 
(Ghana), Goetz-Alexander Martius (Ale­
mania) y Vladimir A. Vasileriko (RSS de 
Ucrania) fueron electos Vice-Presidentes 
y el Sr. Masahiro Tauchi (Japón), Relator 
del período de sesiones. La Comisión 
adoptó 82 Resoluciones y 8 Decisiones, 
de las cuales 65 Resoluciones y 7 Decisio­
nes fueron adoptadas por consenso.

La CU intervino en cuatro ocasiones 
con respecto a: 1) la cuestión de la impu­
nidad acordada a los violadores de dere­
chos humanos (citando el silencio inter­
nacional con anterioridad a la guerra so­
bre los abusos de Irak y sobre el indulto 
concedido a los generales en Argentina); 
2) los obstáculos administrativos y legales 
que se oponen a la reunificación de las 
familias en los Territorios Ocupados por 
Israel; 3) la violencia en los suburbios de 
Sudáfrica; y 4) el grupo de trabajo sobre 
detención arbitraria, el proyecto de decla­
ración sobre desapariciones forzadas y el 
Relator especial de la Subcomisión sobre 
jueces y abogados. Más importante aún, 
la CIJ promovió con éxito la creación del 
nuevo grupo de trabajo sobre detenciones 
arbitrarias y la confirmación del Relator 
sobre jueces y abogados e impulsó para 
que se adoptara la resolución sobre Irak.

Situaciones en los países

El conflicto del Golfo se tradujo por el 
nombramiento de dos Relatores Especia­
les: uno para supervisar e informar a con­
tinuación sobre la situación de los dere­
chos humanos en Irak y otro para analizar 
posibles violaciones por las fuerzas ira­
quíes en el Kuwait ocupado. Otros Rela­
tores Especiales seguirán observando las 
situaciones en Afganistán, Myanmar (en



virtud del procedimiento confidencial 
“1503"), El Salvador, han y  Rumania. Un 
equipo de seis miembros informó de nuevo 
sobre Sudáfiica. De estas últimas resolu­
ciones, sólo la relativa a Irán dio lugar a 
discusiones, debido a que Pakistán pre­
sentó un proyecto de Resolución deci­
diendo la finalización del mandato del Re­
presentante Especial. Ante ello, Austria 
presentó una propuesta para renovar este 
mandato. Al ser diametralmente opues­
tas las propuestas, en lugar de votar se 
realizaron negociaciones y al día siguiente 
se presentó un texto de compromiso por 
el que se renovó el mandato del Repre­
sentante Especial por un año más, decla­
rándose que "la Comisión considerará el 
informe con vistas a dar por terminado el 
mandato, si se hubieren alcanzado pro­
gresos con respecto a la aplicación de las 
recomendaciones..."! La resolución rela­
tiva a Birmania (Myanmar) es continuación 
de la visita de la Relatora, Sra. Sadako 
Ogata (Japón), (quien luego fuera desig­
nada Alto Comisionado de las Naciones 
Unidas para los Refugiados), durante la 
cual se vió imposibilitada de viajar libre­
mente, de visitar lugares de detención o 
reunirse con miembros de la oposición al 
gobierno militar. Como consecuencia de 
ello, las resoluciones adoptadas en los úl­
timos años fueron reforzadas, apelando al 
gobierno de Myanmar para que conceda 
al experto estas posibilidades de acceso y 
autorice visitas de las prisiones por los 
delegados del CICR.

La Comisión pidió igualmente al go­
bierno que active la transición hacia la 
democracia. La resolución relativa a Sud- 
áfrica fue, por primera vez, adoptada por 
consenso, lo que es un reflejo de los esti­
muladores acontecimientos que se están 
produciendo en este país.

El Secretario General nombrará un re­

presentante para proseguir las cuestiones 
que quedaron pendientes después de la 
visita efectuada por la Comisión a Cuba 
en 1988, y para informar ulteriormente a 
la Comisión, bajo el punto del orden del 
día dedicado a las “violaciones" de dere­
chos humanos. El voto apretado (21-18-4) 
por el que se aprobó esta proposición de 
los Estados Unidos se obtuvo sólo después 
de una llamada telefónica del Presidente 
Bush al Presidente Menem, que tuvo como 
resultado la partida para Buenos Aires de 
la embajadora de Argentina, quien había 
copatrocinado un proyecto de resolución 
del grupo latinoamericano, diferente a la 
aprobada. Argentina cambió su posición, 
los EE.UU. se retiraron de las negociacio­
nes en base a un texto de compromiso y 
varios países cambiaron su voto en el úl­
timo minuto.

Sin embargo, los gobiernos latinoame­
ricanos triunfaron cuando llegó el tumo 
de Guatemala y por un voto cuyo resulta­
do fue de 21-16-5 la Comisión decidió 
considerar la situación en este país bajo 
el punto del orden del día dedicado a 
“servicios consumativos”, y no en el rela­
tivo a “violaciones". A raíz del retorno a 
la democracia en Haití, su estatuto fue 
modificado por consenso, pasando del de 
“violaciones” al de “servicios consumati­
vos", a pesar de los recelos de las ONG 
que desearían más bien, en situaciones 
tan frágiles, contar con un alto grado de 
escudriñamiento sobre el propio terreno 
durante los períodos de transición. Gui­
nea Ecuatorial, que hasta aquí había 
ignorado las recomendaciones de la Co­
misión y del experto nombrado en virtud 
del programa de servicios consultativos, 
fue llamada al orden para que así figurase 
en las actas, mientras siga estando den­
tro de tal programa.

La Comisión conservó también las si-

1) CHR. Res 1991/82, U.N. Doc. E/CN.4/1991/L.ll/Add.6 (1991)



tuaciones en el Chad, Somalia y Sudán 
“pendientes” bajo revisión en el procedi­
miento “1503”. La acción relativa a Sudán
- bastante indulgente para un país consi­
derado por muchos como uno de los que 
poseen la peor marca mundial en materia 
de derechos humanos - fue sin embargo 
mantenida a pesar de la oposición de Chi­
na, Ghana, Indonesia, Irak, Mauritania y 
Somalia, mientras que Bangladesh, Cuba, 
Madagascar, Marruecos, Pakistán y Sene- 
gal se abstenían. Finalmente, la Comisión 
expresó su preocupación con respecto a 
las situaciones existentes en Albania, los 
Territorios ocupados por Israel, el Líbano 
y las Repúblicas Bálticas. El texto cuida­
dosamente negociado sobre los países 
bálticos - presentado por el Presidente en 
forma de declaración - constituyó un pre­
cedente, puesto que era la primera vez 
que la Comisión hablaba de abusos en 
uno de los cinco Estados Miembros per­
manentes del Consejo de Seguridad.

La Comisión manifestó su gran preo­
cupación ante los recientes y trágicos ac­
tos de violencia, que comportan violacio­
nes a derechos humanos, incluyendo el 
derecho a la vida, a la libertad de infor­
mación y a tomar parte en la conducción 
de los asuntos públicos.

La resolución relativa a Irak constituye 
una victoria agridulce para los grupos de 
derechos humanos, incluidos Amnistía 
Internacional y la Comisión Internacional 
de Juristas, que han dado prioridad a los 
abusos cometidos en Irak, desde que en 
1988 el gobierno bombardeó con gases 
aldeas kurdas. Ni que decir que fue la 
invasión de Kuwait por Irak - y no la tor­
tura sistemática de los prisioneros políti­
cos, los asesinatos en masa, los ataques 
con gases neurotóxicos y la reinstalación 
forzada de más de 500.000 kurdos - lo que 
modificó el equilibrio político y finalmente, 
después de tres años, hizo posible la con­
dena.

En 1989, por ejemplo, en la primera 
reunión celebrada por la Comisión des­

pués de que Irak utilizase abundante­
mente armas químicas, 15 Estados Occi­
dentales, presionados por los grupos de 
derechos humanos, presentaron un pro­
yecto de resolución para condenar ésta y 
otras violaciones. Sin embargo, a los Es­
tados asiáticos y musulmanes miembros 
de la Comisión, se unieron muchos de los 
que compraban petróleo o vendían armas 
a Irak, a fin de bloquear toda acción. La 
baja prioridad concedida a los abusos ira­
quíes por algunos países occidentales 
contribuyó a este fracaso. Los Estados 
Unidos, que volvieron rápidamente sus 
armas en una tentativa concentrada en el 
propósito de condenar a Cuba, y Francia, 
que estaba armando a Saddam, incluso se 
negaron a copatrocinar la resolución. Los 
esfuerzos realizados en 1990 para llamar 
la atención a las continuas atrocidades en 
Irak, no tuvieron mucho éxito.

Los grupos de derechos humanos su­
girieron a la Comisión, ya en su período 
de sesiones de 1991, que la falta de reac­
ción ante los abusos flagrantes cometidos 
en Irak, podía haber contribuido a per­
suadir a Saddam Hussein de que podía 
seguir cometiendo otras violaciones al 
derecho internacional, incluida la invasión 
de Kuwait.

A pesar del valor redescubierto de la 
Comisión con respecto a Irak, otras 
violaciones siguieron siendo demasiado 
“ardientes" del punto de vista político 
como para tratar de ellas. China, que en 
1990 escapó de poco a la condena por el 
duro tratamiento de que fueron objeto los 
manifestantes de la plaza Tienanmen, no 
mereció reproche alguno por sus conti­
nuos abusos tanto en el Tibet como en la 
misma China. Tampoco los mereció la 
poderosa, rica en petróleo y musulmana 
Indonesia, cuya brutal ocupación de Ti- 
mor Oriental, se parece sorprenden­
temente al asalto de Kuwait por Irak - 
salvo en cuanto a la atención que le presta 
el mundo. Las situaciones en Colombia, 
Etiopía, Perú, Sri Lanka y Zaire fueron



planteadas por los grupos de derechos 
humanos, pero ignoradas por los gobier­
nos.

Tal vez el informe más perspicaz sobre 
la situación en un país sea el que pro­
viene no ya de un Relator, sino del Grupo 
de Trabajo sobre Desapariciones luego de 
su visita a Filipinas. El Grupo relata un 
modelo muy conocido:

“Una sucesión de acontecimientos que 
se ha observado muchas veces, empezan­
do con la pobreza y la injusticia social, 
conduce al fenómeno de las desaparicio­
nes. La persistencia de esas condiciones, 
tarde o temprano provoca una oposición 
estructurada. Una desigualdad sostenida 
engendra insurrección, al igual que la 
subversión conduce a la militarización y a 
la represión. La lucha contra la insurrec­
ción conduce, en general, a la violación 
de los derechos humanos, provocando aún 
más actos de terror por parte de los opo­
sitores armados. Todo un país se ve 
arrastrado rápidamente a un proceso de 
violencia, del cual es siempre muy difícil 
escapar. Filipinas no es una excepción".

Después de analizar la legislación fili­
pina y de una cabal evaluación de los mo­
tivos básicos del problema, las conclusio­
nes del Grupo fueron tajantes:

"Cabe preguntarse por qué continúan 
ocurriendo desapariciones... pueden de­
terminarse por lo menos tres factores que 
contribuyen a ello y se refuerzan mutua­
mente. En primer lugar, se han ampliado 
las facultades de arresto: las fuerzas ar­
madas, la policía nacional, las fuerzas de 
defensa civil (CAFGU), así como los vo­
luntarios civiles pueden detener a una 
persona sospechosa. En segundo lugar, los 
arrestos en general han sido facilitados 
por las recientes decisiones de la Supre­
ma Corte que, naturalmente, han provo­
cado la ira de muchos observadores de 
derechos humanos, tanto dentro como 
fuera del país. La Corte ha declarado en 
efecto que la rebelión, la subversión y los 
delitos conexos son “delitos continuos" -

lo cual significa que sus autores están 
constantemente en delito flagrante - y que 
no hace falta una orden judicial para de­
tener a las personas sospechosas, ya que 
la mera sospecha es suficiente. En tercer 
lugar, la gama de las posibles víctimas de 
arrestos se ha ampliado mediante una 
práctica propiciada en los círculos milita­
res y denominada popularmente "tildar 
de rojo”: se han difundido listas en las 
que se describen las organizaciones no 
gubernamentales de distinta orientación
- incluidos los sindicatos - como “organi­
zaciones pantalla” del proscrito Partido 
Comunista de Filipinas. Además, la mis­
ma sospecha surge contra cualquier per­
sona que critique la política gubernamen­
tal o, más exactamente, las fuerzas arma­
das”.

El Grupo criticó también “el poder casi 
autónomo de los militares", la "impuni­
dad” de que gozan los responsables de 
abusos a los derechos humanos y la inefi­
cacia del hábeas corpus.

El representante de Filipinas se des­
enfrenó ante el Grupo en su respuesta. El 
informe, declaró, “da vuelta a la verdad 
en sus cabezas" para echar la culpa al 
gobierno, cuando es la oposición con su 
recurso a la violencia la que “ha transfor­
mado este conflicto social en un conflicto 
armado”. Igualmente, que el informe dejó 
sin examinar los efectos de la violencia 
de los insurrectos. El delegado compara 
el informe del Grupo con el preparado por 
el Relator Especial sobre la Tortura a con­
tinuación de su visita casi simultánea y 
que contiene conclusiones y recomenda­
ciones similares, pero que “muestra una 
mejor comprensión de las complejidades” 
de la situación en Filipinas. En particular, 
opinó que el Relator Especial sobre la 
Tortura concede más crédito a las tentati­
vas del gobierno para superar la situación, 
incluyendo estas dos invitaciones y sus 
esfuerzos para poner en práctica algunas 
de las recomendaciones formuladas en los 
dos informes y jamás "expresó duda al­



guna en cuanto al compromiso sincero y 
verdadero” del gobierno para proteger los 
derechos humanos.

En el punto relativo a la libre determi­
nación, la Comisión adoptó una vez más 
resoluciones acerca de las situaciones 
reinantes en Afganistán, Camboya, Pa­
lestina y el Sahara Occidental.

Grupo de trabajo sobre 
Detención Arbitraria

Los defensores de derechos humanos 
han mantenido durante mucho tiempo 
que, después de los Relatores sobre paí­
ses específicos, los mecanismos "temáti­
cos” de la Comisión - especialmente el 
Grupo de Trabajo sobre Desapariciones 
forzadas o involuntarias, y los Relatores 
Especiales sobre la Tortura y las Ejecu­
ciones Sumarias o Arbitrarias - son las 
“herramientas" más importantes para la 
protección de los derechos humanos. Es­
tos mecanismos permiten a la Comisión 
recibir e informar, y “responder eficaz­
mente" a estos fenómenos sobre una base 
mundial y no política. Las ONG sugirie­
ron desde hace ya varios años que un 
procedimiento temático sobre las priva­
ciones de libertad injustas, podría com­
plementar los mecanismos existentes, 
abarcando así de manera más extensa las 
violaciones de los derechos civiles. Sin 
embargo, en el pasado, la creación de tal 
mecanismo no pareció nunca política­
mente posible.

El tema fue inscrito una vez más en el 
orden del día de la Comisión, debido a 
que su Subcomisión le transmitió la suge­
rencia de Louis Joinet (Francia), Relator 
de la Subcomisión sobre la Detención Ad­
ministrativa, tendente a que la Comisión 
establezca un organismo para examinar 
los diferentes aspectos de la detención. 
El Sr. Joinet proponía cuatro opciones: 
1) nombramiento de un relator especial

con un mandato que abarque sólo la de­
tención administrativa: 2) nombramiento 
de un relator especial con un mandato 
que abarque tanto la detención por orden 
de autoridad administrativa, como por una 
autoridad judicial; 3) nombramiento de un 
relator especial con mandato específico 
para las detenciones impuestas arbitra­
riamente o sin autorización de cualquier 
clase; ó 4) un grupo de trabajo de 5 
miembros con un mandato idéntico al de 
la opción 3, y con la posibilidad de que 
cada miembro se especialice en un aspec­
to de la detención (judicial, administrati­
va, menores, solicitantes de asilo, otras 
categorías).

En la Comisión, la delegación francesa 
incorporó estas sugerencias en un pro­
yecto de resolución por el que se pide el 
nombramiento para un período de tres 
años, de un relator o de un grupo de tra­
bajo con el cometido de “investigar los 
casos de detención impuesta arbitraria­
mente, que también abarque la detención 
administrativa”. Sin embargo, las pers­
pectivas de adopción del proyecto pare­
cían escasas.

Ahora bien, incluso antes de que el 
texto circulase, recibió una importante 
ayuda, cuando el Presidente de la Comi­
sión, Enrique Bernales Ballesteros, del 
Perú, indicó a la Comisión Internacional 
de Juristas que no sólo apoyaría esta idea, 
sino que si se alcanzaba un consenso, 
tomaría el proyecto como suyo y lo pre­
sentaría como “proyecto del Presidente", 
para que fuese aprobado sin votación. Ello 
garantizaba que esta proposición no sería 
vista como una idea “occidental” - algo 
que perjudicaría a la iniciativa. Debido a 
la popularidad del Presidente, su apoyo 
permitió a Francia llevar con mayor peso 
la proposición a otras delegaciones.

Sin embargo, al mismo tiempo, los Es­
tados Unidos presentaron una proposición 
para la creación de un relator especial so­
bre “encarcelamiento político, arresto ar­
bitrario, detención y exilio." Un esfuerzo



similar llevado a cabo por el Reino Unido 
en 1989 había sido bloqueado por los 
países en desarrollo2, y se temió que la 
proposición de EE.UU. no sólo corriera la 
misma suerte, sino que además compro­
metiera la proposición francesa. Por otro 
lado, las OÑG hicieron notar que el térmi­
no “arbitraria" abarca también el concep­
to de detención política injustificada. Fi­
nalmente, la delegación de EE.UU. fue 
convencida para que diese su respaldo a 
la proposición francesa. Ahora bien, como 
las ONG, la delegación estadounidense 
sugirió que el mandato se interpretase en 
forma tal que incluyera en él todas las 
personas privadas injustamente de liber­
tad y no sólo a los detenidos esperando 
ser enjuiciados.

Francia presentó la proposición a los 
miembros del grupo Occidental, mientras 
que Perú hizo lo mismo en el grupo Lati­
noamericano, habiendo dado ambos gru­
pos su aprobación de principio. Se lleva­
ron a cabo sondeos igualmente en los otros 
grupos. El coordinador francés, Stéphane 
Gompertz convocó la primera de dos reu­
niones con los representantes clave de 
cada grupo regional, más Amnistía Inter­
nacional y la CU, para discutir el meca­
nismo y el mandato. A medida que se fue 
desarrollando la discusión, se puso en 
evidencia que ni uno sólo de los asistentes 
a la reunión poma en duda lo esencial de 
la idea - probablemente debido a que la 
proposición contaba con el firme apoyo 
del Presidente. Durante las dos reuniones 
y seguidamente en una serie de discu­
siones oficiosas en las que participaron 
principalmente Francia, Cuba, China, In­

dia, Perú, EE.UU. y la CU, fueron determi­
nados los términos de referencia.

Una primera cuestión fue la de saber 
si debía incluirse dentro del mandato a 
todas las personas injustamente privadas 
de libertad o sólo aquellas detenidas sin 
juicio. Las ONG, Checoslovaquia, Senegal, 
Estados Unidos y algunos otros países oc­
cidentales argumentaron resueltamente 
en contra de excluir a aquellas personas 
condenadas en un proceso injusto o bajo 
leyes que violan las normas internaciona­
les. Otros, principalmente de los países 
en desarrollo pero igualmente de los Paí­
ses Bajos, se opusieron a que un organis­
mo de las NU cuestionara la imparciali­
dad de sus procedimientos judiciales, y 
expresaron preocupación sobre el núme­
ro de prisioneros que buscarían someter 
a las NU la denuncia de que sus procesos 
no habían sido correctos. No fue posible 
obtener un consenso y se decidió utilizar 
la ambigua palabra "detención”. Sin em­
bargo, se aceptó que este mecanismo no 
estará limitado sólo a la detención admi­
nistrativa, como lo habían sugerido algu­
nos, sino que abarcará a todas las formas 
de detención, inclusive la detención orde­
nada judicialmente.

Una segunda cuestión, que no sería 
resuelta hasta minutos antes de que ex­
pirase el plazo para someter la resolución, 
fue la relativa a los criterios legales subs­
tantivos para poder considerar cada caso. 
Hubo poca objeción al término “arbitra­
rio", que aparece en la Declaración Uni­
versal y en el Pacto Internacional de De­
rechos Civiles y Políticos (PIDCP). No obs­
tante, algunas delegaciones opinaron que

2) En 1988, por iniciativa del Reino Unido, la Comisión adoptó por primera vez una resolución pidiendo la 
"liberación de los prisioneros políticos”. Resolución de la Comision de Derechos Humanos (más 
adelante “CHR Res.") 1988/39, UN Doc. E/CN.4/1988/88. En 1989, el Reino Unido volvió de nuevo a 
tratar de este asunto y propuso el nombramiento de un Relator especial para examinar esta cuestión. 
China, India, Ruanda y la RSS de Ucrania propusieron enmiendas al proyecto, postergando el examen 
del nombramiento de un relator e introduciendo restricciones. Por ello, el Reino Unido retiró su 
propuesta y sometió otra prácticamente idéntica a la de años anteriores. CHR Res. 1989/56, UN Doc. 
E/CN.4/1989/86.



el término “injusto" (“wrongful”) era im- 
preciso^- Muchos convinieron que debe­
ría hacerse alguna alusión a las normas 
internacionales, a pesar de que hubo de­
sacuerdo con respecto a si en ellas debe­
rían estar incluidos solamente los trata­
dos, o también las declaraciones de la 
Asamblea General y normas aprobadas 
por la Asamblea General. China, Cuba y 
la India, en particular, insistieron para que 
el término “arbitrario" esté limitado por 
los instrumentos obligatorios. Tras larguí­
simas negociaciones, fueron establecidos 
los términos exactos de referencia del 
grupo; a saber “con el cometido de inves­
tigar los casos de detención impuesta ar­
bitrariamente o que por alguna otra cir­
cunstancia sea incompatible con las nor­
mas internacionales establecidas en la 
Declaración Universal de Derechos Hu­
manos o en los instrumentos jurídicos in­
ternacionales pertinentes aceptados por 
los Estados interesados.” (La palabra 
“impuesta" fue incluida para que estu­
viese claro que el mandato abarca el he­
cho de la detención, pero no sus condi­
ciones - esto último es de la incumbencia 
del Relator Especial sobre la Tortura.)

Se logró igualmente un acuerdo en el 
último minuto acerca de quien puede 
acudir ante el grupo. La formulación ori­
ginal daba mandato al grupo para recibir 
información de los gobiernos, de las insti­
tuciones intergubemamentales, organiza­
ciones no gubernamentales “y otras fuen­
tes dignas de confianza". Las objeciones 
formuladas por Cuba de que esta frase 
pueda permitir la inclusión de los medios

informativos, condujo a la fórmula final 
"los individuos interesados, sus familias 
o sus representantes."

Finalmente, a petición de los países en 
desarrollo, que mantienen que el meca­
nismo debería reflejar un equilibrio regio­
nal, se aceptó que los cometidos sean 
confiados a un grupo de trabajo y no a un 
simple relator4. Los países occidentales y 
las ONG habían pensado en un relator 
por razones de flexibilidad y costos. Sin 
embargo, como grupo de trabajo el me­
canismo puede tener una base política 
mucho más amplia, que la que tendría un 
único relator.

Presentada por el Presidente Bemales, 
la proposición fue adoptada sin votación. 
En su discurso de clausura, el Sr. Berna- 
les saludó la creación del grupo de traba­
jo (denominado de ahora en adelante el 
“Grupo") como uno de los principales lo­
gros del período de sesiones. El Embajador 
de Estados Unidos, Sr. Morris Abram, lo 
hizo también. Una vez que fue aprobada 
por el Consejo Económico y Social, la Re­
solución de la Comisión, el Presidente 
Bernales nombró un experto de cada re­
gión para integrar el Grupo.

La creación del Grupo representa un 
gran paso adelante en el trabajo de pro­
tección de la Comisión. Su mandato para 
“investigar” le da medios de acción sin 
precedentes, al mismo tiempo que el ex­
pansivo término de “arbitrariamente" ga­
rantiza que el Grupo tendrá que soportar 
una carga pesada de trabajo. Al principio, 
el Grupo tendrá que decidir cómo cumplir 
este mandato atemorizador.

3) El texto original francés debe leerse como sigue “détentions arbitraires ou abusives".
4) En el debate de 1990 sobre “reforzamiento ” de los procedimientos de la Comisión, el Grupo de 

Estados No Alineados sugirió que: “La práctica en relación con el nombramiento de Relatores Especiales 
sobre aspectos temáticos deberia ser nuevamente examinada. Para los aspectos temáticos de interés 
general, deberían ser formados Grupos de Trabajo de cinco personas de diferentes regiones. Estos 
Grupos de Trabajo podrían incluir también miembros de las diversas Misiones Permanentes acredita­
das en Ginebra, lo que se traduciría por una reducción de los gastos. Tales Grupos de Trabajo 
proporcionarían ventajas adicionales de transparencia, credibilidad y democracia." UN Doc. E/CN.4/ 
1990/WG.3/WP.6.



“Arbitrariamente"

Al término “ arbitrario ”, establecido 
tanto en la Declaración Universal como en 
el PIDCP, le ha sido dada una vasta de­
finición. La definición más autorizada 
proviene del Comité nombrado por la Co­
misión de Derechos Humanos de Naciones 
Unidas para el estudio del derecho de toda 
persona a estar libre de arrestos, deten­
ción y exilio arbitrarios. Después de exa­
minar los trabajos preparatorios sobre el 
artículo 9 de la Declaración Universal de 
Derechos Humanos, así como el artículo 9 
del entonces proyecto de PIDCP, el Comité 
llegó a la conclusión, en su estudio revi­
sado de 1964, de que:

““arbitrario" no es sinónimo de “ile­
gal" y el primero tiene un significado más 
amplio que el segundo. Parece claro que, 
si bien un arresto o detención ilegal es 
casi siempre arbitrario, un arresto o una 
detención llevados a cabo de acuerdo con 
la ley, puede sin embargo ser arbitrario. 
El Comité, por consiguiente... ha adoptado 
la siguiente definición: un arresto o de­
tención es arbitrario si está (a) motivado 
o basado en procedimientos distintos de 
los establecidos por la ley; (b) en virtud

de las disposiciones de una ley cuyas fi­
nalidades sean incompatibles con el res­
peto del derecho a la libertad y seguridad 
de la persona”5.

Por su parte, el Comité de Derechos 
Humanos de Naciones Unidas (PIDCP), ha 
incluido dentro de la prohibición contra la 
privación arbitraria de libertad: la deten­
ción sin orden judicial®; el secuestro de 
nacionales que residen en el extranjero y 
su traslado forzado al territorio nacional7; 
el arresto o la detención de una persona 
que no ha sido acusada de delito, pero de 
la que se quiere obtener informaciones^; y 
la prolongación de la detención después 
de haber cumplido la condena^, o después 
de una orden judicial de liberación^, o 
después de una amnistía^. Más impor­
tante aún, ha establecido que el artículo 
9(1) del Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos es violado cuando una 
persona es detenida por sus opiniones 
p o l í t i c a s 1^. El Comité, igualmente, obser­
vó que el término “arbitrario" “no debe 
ser equiparado a los de ‘en contra de la 
ley’, sino que debe ser interpretado de 
una manera más amplia, para que abarque 
elementos de incorrección, injusticia y 
falta de previsión” *3.

5) Estudio del derecho de toda persona a estar libre de arrestos, prisión o exilio abitrarios, UN 
Doc. E/CN.4/826/Rev.l, párr. 27.

6) Conteris v Uruguay, Comunicación 139/1983, Decisiones Seleccionadas del Comité de Derechos 
Humanos en virtud del Protocolo Facultativo - Volumen 2, UN Doc. PIDCP/C/OP/2.

7) Celiberti v Uruguay, Comunicación 56/179, Comité de Derechos Humanos - Decisiones Seleccionadas 
en virtud del Protocolo Facultativo, UN Doc. PIDCP/C/OP1; López v Uruguay, Comunicación 52/1979, 
Decisiones Seleccionadas 1.

8) Monguya Mbenge v Zaire, Comunicación 16/1977, Decisiones Seleccionadas 2.
9) Lanza v Uruguay, Comunicación 8/1977, Decisiones Seleccionadas 1; Améndola v Uruguay, Comuni­

cación 25/1978, Decisiones Seleccionadas 1.
10) Torres Ramírez v Uruguay, Comunicación 4/1977, Decisiones Seleccionadas 1; Améndola v Uruguay, 

Comunicación 25/1978, Decisiones Seleccionadas 1; Buffo Carballal v Uruguay 33/1978, Decisiones 
Seleccionadas 1; Soriano de Bouton v Uruguay, Comunicación 37/1978, Decisiones Seleccionadas 1.

11) Nagalula Mpandanjila v Zaíre, Comunicación 138/1983, Decisiones Seleccionadas 2.
12) Véase p.e., Comunicación 132/1982 Jaona v Madagascar, Decisiones Seleccionadas 2, (el Comité 

encontró violaciones del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos 9(1) “debido a que Monja 
Jaona fue arrestado... y detenido...en consideración de sus opiniones políticas); Martínez Portorreal v 
República Dominicana, Comunicación 188/1984, Decisiones Seleccionadas 2, (el Comité encontró 
violaciones del Pacto Internacional 9(1) puesto que la víctima fue detenida "debido a sus actividades 
como dirigente de una asociación de derechos humanos").

13) van Alpen v Reino de los Países Bajos, Comunicación 305/1988, UN Doc. PIDCP/C/39/D/305/1988.



Dada la diversidad de situaciones cu­
biertas por el término "arbitrario", es im­
posible predecir ya desde ahora cuántos 
casos serán sometidos al Grupo. Incluso 
si la cifra fuese limitada a los detenidos 
por sus opiniones, el número bien podría 
ser de cientos o de miles14.

“Investigar"

El Grupo estará encargado del “come­
tido de investigar los casos” de detención 
arbitraria. Tal cometido que representa 
una importante innovación en los manda­
tos temáticos, debería abrir el camino a 
un enfoque más activista que los utiliza­
dos por los otros mecanismos. El Grupo 
de Trabajo sobre Desapariciones forzadas
o involuntarias y los Relatores Especiales 
sobre la Tortura y sobre Ejecuciones Su­
marias o Arbitrarias fueron sin excepción, 
inicialmente, encargados sólo de "exami­
nar las cuestiones relativas a” los fenó­
menos objeto de escrutinio y “responder 
eficazmente" a la información recibida1 .̂ 
Las modificaciones de sus mandatos in­
trodujeron o ratificaron el procedimiento 
de “acción urgente" y la práctica de 
aceptar invitaciones para visitar a los paí­
ses. Sin embargo, en lo que se refiere a 
los casos sometidos actualmente, estos 
mecanismos (por muy importantes que 
sean para registrar los abusos y darles 
publicidad), hacen poco más que recibir 
informaciones de los denunciantes, trans­
mitir estas informaciones a los gobiernos 
e informar acerca de la denuncia y la res­

puesta. Verdaderamente, excepción hecha 
del Grupo de Trabajo sobre Desaparicio­
nes Forzadas o Involuntarias, con los pro­
cedimientos temáticos actuales, ni tan si­
quiera se transmite a los denunciantes 
las respuestas de los gobiernos para que 
puedan refutarlas - un procedimiento que 
las ONG han venido reclamando desde 
hace mucho tiempo y que permitiría que 
el procedimiento trascendiera una res­
puesta gubernamental imperfecta.

La “investigación” supone por lo me­
nos llegar a alguna forma de conclusión. 
Ya sea que el Grupo llegue o no a tomar 
una decisión formal en cada caso que le 
es sometido, debería, en su informe anu­
al, ser capaz de presentar un análisis más 
detallado de los casos, que lo que de cos­
tumbre se hace en los otros procedimien­
tos temáticos. Mientras que el Grupo no 
disponga de los recursos necesarios para 
llevar a cabo una verdadera investigación 
cada uno de los centenares de casos que 
le serán presentados, podría preverse al­
guna otra fórmula.

Utilizando la definición bidentada de 
"arbitrario" propuesta en el estudio de 
las NU de 1964, el Grupo podría adoptar 
un enfoque cuando la detención haya sido 
llevada a cabo por motivos o procedi­
mientos “distintos de aquellos estableci­
dos por la ley” y otro enfoque diferente 
cuando la detención se dice que fue orde­
nada “en virtud de las disposiciones de 
una ley cuyas finalidades sean incompati­
bles con el respeto del derecho a la liber­
tad y a la seguridad de la persona.” En el

14) En 1989, Amnistía Internacional señaló 3.376 casos de posibles “prisioneros de conciencia" - perso­
nas detenidas por sus creencias, raza o religión que no han utilizado ni propugnado la violencia. 
Amnistía Internacional, Informe 1990, pág. 298.

15) CHR Res. 20 (XXXVI), UNDoc. E/CN.4/1408, (1980) (desapariciones); CHR Res. 1982/29, UNDoc. 
E/CN.4/1982/30, (ejecuciones sumarias o arbitrarias); CHR Res. 1985/33, UN Doc. E/CN.4/1985/66, 
(tortura). Sólo el Relator sobre las ejecuciones sumarias o arbitrarias no tuvo asignado originaria­
mente por mandato, “responder eficazmente" a la información recibida. Esto fue rectificado en la 
CHR Res. 1984/50, UN Doc. E/CN.4/1984/77. Véase, Weissbrodt, nota 2 supra. En el caso del nuevo 
Grupo, se da por sentado que el mandato para "investigar" incluye el mandato para “responder 
eficazmente”, no siendo necesario especificar esto último.



primer enfoque (que plantearía princi­
palmente cuestiones relativas a hechos y 
a individuos), el Grupo podría recurrir a 
los procedimientos empleados por el 
Comité de Derechos Humanos en los ca­
sos individuales sometidos en virtud del 
Primer Protocolo Facultativo del Pacto In­
ternacional de Derechos Civiles y Políti­
cos. Ahora bien, dado el número de casos 
que le serán sometidos, una estricta in­
vestigación cuasi judicial de cada caso 
será irrealizable y debería ser prevista una 
fórmula más flexible. En el segundo en­
foque (que planteará cuestiones jurídicas 
que afectan a categorías enteras de per­
sonas), el Grupo podría ir más allá y dar 
una opinión acerca de la compatibilidad 
de la ley con el respeto del derecho a la 
libertad y seguridad de la persona.

El Grupo no fue expresamente encar­
gado, como lo han sido los otros procedi­
mientos, del estudio del fenómeno de la 
detención arbitraria. Más bien, se tuvo el 
propósito de que fuera un mecanismo de 
acción. Aun cuando el Grupo tendrá sin 
duda la oportunidad de profundizar en los 
aspectos teóricos de la cuestión, deberá 
cerciorarse de no duplicar ni el trabajo 
del Comité de Prevención del Delito y Lu­
cha contra la Delincuencia, al que el Octa­
vo Congreso de las Naciones Unidas so­
bre Prevención del Delito y Tratamiento 
del Delincuente encargó “examinar la 
cuestión de la detención previa al juicio", 
ni el estudio llevado a cabo actualmente 
por dos expertos de la Subcomisión, acer­
ca del derecho a la libertad de opinión y 
de expresión y las limitaciones permisi­
bles de este derecho.

Otros desarrollos

La Comisión examinó el Proyecto de 
Declaración sobre las Desapariciones For­
zadas o Involuntarias adoptado por la 
Subcomisión el año pasado. El grupo Lati­
noamericano estaba dispuesto a aprobar

el texto y enviarlo al ECOSOC. Sin embar­
go, varios países, especialmente pertene­
cientes al grupo Occidental, creyeron que 
no era indicado que la Comisión aprobase 
sencillamente un texto de la Subcomisión, 
sin haberlo estudiado. Otros, especial­
mente los EE.UU., tienen dificultades con 
algunos artículos específicos del proyec­
to. Al mismo tiempo, todas las delegacio­
nes que tomaron la palabra reconocieron 
que es prioritario finalizar la declaración 
lo más rápidamente. La Comisión decidió 
crear un Grupo de Trabajo abierto que se 
reunirá durante dos semanas antes del 
próximo período de sesiones, para finali­
zar el examen del proyecto y transmitirlo 
a la Comisión para que ésta lo adopte en 
su próximo período de sesiones.

La Comisión decidió igualmente:

-  por un voto de 23 a favor, 4 en contra y 
5 abstenciones, propuso al ECOSOC 
una enmienda al procedimiento de la 
Subcomisión, por la que se permite a 
este cuerpo el uso del voto secreto ante 
cualquier asunto, cuando la mayoría 
del cuerpo así lo decida.

-  aplazar el examen de un Proyecto de 
Protocolo Facultativo a la Convención 
contra la Tortura, que busca crear un 
Subcomité, dependiente del Comité 
contra la Tortura, para llevar a cabo un 
sistema de visitas preventivas a los lu­
gares de detención o prisión, dentro 
de un esquema similar al de la Con­
vención Europea sobre la Prevención 
de la Tortura, a fin de permitir a los 
Estados estudiar esta propuesta.

En 1990, la Asamblea General decidió 
convocar una Conferencia Mundial de 
Derechos Humanos en 1993. Un Comité 
Preparatorio se reunirá en Ginebra en 
septiembre de 1991. Las ONG tienen la 
esperanza de que esta Conferencia será 
algo más que una decoración elegante 
para las Naciones Unidas y para el país 
huésped.



A pesar de diversas objeciones y des­
pués de varias enmiendas, los EE.UU. lo­
graron la aprobación de una resolución 
pidiendo que un experto prepare un estu­
dio sobre el derecho de toda persona a la 
propiedad privada, sólo o en asociación 
con otros.

Conclusiones

La satisfacción general ante los resul­
tados de la reunión no debe ocultarnos 
algunos problemas a largo plazo con res­
pecto a la Comisión, que sigue siendo un 
organismo eminentemente político.

El cambio en lo que se refiere a Irak 
fue manifiestamente una decisión políti­
ca, como lo fue igualmente el compromiso 
sobre Irán, cuya posición geopolítica ha 
mejorado mucho más que su respeto por 
los derechos humanos. Asimismo, colocar 
a Cuba y no a Guatemala en el tema de 
las "violaciones”, refleja más sus posi­
ciones en el “nuevo orden mundial", que 
la dignidad que brindan a sus súbditos. 
Los Estados africanos (distintos de Sudá- 
frica), quedaron a salvo una vez más de 
críticas públicas, con una pequeña excep­
ción en lo que se refiere a Guinea Ecuato­
rial. Por primera vez, tres países europeos 
fueron objeto de comentarios: Albania, 
Rumania y las Repúblicas Bálticas.

Con la creación de un nuevo e impor­
tante grupo de trabajo, nuevos relatores 
sobre Irak y Kuwait, los grupos de trabajo 
intersesionales para preparar proyectos de 
declaraciones sobre Minorías, Defensores 
de derechos humanos y Desapariciones, 
y un experto sobre la Propiedad Privada, 
los recursos ya insuficientes del secreta­
riado del Centro de Derechos Humanos 
de NU serán sometidos a un esfuerzo 
cercano al punto de ruptura. Por consi­
guiente, es imprescindible que el presu­
puesto de NU - decidido en la 55 Comisión

de la Asamblea General - prevea una par­
tida incrementada para el Centro. Alter­
nativamente, una iniciativa de esta clase 
puede surgir de la Conferencia Mundial 
de 1993.

El Presidente Bernales fue objeto de 
alabanzas generales por su habilidad para 
manejar problemas delicados. Su activa 
participación condujo directamente a la 
creación del nuevo grupo de trabajo so­
bre la Detención Arbitraria. Además, poco 
después de terminada la reunión, hizo una 
declaración pública apelando al gobierno 
iraquí para que pusiera término a los abu­
sos de la postguerra contra la población 
de Irak. Esta declaración, hecha después 
de haber consultado con la Mesa de la 
Comisión, se considera como la primera 
vez que un Presidente de la Comisión haya 
asumido un cometido tal, fuera de los pe­
ríodos de sesiones y constituye un prece­
dente esperanzador.

Por el trabajo realizado para llevar la 
resolución sobre el nuevo grupo de traba­
jo a una feliz conclusión, el Sr. Stéphane 
Gompertz, de Francia, recibió el "Premio 
Ruth Pearce" de las ONG, al diplomático 
que más había hecho para que progre­
sara la causa de los derechos humanos. 
El premio, denominado así en recuerdo 
de un diplomático australiano, había sido 
concedido anteriormente a: Ana Martins 
Gomes (Portugal) en 1989 y Mikael Dahl 
(Suecia) en 1990.

El próximo año comenzará una nueva 
etapa ya que el número de miembros de 
la Comisión pasará de 43 a 53, a fin de 
remediar parcialmente la insuficiente re­
presentación de los países en desarrollo. 
Es de esperar que esto conducirá a la Co­
misión a tener más en cuenta las preocu­
paciones de los países en desarrollo, es­
pecialmente en lo que se refiere a la reali­
zación de los derechos económicos y del 
derecho al desarrollo.



ARTICULOS

Proyecto de declaración de las 
Naciones Unidas sobre los derechos 

de las personas pertenecientes a  minorías 
nacionales, étnicas, religiosas y lingüísticas

Bokatola Isse Omanga *

La opinión pública se movilizó, con ra­
zón, por los kurdos de Irak. Pero esta si­
tuación no constituye el único conflicto o 
tensión inter-étnica en el mundo. Tam­
bién podemos citar las reivindicaciones 
de los corsos en Francia, los católicos ir­
landeses en Ulster, los canadienses de 
origen francés en Quebec, las minorías de 
origen albanés de Kosovo en Yugoslavia, 
los tamules de Sri Lanka, la minoría sepa­
ratista musulmana en Filipinas, las pobla­
ciones negras animistas y cristianas del 
Sur de Sudán, etc. La cuestión de las mi­
norías ha adquirido una amplitud consi­
derable a escala mundial. Los problemas 
de discriminación y protección de las mi­
norías visiblemente no se limitan ya úni­
camente a los focos álgidos multinaciona­
les clásicos de Europa Central y Oriental. 
Hoy día, los Estados multiétnicos, multi- 
raciales y multilinguisticos son la regla y 
no la excepción. Por lo tanto, se puede 
afirmar que casi todos los Estados-nación 
del mundo tienen minorías, aún cuando 
la naturaleza fundamental del problema 
de las minorías no sea siempre y en todos

los casos la misma. En efecto, los factores 
de orden jurídico, político, social, cultural 
e incluso económico que pueden ser teni­
dos en cuenta, están sujetos a variaciones 
en el tiempo y el espacio.

¿Qué harán las Naciones Unidas frente 
a este problema? Durante un período bas­
tante extenso, luego de terminar la se­
gunda guerra mundial (como mínimo 
veinte años), se pudo declarar que la 
cuestión de la protección internacional de 
las minorías no tenía más actualidad. 
Teniendo en cuenta la falla del sistema 
de protección de las minorías establecido 
dentro del marco de la Sociedad de Na­
ciones, la Organización de las Naciones 
Unidas durante largo tiempo no se pro­
nunció sobre esta cuestión. Los primeros 
textos de la nueva organización interna­
cional proclamaron y garantizaron el res­
peto de los derechos fundamentales de 
todas las personas, sin distinción alguna 
entre mayoría y minoría. Se pensaba en 
ese momento que ya no era necesario 
proteger de manera especial los intereses 
de las minorías y se consideraba que al-

* Doctor en derecho, ex asistente de la Facultad de Derecho de la Universidad de Ginebra 
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canzaba con suprimir la opresión indivi­
dual paia lograr eliminar la opresión co­
lectiva.

Esta concepción se ha revelado in­
exacta. En el curso de los últimos años, 
las Naciones Unidas han reconocido que 
no era suficiente la protección de los de­
rechos humanos para proteger a los gru­
pos minoritarios. A pesar de la compleji­
dad y la dificultad del problema de las 
minorías, y también, a veces, la hostilidad 
de ciertos Estados miembros, la Organi­
zación internacional ha elaborado normas, 
no siempre eficaces, para la protección de 
las minorías. Sin embargo, ello no signifi­
ca que las Naciones Unidas hayan efec­
tuado una vuelta completa a una concep­
ción clásica de la protección de las mino­
rías: no hay sustitución de una concepción 
por otra, sino juxtaposidón de dos con- 
cepdones: una sobre los derechos huma­
nos y la no discriminadón, y otra, sobre la 
protecdón espedfica de las minorías.

Los esfuerzos realizados por los orga­
nismos de las Naciones Unidas y por cier­
tos países, especialmente Dinamarca, 
Unión Soviética y Yugoslavia, lograron en 
1966 la inserción en el Pacto Internacio­
nal de Derechos Civiles y Políticos, del 
artículo 27 que expresa: “En los Estados 
en que existan minorías étnicas, religio­
sas o lingüisticas, no se negará a las per­
sonas que pertenezcan a dichas minorías 
el derecho que les corresponde, en común 
con los demás miembros de su grupo, a 
tener su propia vida cultural, a profesar y 
practicar su propia religión y a emplear 
su propio idioma”.

El artículo 27 del Pacto Internadonal 
de Derechos Civiles y Políticos es consi­
derado, al menos, como un marco de tra­

bajo, que necesita ser completado con una 
redacdón más clara de los derechos de 
las minorías y los deberes de los Estados. 
Es así que la Subcomisión de Prevención 
de Discriminaciones y Protección a las 
Minorías decidió en 1967, "incluir en su 
programa de trabajos futuros y emprender, 
tan pronto como fuere posible, un estudio 
sobre la aplicación de los prindpios enun- 
dados en el artículo 27 del Pacto Interna­
cional de Derechos Civiles y Políticos, 
destinado prindpalmente a analizar la 
noción de minoría, teniendo en cuenta los 
factores étnicos, religiosos y lingüísticos, 
como así también la situación de grupos 
étnicos, religiosos y lingüísticos en las so­
ciedades multinacionales.”1 Este trabajo 
fue confiado, en 1971, al Profesor Fran­
cesco Capotorti, designado Relator espe­
cial del "Estudio sobre los derechos de 
las personas pertenecientes a minorías 
étnicas, religiosas o lingüisticas". En las 
conclusiones de su informe final publica­
do en 1977, el Profesor Capotorti reco­
mienda, entre otras cosas, la elaboradón 
de un proyecto de Declaración sobre los 
derechos de las personas pertenecientes 
a grupos minoritarios, dentro del marco 
de principios enunciados en el artículo 27 
del Pacto.2 Con este fin, la Comisión de 
Derechos Humanos estableció en 1978 un 
grupo de trabajo abierto con el cometido 
de preparar un proyecto de “Declaración 
sobre los derechos de las personas perte­
necientes a minorías nacionales, étnicas, 
religiosas y lingüisticas”, sobre la base 
de un anteproyecto propuesto por Yugos­
lavia.

El fin de este articulo es analizar el 
texto del proyecto de Declaración tal cual 
fue aprobado en primera lectura en 1990

1) Naciones Unidas, doc. E/CN4/Sub.2/384 Rev. 1, Anexo 1, p. 111
2) Idem, p. 109



por el Grupo de trabajo de la Comisión de 
Derechos Humanos.^

El proyecto de Declaración de 1990 no 
contiene una definición del término "mi­
noría”. Se sostuvo siempre que la Decla­
ración podía perfectamente aplicarse sin 
necesidad de una definición precisa del 
término, dado que su sentido tradicional 
dejaba en claro a qué grupos se refería en 
casos concretos.4

Las dificultades que se vienen plan­
teando desde hace tiempo para definir los 
beneficiarios de la Declaración, se agre­
gan a dificultades similares encontradas 
para determinar el contenido y los me­
dios para llevar a la práctica la protección 
de las minorías.

A. Contenido de la protección 
de las minorías

El Grupo de trabajo se esforzó en pre­
cisar los derechos reconocidos a las mino­
rías, así como también los límites.

1. Derechos reconocidos

Dos tipos de derechos son reconocidos 
a las minorías: unos de carácter colectivo, 
otros de carácter individual.

a) Derechos colectivos

El proyecto de Declaración de 1990 re­
afirma las tres categorías de derechos re­
conocidos en el artículo 27 del Pacto. En 
efecto, el artículo 3 parágrafo Ia del pro­
yecto de Declaración establece: "Las per­
sonas pertenecientes a minorías tendrán 
derecho, en comunidad con los demás 
miembros de su grupo, a disfrutar de su 
propia cultura, a profesar y practicar su 
propia religión, y a utilizar su propio idio­
ma, sin injerencias ni discriminación de 
ningún tipo”.

El proyecto de Declaración de 1990 
propone también tres derechos colectivos 
nuevos a favor de las minorías.

El primero, es el derecho al respeto y 
al desarrollo de la identidad étnica, cultu­
ral, lingüistica y religiosa sin discrimina­
ción de ningún tipo (artículo Ia parágrafo 
Ia). Este derecho es fundamental: coloca 
al grupo minoritario en su identidad co­
lectiva basada en sus caracteres específi­
cos. Es el grupo como tal el titular de 
derechos y ya no solamente los indivi­
duos que lo componen. Este derecho sig­
nifica que el grupo minoritario podrá con­
tinuar con su identidad cualquiera que 
sean los cambios políticos del Estado; 
significa igualmente que la minoría debe-

3) Ver Naciones Unidas, doc. E/CN.4/1990/41, pp 12-16. El Proyecto de Declaración es designado aqui 
solamente "proyecto de Declaración de 1990”. El grupo de trabajo ha comenzado en 1991 la segunda 
lectura del texto de proyecto de Declaración. Sólo el preámbulo y los artículos l s y 2“ han sido 
aprobados. No examinamos estos nuevos artículos, pues a falta de consenso y de tiempo, el Grupo de 
Trabajo decidió aplazar el debate de varias cuestiones hasta un periodo de sesiones ulterior. Ver 
Naciones Unidas, doc. E/CN/4./1991/53 pp 4 y ss.

4) El Grupo de trabajo decidió que en el texto del proyecto de Declaración, se agregaran al término 
“minorías” los adjetivos "nacionales, étnicas, religiosas y lingüísticas”. Se adoptó una fórmula que 
incluyera todos esos elementos a fin de evitar la confusión en las diferentes jurisdicciones nacionales. 
La dificultad de definir el término "minoría” no debía retardar el trabajo del Grupo, así que decidió 
postergar el problema y continuar sus esfuerzos en la redacción de un texto flexible, de fácil aplicación 
práctica. Sobre todo ésto, ver Naciones Unidas, doc. E/GN.4/1991/53, pp 3-6 y doc. E7CN.4/1987/ 
WG.5/WP.1, titulado "Recapitulación de proposiciones referentes a la definición del término minoría".



rá poder disponer de los medios necesa­
rios para su desarrollo y adaptación en un 
mundo sujeto a evolución permanente.

El segundo derecho nuevo es el dere­
cho a la protección contra toda actividad, 
comprendida la propaganda, que pueda 
amenazar su existencia o identidad, o 
afectar el desarrollo de sus propias carac­
terísticas (artículo 2a parágrafo Ia). Este 
derecho colectivo de las minorías se ase­
meja a los derechos que ya le han sido 
reconocidos, en tanto que grupos, por la 
Convención para la Prevención y la San­
ción del Delito de Genocidio5, la Conven­
ción Internacional sobre la Eliminación de 
todas las formas de Discriminación Ra- 
cial® y la Declaración sobre Eliminación 
de todas las formas de Intolerancia y Dis­
criminación fundadas en la Religión o las 
Convicciones7. Este derecho está perfec­
tamente justificado, dado que las mino­
rías tienen necesidad de ser protegidas, 
no solamente contra su destrucción físi­
ca, sino también contra su destrucción 
cultural o etnoddio. De este modo el pro­
yecto de Declaración viene, al fin, a llenar 
las lagunas de la Convención de 1948 para 
la Prevención y la Sanción del Delito de 
Genocidio, que castiga el genocidio lla­
mado “físico y biológico", ignorando el 
genocidio llamado "cultural o etnocidio".

El tercer derecho colectivo nuevo es el 
derecho a participar de manera efectiva 
en los asuntos de Estado y en las decisio­
nes que afectan a las regiones en que 
viven (por intermedio de instituciones na­
cionales y, siempre que sea posible, de 
instituciones regionales) (artículo 7a pará­
grafo l 2). Es de lamentar que se haya 
abandonado la idea de instituciones mi­
noritarias propias, pues el derecho de las

minorías a constituir organizaciones re­
presentativas propias es un derecho im­
portante, sobre todo en el marco del reco­
nocimiento de personería jurídica a las 
minorías. Por el contrario, se ha manteni­
do en el artículo 7a parágrafo 2a, la dispo­
sición según la cual las políticas y los pro­
gramas nacionales, así como los progra­
mas de cooperación y asistencia interna­
cionales (sobreentendido, en el ámbito 
económico y financiero) se planificarán y 
ejecutarán teniendo debidamente en 
cuenta los intereses legítimos de las mi­
norías de la región respectiva.

b) Derechos individuales

Tres artículos del proyecto de Declara­
ción de 1990 se refieren a los derechos de 
las personas pertenecientes a minorías.

El artículo 1° parágrafo 2a, enuncia el 
principio general de no discriminación, 
según el cual las personas pertenecientes 
a minorías, tienen derecho a la vida, a la 
libertad y a la seguridad de la persona y 
todos los demás derechos humanos y li­
bertades sin discriminación. Este artículo 
pone el acento sobre la prohibición de la 
discriminación, principio altamente acep­
tado por las Naciones Unidas y no requiere 
observaciones particulares. A lo sumo ca­
be destacar que en los comentarios gene­
rales sobre este artículo, se resolvió que 
debería establecerse una distinción entre 
ciudadanos y no ciudadanos, dado que en 
la mayoría de los países no se reconocen 
ciertos derechos a los no ciudadanos, tales 
como el derecho a participar en el gobier­
no o a poseer bienes raíces.

El artículo 3a parágrafo 2a reconoce a 
las personas pertenecientes a minorías la

5) Artículos 2 y 3 de la Convención
6) Artículo 4 de la Convención
7) Artículo 4 de la Declaración



libertad a participar equitativamente en 
la vida cultural, religiosa, social, económi­
ca y política del país en que viven. Se 
trata aquí de un derecho individual otor­
gado a las personas integrantes de mino­
rías a los efectos de que puedan tomar 
parte en la vida pública en un plano de 
igualdad con los demás habitantes de un 
Estado.

El artículo 3a parágrafo 3B otorga a las 
personas pertenecientes a minorías el de­
recho a establecer y mantener, sin discri­
minación alguna, contactos con otros 
miembros de su grupo (y con otras mino­
rías), especialmente mediante el ejercicio 
del derecho de asociación, el derecho a la 
libertad de movimiento y residencia den­
tro de las fronteras de cada Estado, y el 
derecho a salir de cualquier país, incluso 
el suyo propio, y a regresar a su país. 
Este artículo tiende a satisfacer la necesi­
dad de contactos entre los miembros de 
minorías (y entre minorías en tanto que 
grupos), al interior de su país y más allá 
de las fronteras nacionales. Sin embargo, 
durante el examen de este artículo, se 
plantearon objeciones en cuanto a la 
oportunidad de incluir una cláusula como 
ésta; ello demuestra la resistencia que 
existe a reconocer derechos a las mino­
rías y explica las restricciones aportadas 
a estos derechos.

2. Límites a los derechos reconocidos

El "campo reservado" de los Estados 
limita los derechos reconocidos a las mi­
norías. Pero a la vez él mismo está limita­
do por el derecho internacional.

a) El problema del “campo reservado"

Los progresos realizados en el recono­
cimiento de derechos a favor de las mino­
rías son cuestionados a causa del estable­
cimiento de límites a esos derechos. En 
efecto, según el artículo 5S parágrafo 32

del proyecto de Declaración de 1990, 
“ninguna disposición de la presente De­
claración podrá interpretarse en el senti­
do de que autoriza actividades contrarias 
a los propósitos y principios de las Nacio­
nes Unidas y, en particular, contrarias a 
la soberanía, la integridad territorial y la 
independencia política de los Estados".

Esta fórmula significa que la protec­
ción y la promoción de los derechos de las 
minorías pueden ser estrictamente limita­
dos por la soberanía, la integridad territo­
rial y la independencia política de los Es­
tados donde viven esas minorías. Bajo la 
cobertura de los grandes principios de las 
Naciones Unidas, esta disposición rein- 
troduce en realidad el derecho de los Es­
tados a utilizar, de manera discrecional, 
medios que restringen el alcance de los 
derechos de las minorías. Ciertamente, es 
lógico que los Estados deseen que 
el ejercicio de los derechos de las mino­
rías no conduzcan a la lucha revoluciona­
ria, o a la agravación de rivalidades étni­
cas u otras. Pero el Estado moderno es 
el único titular de la soberanía, y el único 
que puede ser juez del respeto de esta 
última o de la integridad territorial o de la 
independencia política. Nos acercamos así 
al problema insoluble del “campo reser­
vado" y de la libre determinación por el 
Estado, de los asuntos que a él se refie­
ren.

De este modo, la reafirmación de la 
soberanía de los Estados muestra que a 
pesar de los avances del “derecho inter­
nacional general de las minorías”, en for­
mación, los derechos fundamentales de 
los Estados continúan primando sobre los 
derechos de las minorías.

b) “Campo reservado “ y
derecho internacional

Otro artículo del proyecto de Declara­
ción de 1990 trata de dar respuesta al



problema de la competencia exclusiva de 
los Estados. El artículo 5a parágrafo Ia: 
“Ninguna de las disposiciones de la pre­
sente Declaración impedirá el cumpli­
miento de las obligaciones internaciona­
les de los Estados en relación con las mi­
norías. En particular, los Estados cumpli­
rán de buena fe las obligaciones y los 
compromisos contraídos en virtud de los 
tratados y acuerdos internacionales en que 
sean partes”.

El objetivo de esta disposición es sub­
rayar que el respeto de los principios de 
soberanía y otros, no debe impedir el 
cumplimiento de las obligaciones interna­
cionales de los Estados en relación con 
las minorías. Se puede inferir entonces, 
que cuando un Estado no cumple de bue­
na fe con sus obligaciones internaciona­
les para con las minorías, pierde sus de­
rechos “superiores” y el ejercicio de los 
derechos de las minorías ya no está limi­
tado por el respeto de los principios pre­
citados.

La exigencia de un cumplimiento de 
buena fe de las obligaciones asumidas en 
virtud de los instrumentos internaciona­
les, no nos parece una respuesta clara al 
problema del “campo reservado". Habría­
mos preferido una formulación diferente, 
más clara. Desearíamos entonces ver el 
artículo 5a parágrafo Ia modificado de esta 
manera: "Ninguna de las disposiciones de 
la presente declaración podrá interpretar­
se en el sentido de que autoriza activida­
des contrarias a los propósitos y princi­
pios de las Naciones Unidas y, en particu­
lar, contrarias a la soberanía, la integri­
dad territorial y la independencia política 
de los Estados, siempre que éstos actúen 
de conformidad con todos los principios y

derechos enunciados en la presente De­
claración".

Esta fórmula negativa no puede dar 
lugar a equivocación alguna: la soberanía, 
la integridad territorial y la independen­
cia política sólo podrán ser respetadas en 
la medida en que el Estado respete a su 
vez los derechos de las minorías; en caso 
contrario, la amenaza contenida en nues­
tra propuesta de artículo 5a parágrafo Ia 
sería aplicable. El Estado quedaría al 
margen de la comunidad internacional y 
sería sancionado con el no respeto por la 
minoría de los principios precitados. La 
ventaja de esta formulación sería la de 
alinear nuestra propuesta de artículo 5a 
parágrafo Ia, sobre las disposiciones de 
otros instrumentos internacionales. Al 
presentar esta solución equilibrada entre 
los principios precitados y los derechos 
de las minorías, ello nos acercaría parti­
cularmente a la formulación del principio 
de libre determinación de la “Declaración 
relativa a los principios de derecho inter­
nacional que regulan las relaciones amis­
tosas y la cooperación entre los Estados 
de conformidad con la Carta de las Nacio­
nes Unidas” (Parágrafo 7a).8

Finalmente, corresponde reconocer que 
la existencia de disposiciones sobre el 
"campo reservado" no puede por sí sola 
quitar todo efecto a un instrumento inter­
nacional. En otras palabras, la enumera­
ción y alcance de los derechos protegidos 
en el proyecto de Declaración no determi­
nan por sí mismos el valor de ésta; ese 
valor reside igualmente en el conjunto de 
medidas destinadas a hacer respetar su 
ejercicio. Por consiguiente, son importan­
tes los medios para la puesta en práctica 
del proyecto de Declaración.

8) Esta Declaración 2625 (XXV), aprobada por unanimidad por la Asamblea General el 24 de octubre de 
1970, es considerada la fase más reciente, importante y precisa del desarrollo progresivo por las 
Naciones Unidas de los principios del derecho internacional, de conformidad con la Carta.



B. Medios para llevar
a la práctica la protección 
de las minorías

La aplicación de la protección de las 
minorías plantea dos grandes problemas. 
El primero se refiere a la naturaleza de 
las obligaciones impuestas a los Estados, 
es decir a la forma en que las disposicio­
nes convencionales obligan a los Estados. 
El segundo tiene relación con los medios 
que permiten controlar el respeto efectivo 
de los principios afirmados.

1) Características de las obligaciones
impuestas a los Estados

El proyecto de Declaración de 1990 
trata de precisar la naturaleza de las obli­
gaciones de los Estados. No obstante, esas 
precisiones son insuficientes.

aj Las precisiones del proyecto de
Declaración de 1990

Se dice principalmente en el artículo 2Q 
parágrafo 2a que todos los Estados se 
obligan a adoptar las medidas adecuadas, 
legislativas o de otro tipo, para prevenir y 
combatir toda actividad, comprendida la 
propaganda, que pueda amenazar la exis­
tencia o identidad de las minorías o afec­
tar el desarrollo de sus propias caracterís­
ticas. Una fórmula análoga se utiliza en el 
artículo 39 parágrafo 2S que estipula: todos 
los Estados tomarán medidas para crear 
condiciones que permitan a las minorías 
expresar libremente sus características y 
participar equitativamente en la vida del 
país. Una expresión similar se encuentra 
en el artículo 6a que declara: los Estados 
se esforzarán, según sus condiciones es­
pecíficas, por crear condiciones favorables 
para la protección y promoción de los de­
rechos de las minorías.

Todas estas fórmulas enuncian única­

mente obligaciones de adoptar medidas a 
cargo de los Estados. Estos tienen sólo la 
obligación de hacer lo que les sea posible 
para proteger y promover los derechos de 
las minorías, pero no están obligados a 
lograrlo, y las medidas a adoptar no están 
tampoco definidas. De esta forma, luego 
de haberse definido en forma restrictiva 
los derechos de las minorías, los Estados 
se reservan una cierta libertad de apre­
ciación en cuanto a los medios a aplicar, 
los objetivos a perseguir y los resultados 
a obtener. Es lamentable volver a encon­
trar en el proyecto de Declaración de 1990 
esta concepción negativa de los derechos 
de las minorías.

En definitiva, el proyecto de Declara­
ción de 1990 sólo contiene principios ge­
nerales que deberán, para ser aplicables, 
ser completados con la adopción de medi­
das de ejecución. Mientras no se adopten 
estas medidas complementarias, la De­
claración no podrá producir efecto alguno 
con respecto a las minorías o a los miem­
bros de éstas, y nadie podrá invocarla ante 
los tribunales nacionales. En la perspecti­
va de la protección de las minorías, que 
debería ser la única tomada en considera­
ción en esta Declaración, el sistema no 
parece muy satisfactorio.

b) Necesidad de nuevas precisiones

Para evitar que el proyecto de Decla­
ración de 1990 sea un texto vacío de sen­
tido, sería deseable la inserción de una 
propuesta de artículo suplementario que 
precisara las medidas de orden práctico a 
adoptar por los Estados con el fin de ase­
gurar a las minorías el goce de los dere­
chos que les son reconocidos. Esta pro­
puesta podría redactarse así: “Las medi­
das que los Estados tomarán a los efectos 
de asegurar el ejercicio efectivo de los 
derechos de las minorías, deberán com­
prender las que sean necesarias para ga­



rantizar la preservación, el desarrollo y la 
defensa de la identidad étnica, cultural, 
lingüistica y religiosa de las minorías. Los 
Estados permitirán a las minorías crear, 
si es necesario mediante subvenciones 
públicas, sus propias instituciones educa­
tivas y culturales, tales como bibliotecas, 
escuelas, museos, etc. "9

Esta propuesta establecerá, a cargo de 
los Estados, obligaciones de resultado 
acompañadas de directivas sobre la elec­
ción de medios. Las precisiones que com­
portan obligaciones de este tipo, permiten 
controlar si un Estado cumple de buena 
fe las disposiciones convencionales. Ac­
tualmente, ante la ausencia de tales pre­
cisiones en el proyecto de Declaración de 
1990 ¿es que existen otros medios para 
controlar el cumplimiento efectivo de la 
protección de las minorías?

2. Medios de control

La eficacia de cualquier sistema de 
protección radica, en gran medida, en los 
medios de control o de garantía que esti­
pula. El principio de la necesidad de es­
tos medios de control es aceptado en ma­
teria de derechos humanos, aun cuando 
en la práctica existen dificultades. En su 
estado actual, el proyecto de Declaración 
de 1990 sólo contiene algunas medidas 
de control internacional.

a) Procedimiento de recursos
a garantir en el plano interno

Sería deseable que el proyecto de De­
claración de 1990 contuviera medios in­
ternos de control del cumplimiento de sus

disposiciones. Los Estados podrían com­
prometerse a asegurar alas minorías como 
también a las personas integrantes de és­
tas, una protección y un procedimiento 
de recursos efectivos ante tribunales na­
cionales y otras instituciones estatales 
competentes, contra todo acto violatorio 
de derechos colectivos reconocidos a los 
primeros y de derechos individuales acor­
dados a los últimos.10 También podría 
garantizarse el derecho de demandar ante 
los tribunales satisfacción o reparación 
justa y equitativa por todo daño de que 
puedan ser víctimas los beneficiarios de 
los derechos, como consecuencia de tales 
actos.11 Además, la acción judicial debería 
ser completada con medidas de orden ad­
ministrativo y político. En efecto, teniendo 
en cuenta las tradiciones de cada país, 
debería considerarse si en la Declaración 
podría preverse la creación de un órgano 
como el “comisionado parlamentario" o 
el “ombudsman", encargado de encontrar 
soluciones de conciliación previamente a 
toda demanda judicial y, si los medios de 
conciliación no alcanzaran, ese Comisio­
nado o Ombudsman pudiera acudir ante 
el Parlamento e incluso ante la justicia.

b) Medios internacionales
de control propuestos

Para que la Declaración sea aplicada 
con la mayor eficacia posible en el seno 
de las instituciones del sistema de las Na­
ciones Unidas y de los organismos que se 
ocupan de los derechos humanos, el Grupo 
de Trabajo aprobó el artículo 8S que ex­
presa: "Los órganos y organismos espe­
cializados del sistema de las Naciones

9) Ver igualmente la proposición soviética hecha en 1952 en ocasión de la redacción del articulo 27 del 
Pacto. Naciones Unidas doc. A/2929, p. 197, E/CN.4/SR. 368, p.4.

10) Ver artículo 7 de la Declaración de Naciones Unidas y artículo 6 de la Convención internacional sobre 
la eliminación de todas las formas de discriminación racial.

11) Idem.



Unidas contribuirán a la plena realización 
de los derechos y principios enunciados 
en la presente Declaración, en sus res­
pectivas esferas de competencia."

Por otra parte, se puede pretender que 
en una segunda fase de elaboración de 
normas protectoras de las minorías, por 
ejemplo una convención, se prevean otros 
medios internacionales - informes perió­
dicos de los Estados partes, comunicacio­
nes ínter-estatales, comunicaciones indi­
viduales12 - para permitir el control por 
parte de Naciones Unidas del cumpli­
miento de la Convención. La eficacia de 
estos medios de control podría ser grande 
si, entre otros, la acción de las institucio­
nes creadas a este efecto fuera amplia­
mente difundida y si un número conside­
rable de Estados se constituyera en parte 
de la Convención. La publicidad y la uni­
versalidad pueden así ser elementos im­
portantes para el desarollo de la audien­
cia y, por lo tanto, de la acción de los 
organismos de control internacional.

Conclusión

Una declaración solemne de las Nacio­
nes Unidas sobre derechos de las mino­
rías tendrá una fuerza política y moral 
considerable, y contribuirá a la creación 
de reglas consuetudinarias fundadas en 
sus disposiciones. Ella otorgará además 
legitimidad a las reclamaciones de las 
personas pertenecientes a minorías y a

los grupos minoritarios. Podrá ser segui­
da por una Convención sobre derechos 
de las minorías, la que tendrá carácter 
obligatorio para los Estados partes. Pero 
no deberán realizarse tales progresos al 
precio de una concepción restrictiva de 
los derechos de las minorías. En su forma 
actual, el proyecto de “Declaración sobre 
los derechos de las personas pertenecien­
tes a minorías nacionales o étnicas, reli­
giosas o lingüisticas", acuerda derechos 
que no son muy satisfactorios.

A fin de no decepcionar las esperan­
zas de las minorías, todo texto que les 
esté destinado debe, entre otras cosas, 
reconocerlos en su existencia comunita­
ria y afirmar sus derechos en tanto que 
colectividades. Las medidas de protección 
deben comprender medios de control efi­
caces del cumplimiento de los derechos 
acordados, así como procedimientos ágiles 
que permitan a las minorías- como indivi­
duos o colectividades - demandar repara­
ción en caso de violación de sus dere­
chos.

Hace más de cuarenta años que la or­
ganización de las Naciones Unidas trata 
la elaboración de un instrumento de pro­
tección general de todas las minorías: la 
primera decisión fue tomada en 19481  ̂y 
ha sido necesario esperar treinta años para 
que fuera creado un Grupo de Trabajo y 
aún doce años para terminar la primera 
lectura del proyecto de Declaración. Es 
tiempo ya de que las discusiones lleguen 
a su fin.

12) Se trata de tres mecanismos destinados a permitir a los órganos creados en virtud de Convenciones 
internacionales sobre derechos humanos, controlar su cumplimiento por los Estados partes en esas 
Convenciones.

13) Resolución 217 c (III) de la Asamblea General del 10 de diciembre de 1948, titulada "Destino de las 
minorías", ver Naciones Unidas, doc. A/784.



Hacia un nuevo sistema de supervisión 
para la Carta Social Europea*

Ineke Boeieíijn, Aalt-Willem Heringa, Jeioen G.C. Schokkenbroek**

I. Introducción

Es un hecho conocido que la Carta So­
cial Europea (CSE) del Consejo de Europa 
no ha sido un instrumento de derechos 
humanos que haya obtenido éxito, puesto 
que se le compara con su contrapartida 
en materia de derechos políticos y civiles, 
el Convenio Europeo de Derechos Huma­
nos (CEDH). Particularmente en lo que se 
refiere a la eficacia del sistema de super­
visión.

Durante muchos años, el mecanismo 
de supervisión de la Carta ha sido critica­
do tanto por los universitarios como por 
la Asamblea Parlamentaria del Consejo de 
Europa1. Sin embargo, estas críticas pa­
recen haber producido resultados míni­
mos. Ahora bien, es muy oportuno que 
las Conclusiones de la Presidencia de la 
Conferencia Ministerial sobre Derechos 
Humanos (Roma, noviembre de 1990), 
reconocieran que es necesario dar un ím­
petu renovado a la CSE e invitasen al Co­
mité de Ministros del Consejo de Europa, 
a tomar las medidas necesarias para efec­

tuar un estudio detallado del cometido, 
contenido y funcionamiento de la CSE. Las 
conclusiones piden además que este 
estudio sea llevado a cabo “resuelta y di­
ligentemente", de tal forma que pueda 
estar terminado en octubre de 1991, en 
oportunidad del 30s aniversario de la fir­
ma de la Carta.

La CIJ se alegra del examen que se 
está llevando a cabo actualmente para 
realizar posibles mejoras en la CSE y sub­
raya la necesidad urgente de dar pasos 
concretos hacia un sistema europeo efi­
caz para la protección de los derechos 
económicos y sociales, que merezca ser la 
digna contrapartida de la Convención Eu­
ropea de Derechos Humanos.

La CIJ considera que en esta fase de­
berá concentrarse mayor atención en el 
refuerzo del sistema de supervisión, que 
en la corrección de derechos substantivos. 
Aunque sean apropiadas las tentativas 
para volver a redactar los derechos de la 
Carta, así como para hacerlos más preci­
sos o más justiciables, parece más fácil 
de lograr, sin embargo, la reestructuración

* Este artículo es una versión resumida de un documento que ha sido sometido por la Comisión 
Internacional de Juristas (CIJ) en mayo de 1991 al Comité ad hoc para la Carta Social Europea. Al texto 
original, adoptado ahora oficialmente por el Consejo de Europa (Doc. Charte/REL (91) 14), ha sido 
añadida una lista de las enmiendas propuestas a la Carta.

** Boerefijn es investigador del Instituto Holandés de Derechos Humanos (SIM) de la Universidad de 
Utrecht y preside actualmente el NJCM, sección holandesa de la CIJ; Heringa es catedrático de 
derecho constitucional en la Universidad de Maastricht; Schokkenbroek es profesor de derecho cons­
titucional en la Universidad de Leiden, coordinador de su Centro para Estudios de Derechos Humanos 
y representante de la CIJ ante el Consejo de Europa. Los dos últimos son también coeditores de la 
Revista Holandesa de Derechos Humanos (NJCM-Bulletin).

1) Veáse, por ejemplo, David Harris, "El sistema de supervisión de la Carta Social Europea - problemas y 
opciones para el futuro", en: Lammy Betten, David Harris, Teunn Jaspers (edits.). “El futuro de la 
Política Social Europea" (Utrecht 25 y 26 de abril de 1989). Veáse igualmente, entre otras declaraciones 
de la Asamblea Parlamentaria, la Recomendación 649 (1977).



del sistema de supervisión. Más impor­
tante aún, como más adelante veremos, 
es que los principales defectos de la CSE 
residen en esto último y no tanto en sus 
disposiciones substantivas. Por tanto, la 
CIJ sostiene que debe darse prioridad a 
la reorganización del procedimiento de 
supervisión. Los párrafos siguientes tra­
tarán sólo de este aspecto.

La CU no pretende presentar un estu­
dio completo de los defectos del sistema 
actual y de todas las soluciones imagina­
bles. Su documento sólo pretende ofrecer 
algunas ideas y proposiciones sobre cier­
tos aspectos que estima constituyen el 
centro de la cuestión.

El documento consta de dos partes. En 
la primera (Capítulo II), se hacen pro­
puestas para modificar la posición del Co­
mité de Expertos Independientes, para 
introducir un procedimiento de acceso 
para las ONG y mejorar la contribución de 
éstas al sistema de supervisión. Las me­
didas propuestas requieren enmiendas de 
la Carta. La segunda parte (Capítulo m) 
está centrada en las medidas prácticas y 
concretas destinadas a mejorar el sistema 
de presentación de informes en virtud de 
la CSE. Esto puede ser llevado a cabo sin 
reestructuración del sistema actual. Sin 
embargo, no debe ser considerado como 
una solución de reemplazo para los cam­
bios básicos necesarios que se proponen 
en el capítulo n, sino como medidas que 
pueden desempeñar un papel positivo.

II. Reorganización del sistema 
de supervisión

General

La puesta en práctica eficaz de las 
obligaciones comprendidas en la Carta 
Social Europea está condicionada a la 
estructura y funcionamiento de los orga­
nismos de supervisión. Los Estados con­
tratantes informan con intervalos de dos

años sobre la puesta en práctica de las 
disposiciones de la Parte II de la Carta, 
como ellos lo han aceptado (Artículo 21 
CSE). Sus informes son examinados por 
un Comité de Expertos (Artículo 25). Los 
informes de los Estados Partes y las Con­
clusiones de este Comité de Expertos son 
sometidos a un Subcomité del Comité So­
cial gubernamental del Consejo de Europa 
(Artículo 27). La Asamblea Parlamentaria 
comunica sus puntos de vista sobre las 
Conclusiones del Comité de Expertos al 
Comité de Ministros (Artículo 28). Final­
mente, por una mayoría de dos tercios, el 
Comité de Ministros puede, basándose en 
el informe de la Subcomisión y después 
de conocer la opinión de la Asamblea Par­
lamentaria, hacer a cada Parte Contratante 
cualquier recomendación que estime ne­
cesaria (Artículo 29).

Este procedimiento de supervisión es 
complicado y generalmente no conduce a 
resultados netos. Los principales defec­
tos en el funcionamiento y organización 
del procedimiento de supervisión son:

a) a pesar de que se han observado con 
frecuencia, en particular por el Comité 
de Expertos, omisiones en el cumpli­
miento de la Carta, el Comité de Mi­
nistros nunca se ha aventurado a ha­
cer una recomendación a la Parte Con­
tratante;

b) las relaciones entre los cuatro órganos 
del procedimiento de supervisión no 
están muy claras; las Conclusiones del 
Comité de Expertos, sin duda alguna 
son autorizadas, pero pueden ser im­
pugnadas, puestas a un lado e incluso 
ignoradas por el Subcomité o por el 
Comité de Ministros. Ningún organis­
mo es competente para dar una opinión 
final acerca del significado de cualquier 
disposición de la Carta. Los dos princi­
pales organismos del sistema de su­
pervisión (Comité de Expertos y Sub­
comité) disienten en cuanto a la inter­
pretación de algunos artículos;



c) la contribución de los sindicatos u or­
ganizaciones de empleadores ha sido 
rara. En la maquinaria de la CSE, la 
estructura institucional para la contri­
bución de éstas y otras ONG no ha 
sido la más apropiada para estimular 
su contribución (lo que contrasta, por 
ejemplo, con la estructura tripartita de 
la OIT);

d) el procedimiento de consideración de 
los informes exige mucho tiempo, has­
ta el punto que las Partes Contratantes 
envían sus nuevos informes sin que el 
ciclo previo haya sido completado.

En este capítulo se hacen algunas pro­
posiciones para remediar los defectos an­
teriormente mencionados.

1. Comité de Expertos

La conveniencia de una interpretación 
objetiva y autorizada de la CES es indis­
cutible. El Comité de Expertos está com­
puesto por expertos independientes y, 
como lo hace notar David Harris, "el Co­
mité de Expertos es, como él lo pretende, 
el organismo más calificado para dar una 
opinión objetiva y jurídica”.  ̂ Aunque la 
CSE trate parcialmente cuestiones políti­
cas, es importante hacer notar que las 
Conclusiones del Comité de Expertos 
muestran que una interpretación jurídica 
de las normas de la CSE es muy posible, y 
que puede convertirse en un precedente 
importante. El Comité de Expertos des­
empeña ya un importante cometido en lo 
que se refiere a la interpretación y desa­
rrollo de la CSE. Las nuevas proposiciones 
deberán estar vinculadas a esta realidad 
y tender a reforzar la función "legal” del

Comité de Expertos.
La autoridad de la Carta como instru­

mento para la protección de los derechos 
humanos será ciertamente incrementada 
por la puesta en relieve del enfoque jurí­
dico del trabajo del Comité de Expertos. 
Debería ser competencia de este Comité 
establecer las normas y obligaciones 
exactas contenidas en la Carta y clarificar 
a qué respecto y en qué proporción la 
Carta deja un margen discrecional a las 
Partes Contratantes. El refuerzo de la po­
sición del Comité de Expertos debería 
abarcar tanto su composición, como sus 
poderes.

Actualmente, el Comité está compues­
to por siete miembros (Artículo 25, inciso
1 CSE). Habida cuenta de su carga de 
trabajo y de la conveniencia de ampliar 
sus actividades en virtud de la Carta, el 
Comité resulta pequeño. Una posibilidad 
puede ser la de asociar la composición 
del Comité con el número de Estados que 
han ratificado la Carta.3

Naturalmente, la Asamblea Parlamen­
taria debería estar implicada en la elec­
ción de los miembros del Comité. La 
Asamblea Parlamentaria desempeña ac­
tualmente un cometido muy estimulante 
en el desarrollo de la Carta y lleva a cabo 
grandes esfuerzos para incrementar su 
impacto. El procedimiento de elección sir­
ve también para subrayar la independen­
cia de los miembros del Comité; por ello 
se propone dar a la Asamblea poderes 
para elegir a los miembros del Comité de 
Expertos, a partir de una lista de perso­
nas propuestas por las Partes Contra­
tantes.4

Como ha sido indicado anteriormente, 
es igualmente necesario ampliar los po-

2) David Harris, La Carta Social Europea, 1984, pág. 231
3) Veáse Artículo 20 CEDH en relación con la composición de la Comisión Europea de Derechos Hu­

manos.
4) Veáse Artículo 39 CEDH sobre el procedimiento de elección de los miembros del Tribunal Europeo de 

Derechos Humanos.



deres del Comité de Expertos. Una re­
estructuración eficaz del procedimiento de 
supervisión requiere el refuerzo de un ór­
gano (por ejemplo el Comité de Expertos) 
con respecto a los otros órganos de la 
Carta y además exige la reducción y sim­
plificación del procedimiento. En el pro­
cedimiento actual participan el Comité de 
Expertos, el Subcomité, la Asamblea Par­
lamentaria y el Comité de Ministros, lo 
que es largo e innecesariamente compli­
cado y da lugar a conflictos y desacuer­
dos entre los órganos. El procedimiento 
propiamente dicho no es claro e incluso, 
lo que es peor, sus resultados son con 
frecuencia confusos debido a opiniones 
contradictorias de los diversos órganos. 
Estos suelen diferir en cuanto a la inter­
pretación de la Carta, el incentivo de la 
Carta para los Estados Contratantes y so­
bre la observancia de la misma.

Se considera que al Comité de Exper­
tos debería serle confiado el poder exclu­
sivo de interpretar y explicar las disposi­
ciones de la CSE, así como de diferenciar 
reglas y conceptos. Esta función jurídica 
debería ser distinguida del cometido más 
político de la Carta, para estimular a las 
Partes Contratantes a que paulatinamente 
pongan en práctica la CSE. A este respec­
to, los Estados disponen de un margen de 
discreción para elegir los medios y selec­
cionar los objetivos a corto plazo. Llevar a 
cabo esta función programática de la Car­
ta entra dentro de la competencia del 
[Subcomité]5 del Comité de Ministros y 
de la Asamblea Parlamentaria. Cierta­
mente, las Conclusiones del Comité de 
Expertos muestran ya un aspecto más li­
mitado con respecto a estos artículos pro­
gramáticos encarados con “carácter diná­
mico” (por ejemplo, Artículo 1 inciso 1, 
Artículo 2 inciso 2, Artículo 12 inciso 3 y

Artículo 18 inciso 2). En estos casos el 
Comité no prescribe criterios precisos, sino 
que pide a los Estados Contratantes que 
indiquen si han sido realizados “progre­
sos". Por consiguiente, parece posible y 
factible dejar al Comité de Expertos la 
función casi legal de interpretar la Carta 
(inclusive la identificación de las reglas 
"duras" y las obligaciones mínimas, por 
un lado, y las disposiciones programáti­
cas por otro) y a los otros órganos la tarea 
de urgir la puesta en ejecución paulatina 
de la Carta.

Los órganos de la CSE, distintos del 
Comité de Expertos, tendrían que tomar 
como punto de partida para sus delibera­
ciones no sólo el texto de la Carta, sino 
también las Conclusiones del Comité de 
Expertos, las cuales tal como como se su­
giere, pasarían a tener fuerza obligatoria 
hasta donde constituyan una interpreta­
ción de la Carta y/o una conclusión acer­
ca de si sus disposiciones han sido 
cumplidas. La Carta debería establecer 
que estas Conclusiones tienen fuerza vin­
culante.

2. Introducción de un sistema
de quejas o comunicaciones

Las proposiciones hechas anterior­
mente para reforzar la Carta y su sistema 
de supervisión, probablemente no serán 
suficientes para hacer revivir la Carta y la 
puesta en práctica de sus derechos so­
ciales. Por consiguiente, se propone dar 
un paso más en implantar un procedi­
miento de comunicaciones. La idea de un 
procedimiento para tratar las quejas indi­
viduales no es en realidad nueva. Fue 
propuesta ya en 1978 por la Asamblea 
Parlamentaria®, pero nunca llegó a ser 
implantada.

5) Teniendo en cuenta la propuesta de suprimir el Subcomité a fin de simplificar el sistema de super­
visión (opción tres, Capítulo II, párrafo 3 in fine), su nombre ha sido puesto entre paréntesis.

6) Recomendación 839, Textos adoptados, septiembre de 1978



Una las posibles razones de que se 
haya hecho caso omiso de esta Recomen­
dación puede haber sido la idea de que 
las disposiciones de la Carta no son apro­
piadas para las quejas individuales y los 
procedimientos jurídicos. Con frecuencia 
se pretende que no son justiciables. Al­
gunos artículos de la Carta parecen ver­
daderamente poco adaptados para recla­
maciones individuales, porque tratan con 
frecuencia de circunstancias generales y 
de “derechos" de los grupos. Por otra 
parte, debe ser reconocido que un pro­
cedimiento de reclamaciones puede dar 
un impulso enorme a la protección ofre­
cida por la Carta y a su autoridad. Nuestra 
proposición trata de conciliar las ventajas 
de un procedimiento de quejas con el 
carácter especial de las garantías de la 
CSE.

Proponemos que sea dada a las Orga­
nizaciones No Gubernamentales (ONG) la 
posibilidad de someter quejas sobre la 
base de que la Parte Contratante contra 
la cual se presenta la comunicación, viola 
sistemáticamente una disposición de la 
Carta. El derecho a someter comunicacio­
nes debería estar limitado a las ONG par­
ticularmente calificadas en una materia 
regulada por la Carta. El Comité sería 
competente exclusivamente para formu­
lar una decisión acerca de la admisibilidad 
(¿El denunciante es una ONG? ¿Se trata 
de una ONG especialmente calificada? 
¿Está calificada en lo que se refiere al 
Artículo de la CSE que, según pretende, 
ha sido violado? ¿El Estado demandado 
ha ratificado el Artículo especial invocado 
por la ONG?), para establecer los hechos 
y dar una opinión acerca de si esos he­
chos configuran una infracción por el 
Estado de sus obligaciones en virtud de 
la CSE.

Las opiniones del Comité de Expertos 
sobre los hechos y sobre el (incumpli­
miento de la Carta, no son compulsivas 
para las dos Partes interesadas (por ejem­
plo la ONG y el Estado), ni para otras

Partes Contratantes. Pero cabe esperar 
que las opiniones del Comité de Expertos 
sean consideradas como interpretación 
autorizada de la Carta y que por consi­
guiente tengan un impacto legal. De 
acuerdo con el propuesto carácter vincu­
lante de las Conclusiones del Comité de 
Expertos (véase Cap. II, párr. 1) puede 
ser estipulado en la Carta que las opinio­
nes del Comité obligan a los otros órga­
nos de la CSE.

Los cometidos de [el Subcomité], la 
Asamblea Parlamentaria y el Comité de 
Ministros se limitarán a urgir a las Partes 
Contratantes para que hagan lo posible 
por ir hacia una puesta en práctica paula­
tina de la CSE. Además, el Comité de Mi­
nistros deberá promover la observancia 
de las opiniones formuladas por el Comité 
de Expertos con respecto a las quejas de 
las ONG.

Este procedimiento daría a las ONG, 
en particular a los sindicatos y a las orga­
nizaciones de empleadores, un papel ex­
plícito en el procedimiento de supervisión. 
Puede estimular también su interés y su 
contribución a una aplicación eficaz de la 
Carta.

3. Cometido de las ONG en 
el sistema de presentación 
y estudio de los informes: 
tres opciones para mejorarlo

Otro defecto importante en el procedi­
miento de supervisión de la CSE es la 
participación insuficiente de las ONG. Para 
remediar esta situación se proponen tres 
opciones.

La primera opción consiste en la re­
estructuración del Subcomité. Actual­
mente, el Subcomité está compuesto ex­
clusivamente por representantes de los 
gobiernos. Habida cuenta de la estructu­
ra tripartita de la OIT, que parece funcio­
nar satisfactoriamente, y del hecho de que 
los Gobiernos tienen también un puesto 
en el Comité de Ministros, puede muy



bien sostenerse que el Subcomité sea 
transformado en un orgáno tripartito (co­
mo el Comité de la Conferencia de la OIT). 
Su composición podría ser entonces: 4 
miembros por cada Estado Contratante, 
incluidos 2 representantes gubernamen­
tales, 1 representante sindical y 1 repre­
sentante de las organizaciones de em­
pleadores7. Esta composición da una am­
plia garantía para que presten una con­
tribución eficaz las ONG más interesadas 
en lo relativo a la Carta; refuerza el im­
pacto y la autoridad de la CSE; y facilitará 
también la determinación de los hechos 
por los órganos de la CSE. Por consi­
guiente, dará una mejor garantía de que 
las decisiones de los órganos de supervi­
sión reposan en hechos pertinentes y ac­
tuales.

La segunda opción deja intacta la 
composición del Subcomité (y por consi­
guiente también la superposición entre el 
Subcomité y el Comité de Ministros). La 
participación dé las ONG y su importante 
cometido en la evaluación de las políticas 
gubernamentales y en el suministro de 
(contra)informadones, debería ser asegu­
rada entonces por el fortalecimiento y 
ampliación del estatuto consultivo de las 
ONG. Actualmente las posibilidades para 
consultar a las ONG son limitadas (véase 
Artículo 27 parágrafo 2 de la Carta).

En esta segunda opción, el Subcomité 
debería dar amplias posibilidades para 
consultar a las ONG internacionales y na­
cionales, especialmente calificadas en los 
asuntos regulados por la Carta y que han 
mostrado un interés en el examen de los 
informes del Estado (por ejemplo, al ha­
ber presentado comentarios acerca de un 
informe nacional). A este respecto, es 
también de desear que sea ampliado el 
alcance del Artículo 23 de la CSE. De 
acuerdo con esta disposición, las organi­

zaciones nacionales que son miembros de 
las organizaciones internacionales de em­
pleadores o de sindicatos, recibirán co­
pias de los informes nacionales; sus co­
mentarios deberán ser transmitidos por 
la Parte Contratante al Secretario Gene­
ral. Para crear una mayor participación en 
la Carta a escala nacional, parece conve­
niente dar a las organizaciones naciona­
les calificadas la oportunidad de estar in­
formadas y de comunicar sus comenta­
rios. Ahora bien, esto mantendría la com­
plicada estructura actual del sistema de 
supervisión.

La tercera opción, de mucho mayor al­
cance, pero más atractiva, sería la supre­
sión del Subcomité y la creación de un 
estatuto consultivo para las ONG ante el 
Comité de Expertos, de conformidad con 
el plan indicado anteriormente en la op­
ción dos. Esta tercera opción evitaría la 
actual superposición de funciones entre 
el Subcomité y el Comité de Ministros y 
de este modo simplificaría el procedi­
miento de estudio de informes. Permitiría 
la entrada de información de las ONG ca­
lificadas en la primera fase del ciclo de 
supervisión. A nuestro parecer, ésto no 
sólo sería ventajoso para las ONG, sino 
también para el sistema de supervisión 
como un todo, cuya “economía de proce­
dimiento” estaría mejor servida ya en su 
primera fase por las aportaciones de las 
ONG.

III. Mejoramiento del sistema de 
consideración de informes: 
cambio del método

1. General

Tal y como está, el sistema de supervi­
sión de la Carta está basado exclusiva-

7) En la Recomendación 839, la Asamblea Parlamentaria propuso también estos cambios en 1978.



mente en los informes periódicos presen­
tados por los Estados partes a la CSE .̂ 
Especialmente en el caso de los derechos 
económicos y sociales, es importante que 
el procedimiento de información sea firme 
y eficaz. La ventaja principal del procedi­
miento de análisis de los informes es la 
de que la periodicidad del sistema per­
mite una discusión sostenida acerca de la 
puesta en práctica de la Carta.

Ahora bien, es inherente a este siste­
ma que los informes sometidos por los 
Gobiernos, no son totalmente objetivos. 
Los Estados Partes, generalmente ha­
blando, no tienen una inclinación natural 
a someter informaciones que puedan 
proyectar una luz desfavorable sobre su 
gestión. Esta situación sólo puede ser 
mejorada si los órganos de supervisión 
tienen la oportunidad de recibir y tener 
en cuenta informaciones de otras fuentes, 
tales como las Organizaciones No Guber­
namentales o expertos, o que sean el re­
sultado de investigaciones realizadas por 
(los miembros de) los órganos supervi­
sores. Estas posibilidades deberían ser 
incluidas en la CSE. El problema discutido 
aquí no es específicamente de la CSE, sino 
que ha surgido también en otros foros, 
especialmente en el procedimiento super­
visor de las Naciones Unidas. Dentro de 
la estructura del sistema de presentación 
de informes de las Naciones Unidas, se 
han celebrado discusiones sobre cómo re­
solver el problema.9 Aun cuando los 
problemas hallados por los organismos 
supervisores de las Naciones Unidas son

de naturaleza algo diferente, puede ser 
útil tener presente en la mente las solu­
ciones allí propuestas, cuando se revise 
el procedimiento de la CSE.

2. Forma y contenido de los informes

(i) Directrices para informar

Algunos informes, cuando son presen­
tados, no contienen informaciones acerca 
de todas las disposiciones pertinentes ni 
respuestas a todas las preguntas hechas 
por los Expertos en el ciclo precedente. 
Para remediar esta situación se han pro­
puesto varias mejoras. Una necesidad bá­
sica preliminar que deberá ser satisfecha 
es el refuerzo del Secretariado, tanto en lo 
que se refiere a su presupuesto, como al 
número de sus colaboradores. Es obvio 
que la situación presente no permite al 
Secretariado llevar a cabo todas sus ta­
reas actuales. Será imposible confiarle aún 
un número mayor de tareas, si las condi­
ciones de trabajo no son mejoradas.

Dentro del sistema de Naciones Uni­
das, los organismos supervisores tienen 
directrices en lo que se refiere a la forma 
y contenido de los informes que deben 
presentar los Estados Partes. Esto puede 
ser visto sólo como una cuestión de for­
ma, pero es verdad que tales directrices 
son de gran ayuda tanto para los Estados 
partes que preparan sus informes, como 
para los organismos supervisores que los 
discuten. Es aconsejable que el Comité 
de Expertos revise las directrices exis-

8) Artículos 21 y 22
9) La reunión de presidentes de los distintos órganos de supervisión recomendó que fuese llevado a 

cabo un estudio acerca de los problemas con que se enfrentaban. La recomendación fue respaldada 
por la Asamblea General (párrafo 15 (a) de la resolución 43/15) y por la Comisión de Derechos 
Humanos (párrafo 5 de la resolución 1989/47). El estudio tuvo como resultado el informe "Puesta en 
práctica eficaz de los instrumentos internacionales de derechos humanos, con inclusión de las obliga­
ciones de presentar informes conforme a los instrumentos internacionales de derechos humanos", 
(UN Doc. A/44/668, 8 de noviembre de 1989). El estudio fue llevado a cabo por Philip Alston y se 
celebraron discusiones sobre cómo dar efecto a las recomendaciones.



tentes y las adapte a las cambiantes 
necesidades y circunstancias, haciéndo­
las lo más detalladas posible.

Las directrices deberán indicar explíci­
tamente que los Estados no sólo deben 
informar acerca de los resultados positivos 
obtenidos en el período objeto del informe, 
sino también de las dificultades halladas 
para aplicar las normas de la CSE, así como 
sobre las medidas que el Estado está to­
mando para salvar dichas dificultades. En 
la revisión de las directrices, el Comité 
podría inspirarse en las directrices adop­
tadas recientemente por el Comité de Na­
ciones Unidas sobre Derechos Económi­
cos, Sociales y Culturales. 10

Es importante que los representantes 
de los gobiernos estén presentes durante 
la discusión de sus informes, pero evi­
dentemente ésto sólo será eficaz si los 
representantes están debidamente pre­
parados con antelación.

Una práctica desarrollada en el Comité 
de Derechos Humanos de Naciones Uni­
das, puede ser utilizada también por los 
expertos que supervisan la CSE. Un Grupo 
de Trabajo del Comité prepara una lista 
de preguntas, la cual es enviada al Go­
bierno interesado antes de que se proce­
da al examen de su informe. El resultado 
de este procedimiento es que los repre­
sentantes gubernamentales están bien 
preparados durante las discusiones, lo que 
permite mantener un diálogo constructivo.

(ii) Establecimiento de un Centro de 
documentación de datos sociales, 
económicos y  culturales

Con el fin de mejorar el nivel y la can­
tidad de información puesta a disposición 
de los órganos supervisores, sugerimos

que se considere el establecimiento de 
una base de datos que contenga estadís­
ticas actualizadas sobre derechos econó­
micos, sociales y culturales. Aun cuando 
esta informatización exige una considera­
ble inversión inicial, pensamos que esa 
fuente de información es indispensable 
tanto para el Secretariado, como para los 
expertos. Dado que un centro de docu­
mentación sería de la mayor utilidad no 
sólo en el marco de la CSE, sino también 
para el Consejo de Europa y sus Estados 
miembros en general, parecería indicado 
darle el estatuto de una unidad separada 
dentro del Secretariado del Consejo de 
Europa. La base de datos debería ser es­
tablecida y mantenida al día en colabo­
ración con las instituciones nacionales 
apropiadas que colectan y conservan da­
tos sociales y económicos. Debería tratar­
se de crear una norma común para la pre­
sentación de informaciones por las insti­
tuciones nacionales, a fin de conseguir su 
compatibilidad y facilitar la comparación 
entre los Estados que informan.

3. Examen de los informes

Bajo el sistema de informes al Comité 
de Derechos Humanos de Naciones Uni­
das, los Gobiernos están representados 
en los órganos supervisores, por lo que 
los miembros pueden formular sus pre­
guntas y obtener inmediatamente una 
contestación. La finalidad de los contac­
tos directos es el establecimiento de un 
diálogo constructivo entre los represen­
tantes de los Gobiernos y el Comité. A 
nuestro parecer, esta práctica podría ser 
igualmente útil para la CSE.

Los comités de las Naciones Unidas no 
pueden formular recomendaciones dirigi-

10) Puesta en práctica del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, Directrices 
revisadas adoptadas por el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, en su quinto 
período de sesiones (26 noviembre -14 diciembre de 1990).



das a un solo Estado Parte.11 El sistema 
CSE es, por lo menos en teoría, más fuerte 
a este respecto. La posibilidad de que los 
órganos supervisores hagan recomenda­
ciones a un Estado específico, deberá ser 
por consiguiente mantenida, aunque es 
evidente que el Comité de Ministros de­
bería renunciar a su actual moderación 
para tomar esta vía de acción. Esas reco­
mendaciones no tienen porqué llegar for­
zosamente a censuras, sino que serán 
primeramente un medio de asistencia a 
los Estados Partes, ya que pueden ayu­
darles a aclarar las obligaciones que han 
contraído. Puede considerarse que un re­
forzamiento de este aspecto procura un 
medio de controlar el cumplimiento de las 
recomendaciones hechas. Los expertos 
deberán tener la oportunidad de investi­
gar cómo el Estado interesado está po­
niendo en práctica las recomendaciones 
hechas y, probablemente, con qué dificul­
tades tropieza. Este diálogo puede ser 
cumplido con el nombramiento de un re­
lator que permanezca en contacto con el 
Estado interesado1^. Es importante que 
los expertos redacten sus recomendacio­
nes de forma tal que esté claro cuáles son 
las medidas que los Estados Partes tienen 
que tomar, o que resultados concretos de­
ben ser obtenidos dentro de un plazo de­
terminado.

En cuanto a la periodicidad de los in­
formes, es evidente que el procedimiento 
debería ser acelerado. El procedimiento 
actual da como resultado que el Comité

de Ministros envíe sus recomendaciones 
cerrando el ciclo de supervisión, casi cua­
tro años después del período de super­
visión. Ahora bien, nosotros no somos fa­
vorables a la extensión del período de 
presentación de informes hasta tres o 
cuatro años. El período de dos años debe 
ser mantenido, habida cuenta de la rapi­
dez y a veces considerable magnitud de 
los cambios en los derechos sociales de 
los Estados Partes.

IV. Observaciones finales

Es evidente que el funcionamiento del 
sistema de supervisión de la Carta deja 
mucho que desear y que son necesarios 
cambios importantes para incrementar su 
eficacia.

Sin embargo, nosotros subrayamos 
que, para que un franco mejoramiento sea 
llevado a cabo, es imperativo que los Es­
tados Partes actúen de conformidad con 
el compromiso expresado durante la Con­
ferencia Ministerial en Roma. Cualquier 
clase de mejora de la Carta que no fuere 
genuina y sustancial, equivaldrá a un se­
rio golpe para la causa de la protección 
de los derechos sociales a nivel paneuro- 
peo. El debate sobre los defectos del sis­
tema actual puede no ser nuevo, pero la 
oportunidad para ponerle remedio sí lo 
es. Esperemos que el 30a aniversario de 
la Carta en octubre de 1991, sea cierta­
mente un motivo de celebración.

11) Aun cuando muchos de los tratados de las Naciones Unidas dan potestad para “comentarios gene­
rales", este poder de los comités no es interpretado de esa forma. En muchos casos éstos sólo dan 
interpretaciones de las disposiciones del tratado sobre la base de los informes presentados.

12) Podría considerarse también dar poderes al Comité de Expertos para que envíe una misión de 
contacto directo a un Estado Parte (análoga a las misiones de la OIT).



TEXTOS BASICOS

Protocolo Adicional a  la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos, 
en Materia de Derechos Económicos, 

Sociales y Culturales 
“Protocolo de San Salvador”*

Preámbulo

Los Estados Partes en la Convención Americana sobre Derechos Humanos "Pacto de San 
José de Costa Rica”.

Reafirmando su propósito de consolidar en este Continente, dentro del cuadro de las 
instituciones democráticas, un régimen de libertad personal y de justicia social, fundado en el 
respeto de los derechos humanos esenciales del hombre;

Reconociendo que los derechos esenciales del hombre no nacen del hecho de ser nacional 
de determinado Estado, sino que tienen como fundamento los atributos de la persona humana, 
razón por la cual justifican una protección internacional, de naturaleza convencional, coadyuvante 
o complementaria de la que ofrece el derecho interno de los Estados americanos;

Considerando la estrecha relación que existe entre la vigencia de los derechos económicos, 
sociales y culturales y la de los derechos civiles y políticos, por cuanto las diferentes categorías 
de derechos constituyen un todo indisoluble que encuentra su base en el reconocimiento de la 
dignidad de la persona humana, por lo cual exigen una tutela y promoción permanente con el 
objeto de lograr su vigencia plena, sin que jamás pueda justificarse la violación de unos en aras 
de la realización de otros;

Reconociendo los beneficios que derivan del fomento y desarrollo de la cooperación entre 
los Estados y de las relaciones internacionales;

Recordando que, con arreglo a la Declaración Universal de los Derechos Humanos y a la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos, sólo puede realizarse el ideal del ser humano 
libre, exento del temor y de la miseria, si se crean condiciones que permitan a cada persona 
gozar de sus derechos económicos, sociales y culturales, tanto como de sus derechos civiles y 
políticos;

Teniendo presente que si bien los derechos económicos, sociales y culturales fundamentales 
han sido reconocidos en anteriores instrumentos internacionales, tanto de ámbito universal 
como regional, resulta de gran importancia que éstos sean reafirmados, desarrollados, perfec­
cionados y protegidos en función de consolidar en América, sobre la base del respeto integral a 
los derechos de la persona, el régimen democrático representativo de gobierno, así como el 
derecho de sus pueblos al desarrollo, a la libre determinación y a disponer libremente de sus 
riquezas y recursos naturales, y

* Aprobado el 17/Nov/88 en San Salvador, Rep. de El Salvador, por la Asamblea General de la Organiza­
ción de Estados Americanos (OEA)



Considerando que la Convención Americana sobre Derechos Humanos establece que pueden 
someterse a la consideración de los Estados Partes reunidos con ocasión de la Asamblea 
General de la Organización de los Estados Americanos,proyectos de protocolos adicionales a 
esa Convención con la finalidad de incluir progresivamente en el régimen de protección de la 
misma otros derechos y libertades.

Han convenido en el siguiente Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Dere­
chos Humanos, “Protocolo de San Salvador”:

Artículo 1 
Obligación de adoptar medidas

Los Estados Partes en el presente Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos se comprometen a adoptar las medidas necesarias tanto de orden interno 
como mediante la cooperación entre los Estados, especialmente económica y técnica, hasta el 
máximo de los recursos disponibles y tomando en cuenta su grado de desarrollo, a fin de lograr 
progresivamente, y de conformidad con la legislación interna, la plena efectividad de los 
derechos que se reconocen en el presente Protocolo.

Artículo 2
Obligación de adoptar disposiciones de derecho interno

Si el ejercicio de los derechos establecidos en el presente Protocolo no estuviera ya garanti­
zado por disposiciones legislativas o de otro carácter, los Estados Partes se comprometen a 
adoptar, con arreglo a sus procedimientos constitucionales y a las disposiciones de este Protocolo 
las medidas legislativas o de otro carácter que fueren necesarias para hacer efectivos tales 
derechos.

Artículo 3 
Obligación de no discriminación

Los Estados Partes en el presente Protocolo se comprometen a garantizar el ejercicio de los 
derechos que en él se enuncian, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, 
idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición 
económica, nacimiento o cualquier otra condición social.

Artículo 4 
No admisión de restricciones

No podrá restringirse o menoscabarse ninguno de los derechos reconocidos o vigentes en 
un Estado en virtud de su legislación interna o de convenciones internacionales, a pretexto de 
que el presente Protocolo no los reconoce o los reconoce en menor grado.

Artículo 5
Alcance de las restricciones y limitaciones

Los Estados Partes sólo podrán establecer restricciones y limitaciones al goce y ejercicio de 
los derechos establecidos en el presente Protocolo mediante leyes promulgadas con el objeto 
de preservar el bienestar general dentro de una sociedad democrática, en la medida que no 
contradigan el propósito y razón de los mismos.



Artículo 6 
Derecho al trabajo

1. Toda persona tiene derecho al trabajo, el cual incluye la oportunidad de obtener los 
medios para llevar una vida digna y decorosa a través del desempeño de una actividad lícita 
libremente escogida o aceptada.

2. Los Estados Partes se comprometen a adoptar las medidas que garanticen plena efecti­
vidad al derecho al trabajo, en especial las referidas al logro del pleno empleo, a la orientación 
vocacional y al desarrollo de proyectos de capacitación técnico-profesional, particularmente 
aquellos destinados a los minusválidos. Los Estados Partes se comprometen también a ejecutar 
y a fortalecer programas que coadyuven a una adecuada atención familiar, encaminados a que 
la mujer pueda contar con una efectiva posibilidad de ejercer el derecho al trabajo.

Artículo 7
Condiciones justas, equitativas y satisfactorias de trabajo

Los Estados Partes en el presente Protocolo reconocen que el derecho al trabajo al que se 
refiere el artículo anterior, supone que toda persona goce del mismo en condiciones justas, 
equitativas y satisfactorias, para lo cual dichos Estados garantizarán en sus legislaciones 
nacionales, de manera particular:

a. Una remuneración que asegure como mínimo a todos los trabajadores, condiciones de 
subsistencia digna y decorosa para ellos y sus familias y un salario equitativo e igual por 
trabajo igual, sin ninguna distinción;

b. El derecho de todo trabajador a seguir su vocación y a dedicarse a la actividad que mejor 
responda a sus expectativas y a cambiar de empleo, de acuerdo con la reglamentación nacional 
respectiva;

c. El derecho del trabajador a la promoción o ascenso dentro de su trabajo, para lo cual se 
tendrán en cuenta sus calificaciones, competencia, probidad y tiempo de servicio;

d. La estabilidad de los trabajadores en sus empleos, de acuerdo con las características de 
las industrias y profesiones y con las causas de justa separación. En casos de despido injustifi­
cado, el trabajador tendrá derecho a una indemnización o a la readmisión en el empleo o a 
cualesquiera otra prestación prevista por la legislación nacional;

e. La seguridad e higiene en el trabajo.
f. La prohibición de trabajo nocturno o en labores insalubres o peligrosas a los menores de 

18 años y, en general, de todo trabajo que pueda poner en peligro su salud, seguridad o moral. 
Cuando se trate de menores de 16 años, la jomada de trabajo deberá subordinarse a las 
disposiciones sobre educación obligatoria y en ningún caso podrá constituir un impedimento 
para la asistencia escolar o ser una limitación para beneficiarse de la instrucción recibida;

g. La limitación razonable de las horas de trabajo, tanto diarias como semanales. Las 
jomadas serán de menor duración cuando se trate de trabajos peligrosos, insalubres o nocturnos;

h. El descanso, el disfrute del tiempo libre, las vacaciones pagadas, así como la remune­
ración de los días feriados nacionales.

Artículo 8 
Derechos sindicales

1. Los Estados Partes garantizarán:
a. El derecho de los trabajadores a organizar sindicatos y a afiliarse al de su elección, 

para la protección y promoción de sus intereses. Como proyección de este derecho, 
los Estados Partes permitirán a los sindicatos formar federaciones y confederaciones 
nacionales y asociarse a las ya existentes, así como formar organizaciones sindicales 
internacionales y asociarse a las de su elección. Los Estados Partes también permitirán 
que los sindicatos, federaciones y confederaciones funcionen libremente;

b. El derecho a la huelga.



2. El ejercicio de los derechos enunciados precedentemente sólo puede estar sujeto a las 
limitaciones y restricciones previstas por la ley, siempre que éstas sean propias a una sociedad 
democrática, necesarias para salvaguardar el orden público, para proteger la salud o la moral 
públicas, así como los derechos y las libertades de los demás. Los miembros de las fuerzas 
armadas y de policía, al igual que de los otros servicios públicos esenciales, estarán sujetos a 
las limitaciones y restricciones que imponga la ley.

3. Nadie podrá ser obligado a pertenecer a un sindicato.

Artículo 9 
Derecho a la seguridad social

1. Toda persona tiene derecho a la seguridad social que la proteja contra las consecuencias 
de la vejez y de la incapacidad que la imposibilite física o mentalmente para obtener los medios 
para llevar una vida digna y decorosa. En caso de muerte del beneficiario las prestaciones de 
seguridad social serán aplicadas a sus descendientes.

2. Cuando se trate de personas que se encuentran trabajando, el derecho a la seguridad 
social cubrirá al menos la atención médica y el subsidio o jubilación en casos de accidentes de 
trabajo o de enfermedad profesional y, cuando se trate de mujeres, licencia retribuida por 
maternidad antes y después del parto.

Artículo 10 
Derecho a la salud

1. Toda persona tiene derecho a la salud, entendida como el disfrute del más alto nivel de 
bienestar físico, mental y social.

2. Con el fin de hacer efectivo el derecho a la salud los Estados Partes se comprometen a 
reconocer la salud como un bien público y particularmente a adoptar las siguientes medidas 
para garantizar este derecho:

a. La atención primaria de la salud, entendiendo como tal la asistencia sanitaria esencial 
puesta al alcance de todos los individuos y familias en la comunidad;

b. La extensión de los beneficios de los servicios de salud a todos los individuos sujetos 
a la jurisdicción del Estado;

c. La total inmunización contra las principales enfermedades infecciosas;
d. La prevención y tratamiento de las enfermedades endémicas, profesionales y de otra 

índole;
e. La educación de la población sobre la prevención y tratamiento de los problemas de 

salud, y
f. La satisfacción de las necesidades de salud de los grupos de más alto riesgo y que 

por sus condiciones de pobreza sean más vulnerables.

Artículo 11 
Derecho a un medio ambiente sano

1. Toda persona tiene derecho a vivir en un medio ambiente sano y a contar con servicios 
públicos básicos.

2. Los Estados Partes promoverán la protección, preservación y mejoramiento del medio 
ambiente.

Artículo 12 
Derecho a la alimentación

1. Toda persona tiene derecho a una nutrición adecuada que le asegure la posibilidad de 
gozar del más alto nivel de desarrollo físico, emocional e intelectual.



2. Con el objeto de hacer efectivo este derecho y erradicar la desnutrición, los Estados 
Partes se comprometen a perfeccionar los métodos de producción, aprovisionamiento y distri­
bución de alimentos, para lo cual se comprometen a promover una mayor cooperación interna­
cional en apoyo de las políticas nacionales sobre la materia.

Artículo 13 
Derecho a la educación

1. Toda persona tiene derecho a la educación.
2. Los Estados Partes en el presente Protocolo convienen que la educación deberá orientar­

se hacia el pleno desarrollo de la personalidad humana y el sentido de su dignidad y deberá 
fortalecer el respeto por los derechos humanos, el pluralismo ideológico, las libertades funda­
mentales, la justicia y la paz. Convienen, asimismo, en que la educación debe capacitar a todas 
las personas para participar efectivamente en una sociedad democrática y pluralista, lograr una 
subsistencia digna, favorecer la comprensión, la tolerancia y la amistad entre todas las naciones 
y todos los grupos raciales, étnicos o religiosos y promover las actividades en favor del mante­
nimiento de la paz.

3. Los Estados Partes en el presente Protocolo reconocen que, con objeto de lograr el pleno 
ejercicio del derecho a la educación:

a. La enseñanza primaria debe ser obligatoria y asequible a todos gratuitamente;
b. La enseñanza secundaria en sus diferentes formas, incluso la enseñanza secundaria 

técnica y profesional, debe ser generalizada y hacerse accesible a todos, por cuantos 
medios sea apropiados, y en particular por la implantación progresiva de la enseñanza 
gratuita:

c. La enseñanza superior debe hacerse igualmente accesible a todos, sobre la base de 
la capacidad de cada uno, por cuantos medios sean apropiados, y en particular, por la 
implantación progresiva de la enseñanza gratuita;

d. Se deberá fomentar o intensificar, en la medida de lo posible, la educación básica 
para aquellas personas que no hayan recibido o terminado el ciclo completo de 
instrucción primaria;

e. Se deberán establecer programas de enseñanza diferenciada para los minusválidos a 
fin de proporcionar una especial instrucción y formación a personas con impedimen­
tos físicos o deficiencias mentales.

4. Conforme con la legislación interna de los Estados Partes, los padres tendrán derecho a 
escoger el tipo de educación que habrá de darse a sus hijos, siempre que ella se adecúe a los 
principios enunciados precedentemente.

5. Nada de lo dispuesto en este Protocolo se interpretará como una restricción de la 
libertad de los particulares y entidades para establecer y dirigir instituciones de enseñanza, de 
acuerdo con la legislación interna de los Estados Partes.

Artículo 14 
Derecho a los beneficios de la cultura

1. Los Estados Partes en el presente Protocolo reconocen el derecho de toda persona a:
a. Participar en la vida cultural y artística de la comunidad;
b. Gozar de los beneficios del progreso científico y tecnológico;
c. Beneficiarse de la protección de los intereses morales y materiales que le correspon­

dan por razón de las producciones científicas, literarias o artísticas de que sea 
autora.

2. Entre las medidas que los Estados Partes en el presente Protocolo deberán adoptar para 
asegurar el pleno ejercicio de este derecho, figurarán las necesarias para la conservación, el 
desarrollo y la difusión de la ciencia, la cultura y el arte.

3. Los Estados Partes en el presente Protocolo se comprometen a respetar la indispensable 
libertad para la investigación científica y para la actividad creadora.



4. Los Estados Partes en el presente Protocolo reconocen los beneficios que se derivan del 
fomento y desarrollo de la cooperación y de las relaciones internacionales en cuestiones cientí­
ficas, artísticas y culturales, y en este sentido se comprometen a propiciar una mayor cooperación 
internacional sobre la materia.

Artículo 15
Derecho a la constitución y protección de la familia

1. La familia es el elemento natural y fundamental de la sociedad y debe ser protegida por 
el Estado quien deberá velar por el mejoramiento de su situación moral y material.

2. Toda persona tiene derecho a constituir familia, el que ejercerá de acuerdo con las 
disposiciones de la correspondiente legislación interna.

3. Los Estados Partes mediante el presente Protocolo se comprometen a brindar adecuada 
protección al grupo familiar y en especial a:

a. Conceder atención y ayuda especiales a la madre antes y durante un lapso razonable 
después del parto;

b. Garantizar a los niños una adecuada alimentación, tanto en la época de lactancia 
como durante la edad escolar;

c. Adoptar medidas especiales de protección de los adolescentes a fin de garantizar la 
plena maduración de sus capacidades físicas, intelectuales y morales;

d. Ejecutar programas especiales de formación familiar a fin de contribuir a la creación 
de un ambiente estable y positivo en el cual los niños perciban y desarroEen los 
valores de comprensión, solidaridad, respeto y responsabilidad.

Artículo 16 
Derecho de la niñez

Todo niño sea cual fuere su filiación tiene derecho a las medidas de protección que su 
condición de menor requieran por parte de su familia, de la sociedad y del Estado. Todo niño 
tiene el derecho a crecer al amparo y bajo la responsabilidad de sus padres; salvo circunstancias 
excepcionales, reconocidas judicialmente, el niño de corta edad no debe ser separado de su 
madre. Todo niño tiene derecho a la educación gratuita y obligatoria, al menos en su fase 
elemental, y a continuar su formación en niveles más elevados del sistema educativo.

Artículo 17 
Protección de los ancianos

Toda persona tiene derecho a protección especial durante su ancianidad. En tal cometido, 
los Estados Partes se comprometen a adoptar de manera progresiva las medidas necesarias a 
fin de llevar este derecho a la práctica y en particular a:

a. Proporcionar instalaciones adecuadas, así como alimentación y atención médica espe­
cializada a las personas de edad avanzada que carezcan de ella y no se encuentren en condiciones 
de proporcionársela por sí mismas;

b. Ejecutar programas laborales específicos destinados a conceder a los ancianos la posibi­
lidad de realizar una actividad productiva adecuada a sus capacidades respetando su vocación 
o deseos;

c. Estimular la formación de organizaciones sociales destinadas a mejorar la calidad de 
vida de los ancianos.

Artículo 18 
Protección de los minusválidos

Toda persona afectada por una disminución de sus capacidades físicas o mentales tiene 
derecho a recibir una atención especial con el fin de alcanzar el máximo desarrollo de su



personalidad. Con tal fin, los Estados Partes se comprometen a adoptar las medidas que sean 
necesarias para ese propósito y en especial a:

a. Ejecutar programas específicos destinados a proporcionar a los minusválidos los recur­
sos y el ambiente necesarios para alcanzar ese objetivo, incluidos programas laborales adecua­
dos a sus posibilidades y que deberán ser libremente aceptados por ellos o por sus represen­
tantes legales, en su caso;

b. Proporcionar formación especial a los familiares de los minusválidos a fin de ayudarlos a 
resolver los problemas de convivencia y convertirlos en agentes activos del desarrollo físico, 
mental y emocional de éstos;

c. Incluir de manera prioritaria en sus planes de desarrollo urbano la consideración de 
soluciones a los requerimientos específicos generados por las necesidades de este grupo;

d. Estimular la formación de organizaciones sociales en las que los minusválidos puedan 
desarrollar una vida plena.

Artículo 19 
Medios de protección

1. Los Estados Partes en el presente Protocolo se comprometen a presentar, de conformi­
dad con lo dispuesto por este artículo y por las correspondientes normas que al efecto deberá 
elaborar la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos, informes periódi­
cos respecto de las medidas progresivas que hayan adoptado para asegurar el debido respeto 
de los derechos consagrados en el mismo Protocolo.

2. Todos los informes serán presentados al Secretario General de la Organización de los 
Estados Americanos quien los transmitirá al Consejo Interamericano Económico y Social y al 
Consejo Interamericano para la Educación, la Ciencia y la Cultura, a fin de que los examinen 
conforme a lo dispuesto en el presente artículo. El Secretario General enviará copia de tales 
informes a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos.

3. El Secretario General de la Organización de los Estados Americanos transmitirá también 
a los organismos especializados del sistema interamericano, de los cuales sean miembros los 
Estados Partes en el presente Protocolo, copias de los informes enviados o de las partes 
pertinentes de éstos, en la medida en que tengan relación con materias que sean de la 
competencia de dichos organismos, conforme a sus instrumentos constitutivos.

4. Los organismos especializados del sistema interamericano podrán presentar al Consejo 
Interamericano Económico y Social y al Consejo Interamericano para la Educación, la Ciencia y 
la Cultura informes relativos al cumplimiento de las disposiciones del presente Protocolo en el 
campo de sus actividades.

5. Los informes anuales que presenten a la Asamblea General el Consejo Interamericano 
Económico y Social y el Consejo Interamericano para la Educación, la Ciencia y la Cultura 
contendrán un resumen de la información recibida de los Estados Partes en el Presente Protocolo 
y de los organismos especializados acerca de las medidas progresivas adoptadas a fin de 
asegurar el respeto de los derechos reconocidos en el propio Protocolo y las recomendaciones 
de carácter general que al respecto se estimen pertinentes.

6. En el caso de que los derechos establecidos en el párrafo a) del artículo 8 y en el artículo 
13 fuesen violados por una acción imputable directamente a un Estado Parte del presente 
Protocolo, tal situación podría dar lugar, mediante la participación de la Comisión Interamericana 
de Derechos Humanos y, cuando proceda, de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, a 
la aplicación del sistema de peticiones individuales regulado por los artículos 4 4 a 5 1 y 6 1 a 6 9  
de la Convención Americana sobre Derechos Humanos.

7. Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo anterior, la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos podrá formular las observaciones y recomendaciones que considere perti­
nentes sobre la situación de los derechos económicos, sociales y culturales establecidos en el 
presente Protocolo en todos o en algunos de los Estados Partes, las que podrá incluir en el 
Informe Anual a la Asamblea General o en un Informe Especial, según lo considere más 
apropiado.



8. Los Consejos y la Comisión Interamericana de Derechos Humanos en ejercicio de las 
funciones que se les confieren en el presente artículo, tendrán en cuenta la naturaleza progresiva 
de la vigencia de los derechos objeto de protección por este Protocolo.

Artículo 20 
Reservas

Los Estados Partes podrán formular reservas sobre una o más disposiciones específicas del 
presente Protocolo al momento de aprobarlo, firmarlo, ratificarlo o adherir a él, siempre que no 
sean incompatibles con el objeto y el fin del Protocolo.

Artículo 21 
Firma, ratificación o adhesión.

Entrada en vigor

1. El presente Protocolo queda abierto a la firma y a la ratificación o adhesión de todo 
Estado Parte de la Convención Americana sobre Derechos Humanos.

2. La ratificación de este Protocolo o la adhesión al mismo se efectuará mediante el 
depósito de un instrumento de ratificación o de adhesión en la Secretaría General de la 
Organización de los Estados Americanos.

3. El Protocolo entrará en vigor tan pronto como once Estados hayan depositado sus 
respectivos instrumentos de ratificación o de adhesión.

4. El Secretario General informará a todos los Estados Miembros de la Organización de la 
entrada en vigor del Protocolo.

Artículo 22
Incoiporación de otros derechos y ampliación de los reconocidos

1. Cualquier Estado Parte y la Comisión Interamericana de Derechos Humanos podrán 
someter a la consideración de los Estados Partes, reunidos con ocasión de la Asamblea General, 
propuestas de enmienda con el fin de incluir el reconocimiento de otros derechos y libertades, o 
bien otras destinadas a extender o ampliar los derechos y libertades reconocidos en este 
Protocolo.

2. Las enmiendas entrarán en vigor para los Estados ratificantes de las mismas en la fecha 
en que se haya depositado el respectivo instrumento de ratificación que corresponda al número 
de los dos tercios de los Estados Partes en este Protocolo. En cuanto al resto de los Estados 
Partes, entrarán en vigor en la fecha en que depositen sus respectivos instrumentos de ratifi­
cación.
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Detras de las Desapariciones:
La Guerra sucia argentina contra 

los Derechos Humanos y las Naciones Unidas
(“Behind the Disappearances: Argentina* Dirty War 

Against Human Rights and the United Nations")

Por Iain Guest

Philadelphia: University of Pennsylvania Press, 1990, P. XVI, 407. 
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El 29 de diciembre de 1990, el Presi­
dente de Argentina, Carlos Saúl Menem, 
otorgó el indulto a los generales que pla­
nearon y dirigieron la “guerra sucia", en 
la cual por lo menos 8.960 personas fue­
ron hechas “desaparecer". El represen­
tante de Argentina ante la Comisión de 
Derechos Humanos de las Naciones Uni­
das en Ginebra, Julio Emilio Strassera, 
quien fue el Fiscal en el juicio a los gene­
rales, como protesta renunció inmediata­
mente a su cargo. Seis semanas más tarde, 
en la sesión anual de la Comisión, la CIJ y 
Adolfo Pérez Esquivel, Premio Nobel de 
la Paz, liderando los grupos de derechos 
humanos hicieron uso de la palabra para 
condenar los indultos.

El libro de Iain Guest, que llegó a 
Ginebra en vísperas de la sesión de la 
Comisión, no podría haber sido más opor­
tuno. Moviéndose de un lado a otro entre 
las sucias celdas de tortura de Buenos 
Aires y las salas antisépticas del Palacio 
de Naciones, cuenta cómo el gobierno mi­
litar argentino obstaculizó la toma de ac­
ciones de la Comisión contra su política 
de desapariciones.

Guest, quizás el mejor periodista que 
cubre la información de los eventos sobre 
derechos humanos de las Naciones Uni­
das, relata cómo los familiares argentinos, 
ayudados por las ONG internacionales, 
una receptiva administración Cárter y un 
comprensivo Secretariado de Naciones 
Unidas, logró llevar a la Comisión al borde 
de condenar a Argentina por sus violacio­
nes. Luego nos muestra cómo un maligno 
embajador argentino y una cómplice ad­
ministración Reagan cambiaron el curso 
de los acontecimientos, ingeniándose por 
ejemplo, para despedir al activista Direc­
tor del Centro de Derechos Humanos de 
N.U, Theo van Boven, debilitar al recién 
creado grupo de trabajo sobre desapari­
ciones de N.U. y prevenir abiertamente y 
al instante cualquier condena. La tesis 
bien fundada del autor es que la maqui­
naria de derechos humanos de la Comisión 
quedó dañada para siempre.

El libro abarca los años 1976-1983, un 
período de renovada actividad para la Co­
misión de Derechos Humanos de las Na­
ciones Unidas. El derrocamiento del go­
bierno de Allende en Chile y la brutal re­



presión que le siguió, rompieron el acuer­
do del bloque soviético para evitar toda 
discusión pública de violaciones ocurri­
das fuera de los contextos de Israel y de 
Sudáfrica. Mientras la Unión Soviética era 
hostil a Pinochet, por otro lado era afable 
con los generales argentinos, quienes 
contaban también con el respaldo de otros 
dictadores latinoamericanos y varios del 
bloque de los no alineados. La confronta­
ción llegó al punto culminante en 1980, 
cuando los países europeos, que no tenían 
fuerza política para obtener una condena 
directa contra Argentina, lograron, sin 
embargo, la creación de un Grupo de Tra­
bajo, encargado de examinar el fenómeno 
de las desapariciones a escala mundial. 
No obstante, al iniciarse el año siguiente, 
el grupo de trabajo y en general la maqui­
naria de N.U., comenzó a retroceder.

En el contexto de una larga historia, el 
libro cuenta una miríada de historias cor­
tas (ciertamente, por momentos uno siente 
que se narran demasiada cantidad de his­
torias a la vez. Detalles de abusos en El 
Salvador y Guatemala y la respuesta de 
las N.U. a ellos, dilatan el libro innecesa­
riamente). La política exterior de los Esta­
dos Unidos está bajo la mira a cada mo­
mento. Bajo Cárter, la activista Patt De- 
rian acaudillaba la causa de los derechos 
humanos en Argentina. Con la elección 
de Ronald Reagan, prevaleció la tesis de 
Jeane Kirkpatrick de relaciones amisto­
sas con gobiernos autoritarios, y los Esta­
dos Unidos hicieron un cambio abrupto 
de actitud con respecto a Argentina. El 
Presidente Roberto Viola fue rápidamente 
invitado a la Casa Blanca y Alexander 
Haig, en calidad de Secretario de Estado 
expresó: "Le dijimos a Argentina que 
había escuchado la última lección pública 
de los Estados Unidos, sobre derechos 
humanos”.

El héroe de Guest es Theo van Boven. 
El libro muestra como, a través de su 
compromiso e identificación con con las 
víctimas, van Boven impulsó la acción de

Naciones Unidas contra las dictaduras la­
tinoamericanas, tan sólo para exponerse 
a las maquinaciones del Embajador ar­
gentino Gabriel Martínez. Cuando Jeane 
Kirkpatrick expresó al nuevo Secretario 
General Pérez de Cuéllar su "disgusto” 
por la actitud de Van Boven, mensaje que 
ya había recibido de varios regímenes mi­
litares latinoamericanos, la suerte del ho­
landés quedó sellada.

Guest argumenta en forma persuasiva 
que “para ser defensor exitoso de los 
derechos humanos, Naciones Unidas debe 
enfrentar a los gobiernos. Más aún, de­
muestra cómo una y otra vez Naciones 
Unidas abandonó su mandato de promo­
ver los derechos humanos, dejando de lado 
la situación de las víctimas a cambio de la 
diplomacia y el diálogo. En una observa­
ción tan relevante hoy día como siempre, 
el autor indica que “Mantener el diálogo 
se convirtió en un objetivo en sí mismo, 
mucho más importante que las viola­
ciones”. Guest señala que la actitud del 
Presidente del Grupo de Trabajo, Visconde 
Colville de Culross, cuya simpatía a la 
promesa de los gobiernos de que busca­
ban ostensiblemente salir de las dictadu­
ras, condujo a que Ríos Montt de Guate­
mala propusiera que Colville fuera el rela­
tor especial sobre Guatemala. Colville “se 
vió a sí mismo como un mediador político, 
en lugar de un relator de derechos huma­
nos". La rendición del Grupo de Trabajo a 
Argentina - escribe Guest - “sentó un 
precedente que manchó todo el aparato 
de investigación de Naciones Unidas so­
bre derechos humanos. Entre 1983 y 1986, 
relatores de la Comisión de Derechos Hu­
manos de N.U. investigaron la situación 
en El Salvador, Surinam, Guatemala, Gui­
nea Ecuatorial, Haití, Chile y Uruguay. 
Todas estas naciones habían sido califi­
cadas de “graves violadores” por la 
Comisión; no obstante, casi sin excepción, 
estos relatores entendieron su tarea con 
un criterio más de mediación que crítico, 
más de restablecimiento de la democra­



cia que de ayuda a familiares y víctimas ”.
En el mismo sentido, el autor ilustra 

cómo el futuro Secretario General de Na­
ciones Unidas, Javier Pérez de Cuéllar, 
designado por la Comisión para preparar 
un informe confidencial sobre abusos 
durante la dictadura militar en Uruguay, 
presentó un informe blanqueado “majes­
tuosamente engañoso" (un extenso resu­
men lo agrega en un anexo junto con un 
informe del CICR de la misma fecha). Pérez 
de Cuéllar informa: “Nadie es detenido 
por sus ideas" y dice además que encontró 
"condiciones excelentes de detención". 
Solamente, cuando el informe se filtró, el 
recién liberado pianista Miguel Angel 
Estrella pudo desmentir la afirmación de 
Pérez de Cuéllar de que había entrevistado 
a Estrella en la prisión.

Guest hace trizas los procesos a me­
nudo bizantinos de N.U, pensados más 
para tranquilizar a los Estados que para 
denunciar violaciones. Uno de los que 
pone en la mira es el procedimiento confi­
dencial “1503”, bajo el cual se discuten 
determinados casos de violaciones en se­
siones cerradas. Tanto los gobiernos como 
las ONG saben, no obstante, que el único 
freno internacional posible para las viola­
ciones de derechos humanos es la publi­
cidad y la denuncia. Guest ilustra cómo 
los argentinos manipulaban aún la propia 
reserva confidencial de la Subcomisión, 
para impedir que su caso fuera discutido 
en sesión pública. (Irak usaría exitosa­
mente la misma táctica luego de su ataque

con gases a las aldeas kurdas en 1988).
A raíz de la frustación que le produje­

ron los pobres resultados del episodio, 
Guest no da crédito a dos cambios de ac­
titud en la historia de la Comisión - la 
facultad reconocida a las ONG del uso de 
la Comisión para lo mejor, y la creación 
del Grupo de trabajo sobre desapariciones. 
Mientras antes la Comisión se veia como 
“un buen lugar olvidado con un cuerpo 
de prensa soñoliento y ningún interés del 
espectador" (cita del Embajador USA, 
1976), ahora ésta recibe activistas de de­
rechos humanos que concurren a plantear 
sus casos desde diferentes partes del 
mundo. La creación del Grupo sobre des­
aparecidos abrió el camino a otros me­
canismos temáticos, donde pudieron ser 
denunciadas las violaciones, aún donde 
los gobiernos perpetradores eran política­
mente tan poderosos como para no po­
nerlos en tela de juicio directamente. La 
Comisión siguió adelante nombrando re­
latores especiales sobre torturas, ejecu­
ciones sumarias y arbitrarias, intoleran­
cia religiosa y mercenarios. En 1991 esta­
bleció un Grupo de trabajo para “investi­
gar casos de detención arbitraria o que 
por alguna otra circunstancia sea incom­
patible con las normas internacionales... 
de la Declaración Universal de Derechos 
Humanos". Este no es un logro menor para 
un organismo ínter-gubernamental don­
de se considera un valor supremo el res­
peto por la soberanía nacional.
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